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    PRESENTACIÓN


    El primer siglo de la expansión colonial española hacia el subcontinente de América del Norte; la diferenciación regional manifiesta en los regímenes de trabajo implantados en un principio en el centro, el occidente y el norte de la Nueva España; la paradójica situación de que, en zonas productoras de plata y oro, como lo fueron varias de las del norte novohispano, la moneda escaseara invariablemente y aun llegara a desaparecer casi por completo de la circulación de manera cíclica; la relación viciosa entre la minería de metales preciosos y el sistema monopólico de comercio, y la vulnerabilidad de los territorios fronterizos del norte del país en las primeras décadas del siglo XIX, ejemplificada con el caso de las Californias, son los temas sobre los que versan los cinco estudios históricos que forman la parte medular de este volumen. Tres de estos estudios habían sido publicados previamente, en tanto que los otros dos se encontraban inéditos hasta ahora.


    Siendo estudios particulares, todos ellos unitarios en sí mismos y elaborados separadamente, su conjunto tiene sin embargo una cualidad agregada: son trabajos que, por haber resultado de una serie de hipótesis comunes y coherentes, vienen a ser de algún modo complementarios unos con otros. Podrá constatar fácilmente el lector que los procesos fácticos examinados en cada uno de los estudios cobran una significación más rica considerados en el marco del conjunto de los referidos estudios. Por eso, y por los referentes histórico-geográficos de estos trabajos, parece justificado afirmar que se trata de estudios que ayudan a comprender los procesos de formación del norte de México, región vastísima, como todos sabemos; diversificada internamente en cuanto a sus procesos históricos formativos, pero sin duda contrastante en muchos aspectos con las realidades sociales, económicas e institucionales desarrolladas desde el siglo XVI en los espacios correspondientes a lo que fue el antiguo mundo mesoamericano. Precisemos, para no incurrir en excesos, que se ofrecen aquí algunas claves de comprensión, que seguramente dejan más preguntas abiertas que las que logran responder de manera más o menos plausible.


    A este material al que aludimos se han agregado, para integrar el volumen, cuatro textos de una distinta naturaleza. Se trata de escritos, algunos de ellos muy breves, en los que se reflexiona sobre ciertos tópicos relacionados con el pensar y el hacer de los historiadores, así como con lo que el autor concibe como la dimensión ética del trabajo de investigación. Han sido incluidos aquí, aun a riesgo de fracturar la unidad del contenido del libro, en razón de que su lectura y consideración ayudarán a entender las preocupaciones teórico-metodológicas y las convicciones más sentidas que subyacen en el trabajo del historiador. Es indudable que la posible originalidad y los sesgos de un estudio histórico derivan más de lo que se ha configurado en la cabeza del investigador y alienta el ánimo de éste que de la información que se pueda recopilar sobre los procesos fácticos analizados.


    Se decidió preparar este volumen en un momento en que vino a menos la salud del autor. En esas circunstancias, fue necesario recurrir a la ayuda de tres técnicos bien calificados en cuestiones editoriales, que lo fueron Javier Manríquez, Juan Domingo Vidargas e Israel Rodríguez, los que se hicieron cargo de capturar los textos que no se habían preservado en medios electrónicos, de uniformar formatos y notas y de preparar todo el material de conformidad con las reglas editoriales establecidas. A ellos tres, el cumplido agradecimiento del autor.

  


  
    I. LA NORTEAMÉRICA HISPÁNICA EN EL SIGLO XVI 1


    Introducción


    Desde el punto de vista geográfico, el ámbito al que vamos a referirnos aquí se corresponde más o menos con lo que la opinión común considera que es el subcontinente de Norteamérica. Es necesario precisar, sin embargo, que de ese ámbito quedará excluido lo que era el mundo mesoamericano. Dentro del marco cronológico del siglo XVI nos ocuparemos primero en reseñar los movimientos de avance hacia el septentrión americano que no cristalizaron en un inmediato y estable poblamiento, para después pasar a examinar lo que fue el desarrollo de los procesos de colonización. Con aquéllos, los contactos de los españoles con las tierras y los pueblos de Norteamérica fueron efímeros o marginales y, en tanto experiencias colectivas, trascendieron básicamente a través de los registros de los mismos españoles, lo que no significa que en cada situación particular de contacto interétnico no haya habido, junto a la experiencia española, una contraparte indígena. Las sociedades de origen europeo ya implantadas en suelo americano tuvieron obviamente otras formas de relación con el medio geográfico y con las sociedades autóctonas. Podemos decir que, con la colonización, la historia de los españoles en América se vuelve ya historia americana.


    Descubrimiento de una frontera cultural


    La frontera entre los cultivadores mesoamericanos y los cazadores-recolectores de las partes septentrionales corría, como sabemos, de uno a otro océanos. De la región del río Pánuco, en la vertiente del golfo de México, descendía hacia el sur, para luego seguir aproximadamente por el curso del río Lerma-Santiago, prolongándose hacia el norte hasta la altura del río Sinaloa o Petatlán, que desemboca en el golfo de California. Empeñados desde el año de 1519 en la ocupación del mundo de alta cultura que ha sido llamado Mesoamérica, los españoles no tardaron en acceder por muy distintos puntos a esa larga línea de demarcación que arriba describimos, la que, en un principio por lo menos, hubo de obrar como una barrera que detuvo allí los movimientos de expansión colonial.


    Recién erigida la Nueva España, gente subordinada a Hernán Cortés recogió en Michoacán la noticia de que los purépechas (llamados tarascos por los españoles) tenían por vecinos al otro lado del río Grande (o sea, el Lerma-Santiago) a unos indios a los que se daba el nombre de chichimecas, que no sembraban, que comían yerbas y cacerías, que se cubrían acaso con pieles cuando no andaban desnudos, y que no solían abandonar el arco y la flecha. Informado de tal cosa, el conquistador de México ordenó a sus hombres que pasaran a averiguar “el secreto de aquella provincia y gentes”. Mandó que se intentase poblar entre tales “bárbaros”, que se les conminase a vivir como los otros indios de la Nueva España y que, de resistirse a ello, se les tomase por esclavos para hacerlos trabajar en las minas.2 No sabemos si fueron obedecidas de algún modo las órdenes de Cortés, pero sí que hubieron de pasar algunos años antes de que los españoles empezaran a poblar más allá del río Grande.


    Fue común que las huestes de conquista que se adentraban en aquel mundo por completo ajeno a las prácticas de la agricultura se vieran obligadas a detener sus avances y a replegarse en tierras de cultivadores. De la fronteriza región del Pánuco, parte de la Huastecapan mesoamericana, salió en 1526 un numeroso grupo que, bajo el mando de Sancho de Zaniego, enderezó sus pasos hacia el río de Las Palmas (probablemente el Soto la Marina) con el propósito de emprender allí acciones de conquista. Al cabo de algunos meses, los expedicionarios fueron a dar nuevamente al Pánuco. Llegaron desprovistos de mantenimientos y desanimados, además, porque, según refiere el cronista Antonio de Herrera, en lugar de las “grandes riquezas” que pensaban encontrar, en un recorrido de “cuarenta leguas la tierra adentro” no habían hallado “poblado ni camino, y pocos indios, y aquéllos tan salvajes que no se sustentaban sino de cazas, comiendo las carnes crudas, y langostas, lagartijas y culebras y otras tales bascosidades”.3


    Parecidas experiencias se tuvieron donde quiera que los españoles llegaron a trasponer aquella radical frontera cultural. Varias incursiones que resultaron aleccionadoras se efectuaron durante la expedición que, en demanda de las tierras de los “teúles chichimecas”, emprendió en 1529 Nuño de Guzmán, a la sazón presidente de la primera Audiencia de México. En Michoacán fueron advertidos los expedicionarios de los riesgos que correrían si persistían en internarse hacia el norte, donde, según informes que daban los purépechas, no había más que gente chichimeca y nada de lo que los españoles buscaban.4 Más adelante, sin embargo, un grupo encabezado por Pedro Almíndez Chirinos llegó a introducirse en tierras de los guamares —una de las naciones chichimecas— y no pudo sino confirmar que, en efecto, se trataba de aborígenes que “vivían en ranchos movedizos y se sustentaban con caza de conejos, liebres y venados”, que andaban todos “en cueros, con el arco en la mano, y dormían donde les cogía la noche”.5 No cabía, pues, la posibilidad de que los conquistadores se hicieran allí de alimentos, a más de que parecía imposible sujetar por medio de las armas a esos indios que no tenían asiento fijo. Casi pereció enteramente una partida de la expedición de Nuño de Guzmán que, desde San Miguel de Culiacán, se animó a cruzar la Sierra Madre Occidental rumbo a los territorios que hoy forman el estado de Durango. Los sobrevivientes de esta desastrada empresa convencieron luego al jefe de la expedición de que no pasara con toda la gente hacia esas otras tierras porque de hambre “perecerían él y cuantos con él fuesen”.6


    Es oportuno señalar que Nuño de Guzmán tuvo el propósito de extender sus conquistas de mar a mar, de modo tal que, al norte de la Nueva España, se formara una jurisdicción independiente del gobierno novohispano, que tuviera una frontera abierta a la expansión. Guzmán era ya gobernador del Pánuco y pensaba que ese distrito terminaría integrándose a la nueva y gran provincia que él pretendía fundar y gobernar. Quiso ese jefe conquistador que los territorios que iban quedando bajo su férula llevaran el desafiante nombre de Castilla la Nueva de la Mayor España; pero la decisión real fue que se nombrasen Nueva Galicia.7 Y no se extendió la jurisdicción de mar a mar, sino que comprendió en un principio tan sólo algunas regiones del occidente de México y de la franja costera del Pacífico. La fundación más septentrional hecha por la gente de Guzmán fue San Miguel de Culiacán. La capital de la Nueva Galicia fue Guadalajara.


    Así como la expedición conquistadora de Nuño de Guzmán se vio obligada a mantenerse en tierras de cultivadores, así también la expansión colonial quedó por algún tiempo prácticamente detenida en los que habían sido los términos septentrionales de Mesoamérica. En los años que siguieron a la fundación de la Nueva Galicia se realizaron continuas entradas a los territorios de los chichimecas, pero las fronteras del mundo colonizado sólo llegaron a desplazarse en áreas muy localizadas, en lo que hoy son los estados de Michoacán, Guanajuato y Querétaro. Lo que hicieron allí los españoles fue ir ganando poco a poco las tierras inmediatas a la antigua frontera, con el apoyo de migrantes mesoamericanos.


    Avanzada hacia la tierra adentro


    Cerca de San Miguel de Culiacán fueron encontrados en 1536 tres españoles y un negro que venían del interior de la tierra. Vestidos a la usanza de los naturales, los cuatro sujetos estuvieron a punto de ser atacados por un grupo de vecinos de San Miguel que andaba en busca de indios para cautivarlos y someterlos a trabajos forzados. Luego que, puestos de rodillas y dando voces en castellano, los españoles y el negro lograron contener el ataque, pudieron al fin explicar que eran sobrevivientes de una expedición que, ocho años antes, habían hecho con Pánfilo de Narváez a la Florida.8 A lo largo de esos años habían atravesado el continente con la esperanza de llegar a alguno de los puestos de los españoles.


    La prolongada aventura de aquellos cuatro hombres —que eran Álvar Núñez Cabeza de Vaca, Andrés Dorantes, Bernardino del Castillo Maldonado y el negro Estebanico—, cuyos pormenores tendrían luego una amplia difusión,9 tuvo el pronto efecto de estimular el interés por las tierras de que dieron noticia los caminantes, tanto más cuanto que éstos decían que tierra adentro había indios que cultivaban la tierra y vivían en pueblos. No faltaron entonces voluntarios que se ofrecieran a hacer un más cabal descubrimiento del mundo interno del septentrión, al que se imaginó ya ciertamente promisorio.


    Uno de esos primeros voluntarios fue fray Marcos de Niza, franciscano que había andado en el Perú y que consiguió autorización del virrey Antonio de Mendoza para encabezar una expedición de descubrimiento, la que en ese acordado propósito salió de San Miguel de Culiacán el año de 1539. No viene al caso detallar las incidencias del recorrido de esta gente; diremos solamente que los expedicionarios lograron penetrar hasta los territorios habitados por los indios que luego serían conocidos con el nombre de indios pueblos. Población agricultora y que, en consecuencia, tenía un modo de vida radicalmente distinto respecto del de los chichimecas del norte central de México, en ella creyó ver fray Marcos claros indicios de opulencia. El contacto con estos pueblos fue marginal y el fraile más bien obtuvo de oídas las noticias que luego propaló. En la relación de su viaje dijo haberse asegurado de que existía una ciudad llamada Cíbola, mayor que la propia ciudad de México y primera de una serie de siete ciudades semejantes, cuyas casas principales tenían en las portadas “muchas labores de piedras turquesas”, pues, decía el imaginativo viajero, en la región había abundancia de pedrería fina, lo mismo que de oro, con el que, según él, los indios fabricaban “vasijas y joyas”.10


    Conocidos tales informes por el virrey Mendoza se propuso éste mandar una nueva y más nutrida expedición, la que quedaría al mando del gobernador de Nueva Galicia, Francisco Vázquez de Coronado. El propósito fue ya el de poblar donde se hiciese conveniente. Más de trescientos españoles y otros cientos de indios auxiliares compusieron la expedición, la que inició su marcha el año de 1540. Para facilitar su abastecimiento se envió por el Mar del Sur una flota capitaneada por Hernando de Alarcón.11


    Sin haber logrado entrar en contacto con la expedición marítima, el contingente de Vázquez de Coronado se internó a la provincia que había visitado fray Marcos de Niza. Al llegar a ella, los expedicionarios advirtieron que la gente que poblaba la provincia, si bien cultivaba la tierra, se vestía con mantas de algodón y vivía concentrada en aldeas, no se hallaba en ostensible posesión de riquezas minerales. Las grandes urbes jamás se vieron aparecer, aun cuando el grupo cruzó la provincia toda siguiendo el curso del río que la bañaba, al que los indios llamaban Tíguex. Por lo que parecieron indicar unos nativos, los españoles llegaron a concebir la idea de que más adentro existía un populoso y rico país que tenía el supuesto nombre de Quivira. Con el afán de descubrirlo, el grupo prosiguió su marcha por largos días hasta llegar al río Arkansas. Pudo comprobarse entonces que Quivira no era sino un territorio poblado por gente que se dedicaba a la cacería de bisontes, que no sabía nada de metales preciosos y que ni siquiera sembraba la tierra.


    Totalmente desencantados, Vázquez de Coronado y sus hombres volvieron a los valles del Tíguex. Desde allí, el jefe de la expedición escribió al rey para darle cuenta de todo lo acontecido y hacerle ver que ni aun esa región de agricultores era susceptible de un poblamiento español “por ser tierra lejana al mar y muy fría”.12 A estos señalados inconvenientes se añadía entonces el hecho de que había muerto ya la mayor parte del grupo expedicionario. En 1542, los fracasados pobladores de Cíbola y Quivira emprendieron el viaje de regreso a la Nueva España, a excepción de unos frailes franciscanos que decidieron quedarse a evangelizar y de cuyo destino no se llegó a saber.13


    Los frentes oceánicos


    Otras rutas de avance hacia Norteamérica fueron establecidas por los españoles a través de los océanos. De las Antillas, concretamente de la isla de San Juan (Puerto Rico), partió la primera expedición que llegó a tierras de la Florida. Se realizó en 1512 y fue encabezada por Juan Ponce de León, quien se había propuesto descubrir y poblar una isla de incierta existencia llamada Bimini, a donde, según las palabras de López de Gómara, los expedicionarios iban a buscar “la fuente que tornaba mozos a los viejos”.14 Llegó esta gente a las tierras de la Florida, que supusieron que era una isla de gran tamaño, pero no lograron quedarse allí a poblar y tuvieron que regresar a San Juan. Con todo, gracias a este viaje pionero desde entonces quedó abierta una ruta para ulteriores movimientos de expansión.


    A lo largo de la franja costera que va de la región del Pánuco a la península de la Florida se hicieron luego sucesivos viajes de exploración e intentos de poblamiento. Al gobernador de la isla de Jamaica, Francisco de Garay, bajo cuyos auspicios se hizo en 1519 una expedición marítima —la de Alonso Álvarez de Pineda— que reconoció la continuidad de las costas del norte del golfo de México, se le encomendó en 1521 la conquista de una provincia mencionada como de Amichel, a la que vagamente se situaba entre el Pánuco y el río de Las Palmas. No se intentó siquiera llevar a efecto esa conquista. Al trasladarse al continente en el año de 1523, Garay se empeñó más bien en hacer una fundación en el Pánuco mismo, la “Victoria Garayana”, lo que suscitó desde luego la enérgica oposición de Hernán Cortés y pronto quedó extinguida.


    Reconocida desde 1519 como parte del macizo continental, la Florida, bastante apartada de la Nueva España y relativamente próxima a las Antillas Mayores, se mantuvo como un posible objetivo de la expansión colonial, no obstante que la experiencia fue mostrando que la navegación costera se tornaba allí más difícil que en otras partes del litoral del golfo y que, en los territorios que se extendían de la península hacia el poniente, la vegetación era sumamente espesa y abundaban los pantanos. Estas adversas condiciones, así como la tenaz resistencia de la población autóctona —iniciada en las prácticas agrícolas, pero predominantemente constituida en pequeñas y dispersas unidades sociales—, ocasionaron el precipitado retiro de las expediciones que, en los años de 1520 y 1526, emprendió Lucas Vázquez de Ayllón, y de la que, en un segundo intento suyo de colonización, condujo en 1521 el buscador de la fuente rejuvenecedora, Juan Ponce de León.


    Pero el desastre más completo hubo de sufrirlo la expedición que organizó en 1527 Pánfilo de Narváez y con la que el año siguiente pasó a la Florida. Desembarcaron esa vez unos trescientos hombres, que luego perdieron contacto con sus naves y que, obligados a avanzar por zonas pantanosas, acometidos continuamente por grupos indígenas, castigados además por las enfermedades, el hambre y el frío, terminaron casi todos por sucumbir. Se llegó a dar el caso, digno de ser mencionado como un ejemplo de lo que fue esa trágica experiencia, de que cinco españoles extraviados se vieran en tal forma estrechados por el hambre, que, según lo asentó en una relación suya Álvar Núñez Cabeza de Vaca, “se comieron unos a otros hasta quedar uno, que no hubo quien lo comiese”.15 De ese grupo expedicionario sólo sobrevivieron a la postre los cuatro hombres de que ya hicimos mención y que en 1536 fueron a dar a San Miguel de Culiacán.


    De todas las expediciones que se hicieron a la Florida en la primera mitad del siglo XVI, la de Hernando de Soto fue la que logró hacer un más extenso reconocimiento de la región, aunque tampoco pobló. Los más de seiscientos hombres que la formaron penetraron en 1539 por la bahía de Tampa, la mejor proporcionada del litoral. Avanzaron de la Florida hacia el oeste, no nada más por la zona costera sino también por tierra adentro. Lejos de procurar establecerse de fijo en algún lugar, fueron siempre adelante en manifiesta demanda de metales preciosos. Se alternaron durante la marcha los contactos, pacíficos y violentos, con la población nativa y fue inevitable así que, al paso del tiempo, el grupo expedicionario quedara bastante disminuido en número, sin que, por lo demás, los constantes riesgos y fatigas se vieran compensados con el hallazgo de los metales que afanosamente se buscaban. Prolongada tal situación, la gente empezó a manifestar deseos de abandonar la tierra y más decididamente lo hizo luego que, habiendo llegado ya al río Misisipi, acaeció la muerte del jefe de la empresa. Reembarcados los hombres que quedaban, en 1543 aportaron finalmente en el Pánuco.16 Aunque había un interés oficial por orientar la expansión colonial hacia las partes septentrionales del continente, el fracaso de la expedición de Hernando de Soto hizo que por algún tiempo quedara suspendido el programa de la ocupación de la Florida.


    Por el Mar del Sur, el Pacífico, se empezó a abrir, también desde la primera mitad del siglo XVI, el otro frente de contacto con Norteamérica. El promotor de las primeras expediciones marítimas que tocaron las costas noroccidentales del continente fue Hernán Cortés, quien ya en el año de 1522 hacía construir en Tehuantepec las embarcaciones que le servirían para iniciar la exploración del Mar del Sur. Interesaba al conquistador de México averiguar si por el norte del continente existía un paso que uniera las aguas de los dos océanos, y buscar, además, las tierras insulares que se hallasen mar adentro, entre ellas una isla supuestamente llamada Cihuatlán, que se tenía por residencia exclusiva de mujeres.17 Tuvo Cortés la convicción de que estaba llamado a realizar una significativa conquista extracontinental y así se lo comunicó en 1524 al emperador Carlos V, al que le anunció que, una vez que se lograra la expansión oceánica, quedaría convertido ni más ni menos que “en monarca del mundo”.18


    En barcos de Cortés fueron descubiertas algunas islas menores —las Marías, frente a las costas de Colima, y las de Santo Tomás (hoy islas de Revillagigedo)—, pero también llegaron a alcanzarse las costas de la península de California. Se creyó en un principio, respecto de ésta, que se trataba de una inmensa isla, rica al parecer, puesto que en ella se habían hallado placeres perleros. Enterado del hallazgo, Cortés decidió pasar él mismo a la tierra descubierta, a fin de poblarla y emprender su conquista. Preparó una flota, reunió un buen número de presuntos pobladores, se abasteció de cuanto estimó necesario y el año de 1535 pasó a la recién descubierta “isla de las Perlas”. Ya en su destino se estableció con su gente en la bahía de la Santa Cruz (hoy de La Paz).


    La colonia formada por Cortés en tierras californianas tuvo una efímera existencia. Subsistió como una especie de enclave que en todo momento tuvo que ser sostenido con víveres llevados desde el exterior. Dado que los nativos eran cazadores-recolectores, de ellos no pudieron obtener los colonos recursos de mantenimiento, como tampoco se llegaron a obtener éstos de la tierra, que, por su aridez, era poco propicia para los cultivos agrícolas.


    Se dispuso en un principio de los víveres que se llevaban en las naves, pero fue necesario que, para asegurar el reabastecimiento, se hicieran viajes a la contracosta continental. La empresa fue resultando así cada vez más costosa, sin que las perlas rescatadas bastaran para recuperar la inversión ni hubiera perspectiva alguna de explotar otros recursos naturales susceptibles de ser introducidos en los mercados externos. Aun cuando no llegó a suspenderse el apoyo financiero, el poblamiento mismo tendió a debilitarse irremediablemente por la falta de incentivos económicos y el hecho de que los colonos quedaban a menudo desabastecidos a tal punto que algunos llegaron a morir de inanición. Así las cosas, a menos de un año de haberse fundado la colonia llegó a su término.19


    Ya no con fines de poblamiento, sino para que se reconocieran los litorales californianos, otras dos expediciones fueron despachadas en los años siguientes. Una de ellas, puesta a las órdenes de Francisco de Ulloa, pudo observar en 1539 que California se conectaba con el macizo continental; la otra, dirigida por Juan Rodríguez Cabrillo, navegó por el litoral del Pacífico hasta alcanzar, en 1543, el cabo Mendocino, localizado al norte del actual puerto de San Francisco, California.20


    El surgimiento del norte minero


    La presencia de españoles en las zonas fronterizas de Mesoamérica alteró las condiciones de equilibrio que venían determinando la localización geográfica de la frontera entre pueblos cultivadores y cazadores-recolectores y le daban a ésta su estabilidad relativa. Esa presencia no pudo sino dar origen a fenómenos de expansión. Con el dominio español y las transformaciones socioeconómicas que empezaron a producirse en esas zonas terminales del mundo mesoamericano hubieron de desarrollarse fuerzas que movieron a la gente que iba asentándose en la zona de frontera a internarse en el mundo de los cazadores-recolectores y a ocupar nuevos territorios, sobre todo los que eran susceptibles de ser aprovechados para la agricultura y la ganadería. La presión se ejerció no sólo sobre los espacios que eran “tierra de nadie”, sino también sobre los territorios que constituían el hábitat de las bandas vecinas.


    Es obvio que este proceso de penetración, localizado en un principio en la parte fronteriza de Michoacán, el sur de Guanajuato y la región otomí, habría de violentar a los cazadores-recolectores. La paulatina expansión territorial hubo de provocar una permanente confrontación bélica, aun cuando no respondiera esencialmente a propósitos de conquista.


    Señalados caudillos de esta inicial movilización expansiva hacia el mundo de los cazadores-recolectores fueron, por la cuarta y quinta décadas del siglo, varios encomenderos establecidos en Michoacán y Jilotepec, como Hernán Pérez de Bocanegra, Juan Infante, Juan de Villaseñor y Juan Jaramillo, quienes, con el auxilio de sus propios encomendados, se fueron introduciendo en tierras chichimecas para luego defender militarmente las zonas de ocupación.21 Es importante observar que la expansión territorial no implicó allí una correlativa expansión del régimen de encomiendas. Más allá de la antigua línea fronteriza, los españoles se posesionaban de tierras, no se erigían en señores de indios, puesto que a ello se oponían las circunstancias históricas en que actuaban, particularmente la constituida por la realidad cultural del mundo interferido. Como debió ocurrir en toda América, en estos nuevos espacios coloniales el factor autóctono no sólo condicionó las modalidades de la penetración, sino que también influyó directa o indirectamente en los procesos formativos de los complejos sociales emergentes. Para mencionar un hecho ilustrativo diremos que, al margen de los españoles, también tuvieron entonces ocasión de expandirse por los rumbos fronterizos algunos indios mesoamericanos, como, por ejemplo, los que poblaron inicialmente Acámbaro y Querétaro.22


    Mientras se daba este lento y escalonado avance que venimos describiendo, no dejaban de hacerse entradas más profundas, en general de poca duración, hacia el interior de los territorios de los chichimecas. Algunas las hicieron religiosos que iban en busca de posibles catecúmenos; otras tenían por objeto buscar metales. Y ocurrió en 1546 que un grupo llevado por el vasco Juan de Tolosa encontró plata en el cerro que desde entonces se llamó La Bufa, localizado en tierras de los indios zacatecas. Varios hombres ricos de Nueva Galicia, entre ellos Cristóbal de Oñate y Diego de Ibarra, también vascos, se unieron a Tolosa para iniciar la explotación de los yacimientos encontrados. Fundado el real de minas que recibió el nombre de Zacatecas, el sitio se convirtió casi inmediatamente en un polo de atracción de nuevos pobladores. Se multiplicaron las prospecciones y los hallazgos de minerales y para 1550 ya operaban en el lugar treinta y cuatro empresas mineras, empezaba a realizarse un activo comercio y se nombraban los primeros oficiales reales que habrían de ver por los intereses de la Corona española.23 Sustentado básicamente en la explotación minera, el poblado creció con consistencia, de tal modo que, algunas décadas más tarde, Zacatecas quedaría convertida, por sus proporciones e importancia, en la segunda ciudad de la Nueva España.24


    Si originariamente los avances se dieron por la periferia de esa vasta extensión del norte de México habitada por cazadores-recolectores —a la que se empezó a aludir como la “Gran Chichimeca”—, con la fundación de Zacatecas el proceso de la expansión colonial adquirió nuevas características. La ocupación del suelo dejó de tener continuidad espacial y, además, ya no estuvo circunscrita a las regiones potencialmente agrícolas o ganaderas. Un elemento le proporcionó una base para su desarrollo: la plata, que, así como ocurrió en Zacatecas, fue en otras partes del norte novohispano “piedra imán del español”, como diría un cronista.25 Zacatecas se convirtió en foco de irradiación de nuevos movimientos expansivos y no pasó mucho tiempo sin que surgieran otros reales de minas, tanto en los territorios relativamente próximos a aquella precursora fundación minera como en sitios crecientemente alejados de ella. Fresnillo, Sombrerete, Chalchihuites, San Martín, Avino, Nieves, Ranchos, Mazapil, Indee, San Bartolomé y Santa Bárbara fueron algunos de los reales norteños formados antes de 1570. El distrito zacatecano quedó integrado a la Nueva Galicia. Al norte de él hubo de constituirse en 1562 una nueva y extensa entidad político-administrativa, el reino de la Nueva Vizcaya, con capital en Durango. Su fundador y primer gobernador fue el vasco Francisco de Ibarra, sobrino de uno de los enriquecidos mineros de Zacatecas.26


    La explotación de la plata fue la actividad que vertebró la economía norteña. Era ella la que motivaba los movimientos de expansión y a ella tendían a dedicarse casi todos los pobladores de origen español, poco atraídos en un principio por las actividades agrícolas y ganaderas. Sin embargo de esto, el propio desarrollo de la minería requirió y propició el de esas otras áreas básicas de la producción. Era necesario abastecer los poblados con bienes de consumo inmediato que, por no haberlos previamente en toda la región, debieron llevarse de fuera, principalmente de El Bajío. Se encarecían así los precios de los alimentos, al punto de que en las minas de San Martín, por ejemplo, la fanega de maíz llegó a costar 48 reales,27 o sea, ocho pesos, cuando en el centro o el occidente de México se cotizaba la misma a dos pesos o menos. Tal fenómeno de encarecimiento hizo que la desdeñada agricultura se volviera redituable y empezara a practicarse en ciertas localidades, entre las que pueden mencionarse Jerez de la Frontera, Durango y el Valle de San Bartolomé. La ganadería tuvo una expansión más rápida que la agricultura, pues grandes eran las extensiones territoriales en que pudo desarrollarse. A principios de la década de los años setenta se obtenían en la Gran Chichimeca, por concepto de diezmos, alrededor de 14 000 becerros por año,28 lo que quiere decir que ya había por lo menos unas 150 000 reses.


    Originadora de prosperidades personales, la minería del norte novohispano fue también significativa para el sistema económico del Imperio y, desde luego, para el fisco. Por ello, la monarquía y, en general, la alta burocracia del virreinato la protegieron y procuraron impulsarla.


    Corrientes novohispanas de colonización


    La colonización del norte central de México, que tuvo su momento de arranque a mediados del siglo XVI, fue un proceso continuo que, por lo menos durante siglo y medio, se nutrió de migrantes que procedían principalmente de las provincias del centro y el occidente de la Nueva España, aunque también se desplazó hacia allá gente de más al sur. Desde su inicio fue una colonización multiétnica. Los españoles obraron como promotores y dirigentes de ella, pero constituyeron un sector minoritario de la población colonizadora. Participaron en la minería, el comercio y, en menor grado, en las actividades agrícolas y ganaderas. Algunos pasaron a las nuevas poblaciones norteñas como funcionarios y no faltó la presencia de un número creciente de religiosos.


    Si buena parte de los inmigrantes españoles iba con la expectativa de hacer fortuna con la minería, no todos tuvieron la misma posibilidad de enriquecimiento. Entraron mineros ya avezados y otros que eran bisoños en el oficio, y así como algunos contaban ya desde antes con recursos de financiamiento —cual fue el caso de los hombres que patrocinaron la fundación de Zacatecas—, los más carecieron de caudal propio y debieron buscar el amparo de las personas con mayor solvencia económica.


    Varios mineros ricos de Zacatecas y de la Nueva Vizcaya emparentaron con familias también pudientes y, en algunos casos, linajudas. Diego de Ibarra, por ejemplo, casó con una hija del virrey Luis de Velasco; a su vez, el descubridor de las minas de Zacatecas, Juan de Tolosa, hizo lo propio con una hija de Hernán Cortés y nieta de Moctezuma.29 En contraste con esta especie de aristocracia de origen empresarial hubo también entre los pobladores del norte españoles asalariados —administradores de minas, mayordomos, empleados de comercio— y una porción de mineros pobres. Cabe hacer notar que el componente español de la sociedad colonial norteña pronto dejaría de ser predominantemente peninsular. Poco más de medio siglo después de la fundación de Zacatecas había en esta ciudad unos 1 500 españoles, “casi todos criollos”.30


    El grueso de los nuevos pobladores del norte estuvo formado por indios de origen mesoamericano. En ocasiones acudieron éstos como milicianos auxiliares, lo que les significó luego algunos privilegios. Caciques indígenas de pueblos de Mesoamérica que, por combatir a los chichimecas y defender los puestos de frontera, obtuvieron algunas prerrogativas propias de los españoles fueron, entre otros, Juan Bautista Valerio de la Cruz, Juan de Austria, Diego Atexcóhuatl, Antonio de Luna, Diego de Tapia y Hernando de Tapia.31 Sabemos también que, desde los primeros años, hubo mercaderes indígenas que traficaban sobre todo con productos agrícolas y artesanales obtenidos en sus pueblos de origen, comercio paralelo al de los españoles y en cierto sentido autónomo. Pero el flujo mayor y más significativo fue el de los indios mesoamericanos que se incorporaron a la sociedad colonial norteña en calidad de trabajadores libres asalariados.


    Comprobable es el hecho de que la mayor parte de la fuerza de trabajo empleada en las minas del norte la aportaron estos indios “laboríos” o “naboríos”, como eran llamados.32 Los había ya en Zacatecas en 155033 y los hubo luego en todos los reales mineros que por entonces se fueron fundando, según se consigna en un documento de 1572, en el que también se dice que aquellos “naturales venedizos” o “forasteros” llegaban a trabajar a los poblados o se iban de ellos buscando siempre “sus intereses”,34 de donde se colige que empezaba a desarrollarse en la región un activo mercado de trabajo.


    El paso hacia el norte minero implicó, pues, para los indios mesoamericanos un importante cambio en su condición laboral. Había demanda de trabajadores en las minas, pero tal circunstancia no basta para explicar el fenómeno socioeconómico que señalamos. En la parte mesoamericana de la Nueva España prevalecían a la sazón los sistemas compulsivos de trabajo —como la encomienda y el repartimiento o coatéquitl, llamado también mita— y la manera como los empresarios mineros del norte podían reclutar trabajadores sin que a ello pudieran oponerse los encomenderos o los beneficiarios del repartimiento era haciendo que los indios fueran a las minas por su voluntad y bajo el incentivo de un salario relativamente alto.35


    Al norte fueron llevados negros esclavos y, por su cuenta, pasaron también mestizos, unos y otros en proporción menor respecto de la de los indios. Sería difícil hacer una fundada valoración cuantitativa del conjunto de inmigrantes, sobre todo en lo tocante a estos primeros tiempos de la colonización, pero podemos decir que, con la excepción de Zacatecas, los poblados fueron en general pequeños, aunque dispersos en una gran extensión geográfica. Una red caminera de múltiples vías unía entre sí los distintos centros de población y éstos con las áreas nucleares de la Nueva España.36 Se trató, en suma, de poblaciones aisladas, precarias a veces, muy distantes unas de otras e incrustadas todas en el mundo de los cazadores-recolectores. De hecho, con la expansión colonial hacia el norte central la frontera que había separado a los pueblos cultivadores de los que no lo eran se volvió difusa e inestable. En otras palabras, toda la extensión de la Gran Chichimeca adquirió el carácter de zona de frontera.


    Confrontación de sociedades y culturas


    En el seno mismo de la sociedad que se fue implantando en el norte fronterizo de la Nueva España se produjeron confrontaciones culturales que incidieron en los procesos de estructuración de aquella sociedad. No vamos a considerarlas aquí, entre otras razones porque fueron fenómenos de larga duración cuyo seguimiento nos llevaría a rebasar los límites cronológicos de este artículo. Basten por ahora los señalamientos hechos relativos a la originaria diversidad étnica de dicha sociedad y a las formas en que los distintos grupos inmigrantes empezaron a relacionarse entre sí. Es pertinente, en cambio, que hagamos referencia a una confrontación más ostensible y radical que tuvo también por escenario aquel primer espacio de Norteamérica incorporado al mundo colonial: la que se dio entre el conjunto de los inmigrantes y los antiguos pobladores de la región.


    El establecimiento de colonos al norte de los límites de Mesoamérica fue un hecho que por sí mismo implicó una alteración del espacio al que estaban vinculadas las bandas de cazadores-recolectores, cuyos recorridos, determinados por los ciclos anuales de la naturaleza, se efectuaban en territorios tanto más amplios cuanto menor era la disponibilidad de recursos naturales. Siendo el norte central de México en buena parte desértico o semidesértico, relativamente alto era el grado de dispersión de esta población aborigen. Podemos suponer que la distribución territorial era más o menos estable, aun cuando otra haya sido la impresión que tuvieron los observadores españoles de la época. Para estas bandas, la exclusividad en el aprovechamiento de los recursos naturales de un determinado territorio era de importancia vital precisamente porque permitía mantener el equilibrio entre los recursos de la cultura y los del medio natural. Es, por lo tanto, explicable que los cazadores-recolectores reaccionaran con violencia ante una intrusión extraña y que un creciente número de ellos se pusiera en pie de guerra cuando los colonizadores se esparcieron por la región, la poblaron en algunos sitios, la transitaron con recuas y trenes de carretas y fueron introduciendo en ella miles de cabezas de ganado.


    Los chichimecas podían admitir el contacto inicial en términos de paz mientras no se los amenazara o agrediera, y tal parece, como se afirma en un testimonio de aquel tiempo, que algunos grupos “a los principios se mostraron conversables a los españoles y se llegaron a ellos”;37 pero la situación era potencialmente conflictiva y no tardaron en empezar a producirse reacciones violentas. En unos cuantos años, los asaltos de las bandas nómadas fueron un hecho cotidiano lo mismo en Querétaro y San Miguel el Grande que en los últimos establecimientos del norte. La respuesta necesaria fue la defensa militar de la colonización.


    Una guerra episódica pero continua era la que se libraba ya en una extensa porción de la Gran Chichimeca hacia la década de los años cincuenta. Si, como hemos dicho, había en el fondo del conflicto una competencia por el espacio, en la medida en que la guerra se desarrolló fue cobrando una dinámica propia. Las bandas tendieron a hacerse depredadoras, mientras que los colonos pasaron de las tácticas puramente defensivas a las de ofensa y punición. Durante algún tiempo, las milicias de los colonizadores no procuraron otra cosa que exterminar a sus enemigos; pero luego las campañas se orientaron más bien a cautivar indios para hacerlos trabajar en las minas. La introducción de esta práctica esclavista, que resultaba también fatal para los cazadores-recolectores, no hizo sino atizar la guerra.38


    Tuvo, pues, la confrontación esta vertiente de enfrentamiento directo, bélico, de irreductible oposición y de efectos aniquilantes. Pero también se dieron otras experiencias de contacto con las que, si no quedaba conjurado por entero el riesgo de la violencia, tendía al menos a prolongarse la tregua inicial.


    En estas experiencias participaron los religiosos franciscanos que actuaron en la región y que buscaron por sí mismos, apartándose de las áreas colonizadas, entrar en relación con los aborígenes para tratar de evangelizarlos. Procuraban introducirse en territorios desconocidos donde pudieran hallar indios que no estuvieran ya implicados en la guerra, como en varias ocasiones lo hizo fray Gerónimo de Mendoza, quien se hacía acompañar nada más por un hombre armado y un auxiliar indio.39 La táctica consistía en acercarse a los nativos, ofrecerles baratijas y maíz, quedarse entre ellos —siempre en parajes que estuvieran bien proporcionados para los cultivos agrícolas—, iniciar pequeñas siembras y, poco a poco, enseñar a los indios a hacerlas.40 De este modo podían conseguir el paulatino asentamiento de los nómadas y emprender su primaria evangelización. El ya mencionado fray Gerónimo de Mendoza, fray Jacinto de San Francisco, fray Diego de la Cadena y fray Pedro de Espinareda fueron algunos de estos religiosos que, con los procedimientos arriba descritos, se aplicaron a fundar esos establecimientos inicialmente marginales que se llamarían misiones. De todas formas, por su extinción o por esta segregación inducida por los religiosos, los chichimecas no serían en general elementos constitutivos de la sociedad implantada en el norte novohispano, si bien su sola existencia fue importantísimo factor condicionante del proceso formativo de dicha sociedad.


    El establecimiento de la gobernación de la Florida


    El avance de la colonización por el interior del macizo continental despertó en los círculos oficiales expectativas de que, rotos los diques de la antigua frontera mesoamericana, el proceso de ocupación de nuevos territorios continuara en la medida en que se lo fuera impulsando. Tanto fue así que Luis de Velasco, segundo virrey de la Nueva España, tomó, con la anuencia real, la iniciativa de mandar a Tristán de Luna y Arellano con una flota para que buscara por el Atlántico el Estrecho de los Bacalaos —que supuestamente comunicaba los dos océanos— y poblara luego la Florida, hasta donde se esperaba que algún día se extendiera el virreinato novohispano. El comisionado hizo el viaje en 1560, tocó las costas de Florida, pero no pobló. Sin embargo, con ese fallido viaje se había reactivado la suspendida empresa de penetración en esa parte del continente, tanto que muy pronto se tuvo un candidato para dirigir una nueva expedición colonizadora a las tierras descubiertas más de medio siglo antes por Juan Ponce de León. El candidato fue Pedro Menéndez de Avilés.


    De la importancia que tenía el asunto para la Corona española hablan la elección misma del jefe de la expedición —un asturiano con un importante historial militar y fama de hombre enérgico— y las estrictas recomendaciones que a él se le hicieron en la capitulación respectiva, entre las que cabe destacar la obligación de introducir en la Florida seiscientos hombres que fueran en su mayor parte “labradores y menestrales”.41


    Menéndez de Avilés fue nombrado gobernador y adelantado de la Florida y se le previno que estableciera su gobernación entre el río Pánuco y la Punta de los Bacalaos a lo largo de doscientas leguas de costa, lo cual indica que todavía no se tenían muy claras las extensiones de los territorios de esa parte del continente y la ubicación de los mencionados puntos de referencia. Al interés ya existente por colonizar la Florida se agregó un factor político de apremio cuando se recibió la noticia de que los franceses habían fundado dos establecimientos en las costas orientales de la Florida, de donde Menéndez de Avilés debería expulsarlos sin miramientos. Compuesto su contingente por más de mil hombres, la expedición salió de España en 1565.


    Los franceses se habían instalado efectivamente en dos sitios, Charlefort y Port Royal, por iniciativa y con el apoyo del almirante de Francia, Gaspar de Coligny, quien mandó primero a un grupo de hugonotes encabezado por Jean Ribault, y luego, con otros colonos, a Renato de Laudonnière. A tales grupos los combatió el jefe español conforme a las instrucciones que tenía y, una vez que los derrotó, ordenó que los ya vencidos defensores de los fuertes fueran degollados. Con esto quedó dueño de la situación y, para permanecer allí y defender el poblamiento de cualquier amenaza interna o externa, se fortificó en varios sitios: San Agustín, San Mateo y San Felipe.42


    En cuanto a la expansión local, poco fue lo que se logró hacer en un principio. Hubo dificultades para retener a los colonos que, aun cuando se hubieran registrado como labradores, pretendieron irse al ver que no se obtenían allí las proverbiales riquezas indianas. Con los indios se tuvieron encuentros amistosos, pero también violentos. Algunos religiosos jesuitas que participaron en la entrada quisieron de buenas a primeras evangelizar a aquellos naturales que, por cierto, no tenían asentamientos estables. No sólo se quedó la tarea evangelizadora en la pura intención, sino que esa experiencia resultó fatal para los jesuitas, pues buen número de ellos murió allí a manos de los indios. El siguiente grupo de religiosos que pasó a la Florida fue de franciscanos.43


    Replegada en la franja costera, la colonia fue apoyada desde Cuba con víveres y pertrechos. No se unió con el virreinato novohispano, del que quedó muy separada, pero fue ya un firme establecimiento de España en aquella región.


    Estado de la frontera y tendencias expansivas hacia 1570-1590


    Hemos podido ver cómo los impulsos expansionistas que movían a los españoles llevaron a éstos, después de una serie de tentativas fallidas, a abrir nuevos campos de colonización en el subcontinente de Norteamérica. Avanzó la colonización por dos ámbitos geográficamente separados entre sí: el norte central de México y la Florida. Aparte de otras muchas diferencias que pudieran señalarse, entre ellas la que se refiere a la magnitud del avance, conviene considerar que fueron distintas las condiciones en que se inició cada uno de estos movimientos expansivos. En un caso, el factor desencadenante fue el descubrimiento de yacimientos de plata, mientras que en el otro obró como factor decisivo el interés de la Corona española por ocupar una zona a la que se le concedió un particular valor estratégico. Sin un impulso colectivo de las proporciones y la naturaleza del que se dio en el norte de la Nueva España, la ocupación de la Florida tuvo un carácter puramente local y, de hecho, muy limitada fue su ulterior expansión territorial. En cambio, la otra área de colonización, la del norte central de México, mantuvo su dinámica de expansión y esto hizo que las fronteras septentrionales de la Nueva España continuaran desplazándose en varias direcciones.


    Hacia el año de 1578 o poco antes se inició la ocupación de la región de Saltillo, cuyo desarrollo fue esencialmente agrícola. Se empezó así a avanzar hacia el oriente de la Nueva Vizcaya. Poco después, al iniciarse la siguiente década, fue fundada una nueva gobernación norteña, el Nuevo Reino de León, establecida en territorios donde no había minerales de consideración, pero sí grandes posibilidades para la práctica de la ganadería extensiva. Más al oriente, en la región del Pánuco, la frontera se mantuvo estacionaria.


    También hacia el norte se orientaron los movimientos expansivos, incluso hacia el norte lejano. La experiencia tenida desde que fueron descubiertas las minas de Zacatecas hacía esperar que por el altiplano central siguieran apareciendo las vetas de plata aún más allá de Santa Bárbara. Pero no menos que esta posibilidad, a la postre confirmada, la idea de que más al norte se hallarían pueblos parecidos a los del México central estimuló poderosamente el ánimo expansionista, sobre todo de aquellos que ya se hallaban en las zonas de frontera. Las fantasías geográficas alentaron a no pocos buscadores de riquezas y cabe decir que, no obstante los resultados que tuvo la expedición de Vázquez de Coronado, persistió el interés de pasar a las provincias de Cíbola y Quivira, lugares con los que la imaginación popular asoció varios mitos de origen europeo y mesoamericano, como el de las siete episcopales ciudades de la Antilia o el de las siete cuevas de Chicomóztoc.


    En el norte lejano se ubicaron también el Gran Tehuayo, el estrecho y el reino de Anián, la laguna de Copala, el reino del rey Coronado y otros muchos sitios imaginarios que sólo el tiempo y el avance efectivo de la colonización harían desaparecer. Justamente cuando estaba por terminar el siglo y bajo el estímulo de este tipo de ficciones, los españoles volverían a llegar a las tierras de los indios pueblos, donde en 1599 quedó fundado el reino de Nuevo México.


    Por el corredor costero del Pacífico se había detenido la expansión en la zona terminal de Mesoamérica. La última provincia establecida en esa parte, fundada por Francisco de Ibarra y, por ello, agregada a la Nueva Vizcaya, era la de Sinaloa, que se extendía a la sazón del río Mocorito al Zuaque (llamado luego río Fuerte), provincia que todavía en 1590 registraba un muy escaso poblamiento español. En su vecindad septentrional había algunos grupos indígenas que eran cazadores-recolectores, pero también otros iniciados en las prácticas agrícolas: los cahitas.


    No los colonos de Sinaloa sino los misioneros jesuitas harían avanzar allí la colonización en la última década del siglo. La expansión hacia California tardaría más de una centuria en hacerse efectiva.


    


    


    

  


  
    II. SOBRE LA APARICIÓN Y DESARROLLO DEL TRABAJO LIBRE ASALARIADO EN EL NORTE DE NUEVA ESPAÑA SIGLOS XVI Y XVII 44


    La ocupación española del altiplano del norte se inició por los años de 1546-1548, a raíz del descubrimiento de yacimientos de plata en Zacatecas. Luego que se supo de la riqueza de aquellas minas, dice el franciscano José Arlegui, “concurrió mucha gente española, atraída con la secreta virtud de la plata, tan eficaz para mover las voluntades cuanto lo es el imán para atraer el acero”.45 Había sido necesario un incentivo poderoso, capaz de sustituir al de la encomienda, para que una corriente de colonos españoles se orientara hacia aquellos territorios en buena medida desérticos y que se sabían habitados por bandas nómadas, difíciles de sujetar y cuya economía de subsistencia nada ofrecía que resultara apreciable para los conquistadores. La plata, pues, fue el elemento que movió las voluntades e impulsó la colonización de las tierras situadas más allá de los términos de Mesoamérica.


    La potencialidad minera del norte novohispano quedó pronto manifiesta con los sucesivos hallazgos de nuevos minerales. Mas también se advirtió desde un principio que el rendimiento de las minas dependía no sólo de la riqueza de los veneros sino también de otros factores, en primerísimo término el de la fuerza de trabajo disponible. Bien poco significaba descubrir un mineral, por rico que fuera, si no se contaba, entre otros auxilios, con el de un proporcionado número de operarios. Cosa nada fácil, por otra parte, en una región como la del altiplano norteño, de tan baja densidad demográfica y, sobre todo, cuya población autóctona habría de ofrecer una casi invencible resistencia a toda tentativa de sometimiento a un régimen de explotación directa.


    Muchas minas vieron así limitada su producción por carecer de gente destinada al laboreo. En un documento fechado en 1575 se dice, por ejemplo, que en las minas de Santa Bárbara, no obstante la abundancia de metales, se sacaba menos plata de la que se pudiera debido a la escasez de trabajadores indios.46 Otro testimonio que cabe citar a título ilustrativo es el del obispo Alonso de la Mota y Escobar, quien, en su Descripción geográfica, redactada por los años 1602-1605, refiere que en el real de Guanaceví había “diez haciendas molientes y corrientes”, cada una con varios molinos accionados por bestias; que los metales que se obtenían en aquel real “de beneficio de azogue y de subida ley” y que, a pesar de todo ello, era muy poca la plata que allí se obtenía “por sólo falta de gente de servicio”.47 Mientras no se agotaran las reservas metálicas, se emborrascaran las vetas o arreciaran las acometidas de los indios bravos, todo incremento o decremento de la mano de obra disponible repercutía en los índices de producción de las minas. Los empresarios mineros se empeñaban por eso en conseguir trabajadores en donde los hubiera, si bien no eran pocas ni pequeñas las dificultades con que solían topar para nutrir sus cuadrillas de operarios. La elevada demanda de gente para el trabajo minero fue por largo tiempo una de las constantes de la economía regional norteña.


    I


    Desde que se dio principio a la explotación minera en el norte se procuró obtener del propio medio regional por lo menos una parte de la fuerza de trabajo necesaria para abastecer a los dueños de minas. Esto se logró en la medida en que fue posible obligar o inducir a los nómadas originarios de aquellas tierras a radicarse en lugares fijos y a servir a los españoles. Durante los momentos de mayor intensidad del conflicto hispano-chichimeca —aproximadamente de 1560 a 1590—, el recurso más común fue cautivar a los indios que real o supuestamente estaban en pie de guerra, para obligar luego a los prisioneros varones a trabajar en las minas por un tiempo determinado. No hay modo de calcular el número de los cautivos chichimecas que fueron sometidos a trabajos forzosos, pero es evidente que esa forma de esclavitud simulada, a la que se dio el nombre de cautiverio o depósito temporal para eludir artificiosamente la contravención que suponía a las leyes antiesclavistas, resultó a la postre una solución precaria al problema de la mano de obra, pues, como se expresa en el texto que se atribuye a Gonzalo de las Casas, los indios conseguían huir en su mayor parte y se tornaban entonces “peores y más ladinos”.48 Además, esta práctica esclavista tendió a desaparecer a partir de la última década del siglo XVI como consecuencia de la nueva política de pacificación iniciada en tiempos del virrey marqués de Villamanrique.49


    Otros sistemas coactivos usados para la obtención de servicios personales, como la encomienda y el repartimiento o coatéquitl, tuvieron una significación casi nula en toda la vasta zona habitada originalmente por grupos nómadas. La Gran Chichimeca fue considerada por mucho tiempo como zona de frontera y cabe recordar, en conexión con lo que tratamos, que fue una política continuada de la corona la de liberar a los pueblos de indios situados en áreas “fronterizas” o “tierra de guerra” no sólo de obligaciones tributarias, sino también de otras cargas como las relativas a la prestación forzosa de servicios personales.50 Esos pueblos tenían una función defensiva y el no violentarlos era un modo de estimular su lealtad al régimen español.


    Más allá de lo que fue el mundo mesoamericano, las encomiendas constituyeron verdaderos casos de excepción. En Zacatecas no las hubo51 y en Nueva Vizcaya, donde se otorgaron algunas desde fechas muy tempranas,52 no parece que la población indígena encomendada haya sido numerosa o, si lo fue, que su vinculación a los encomenderos haya sido efectiva y duradera. De los pueblos pertenecientes a la gobernación de Nueva Vizcaya mencionados por el obispo De la Mota y Escobar, sólo dos, El Tunal y La Sauceda, cercanos a Durango, estaban bajo el régimen de encomienda; ambos sumaban entre sesenta y setenta indios chichimecas cabezas de familia.53 Faltaría averiguar las obligaciones precisas que fue posible imponer a comunidades indígenas como éstas, apenas iniciadas en la vida sedentaria. Robert C. West sugiere la posibilidad de que algunos indios conchos encomendados hayan servido en las minas de Parral;54 no sabemos, por nuestra parte, de ningún caso debidamente verificado en que indios de los llamados chichimecas proporcionaran servicios personales a empresarios mineros en virtud de obligaciones derivadas del régimen de encomienda.55


    El repartimiento —trabajo forzoso asalariado, realizado bajo un sistema rotativo o de tandas— implica, como la encomienda, la existencia de una comunidad sedentaria. En consecuencia, su aparición en el altiplano del norte no pudo darse hasta que los grupos nativos de aquella región comenzaron a abandonar el nomadismo, casi siempre inducidos por misioneros.


    Pero la minería no habría de beneficiarse con la implantación del repartimiento debido a la aversión que provocaban en los indios norteños los trabajos propios de la actividad minera. Dice De la Mota y Escobar, refiriéndose a grupos de indios acaxees, que el temor que tenían estos aborígenes de que se les obligara a trabajar en las minas hacía más lenta y difícil su reducción.56 Se ve también en el texto del citado obispo que, ni aun estando ya asentados, solían prestarse los chichimecas a servir en las minas y que no se les podía compeler a que lo hicieran porque de inmediato recurrían a las armas.57 Si a pesar de esto se hubiese forzado sistemáticamente a estos indios a mandar cuadrillas a las minas, quién sabe hasta qué punto se hubiera podido conservarlos en paz. West afirma que el repartimiento no se utilizó de modo significativo para llevar trabajadores a las minas de la Nueva Vizcaya, no obstante que el sistema se aplicó ampliamente en distritos agrícolas cercanos a Parral.58 En Zacatecas no se emplearon indios de repartimiento en ninguna de las actividades productivas,59 de seguro porque la población nativa nunca estuvo en condiciones de ser sometida a este sistema de trabajo obligatorio.60


    Así como la mano de obra de origen chichimeca que se obtuvo de manera forzada fue escasa e insegura, así también lo fue, y tal vez en mayor grado, la que aquellos indios llegaron a proporcionar voluntariamente. Si diéramos crédito a lo que se expresa por lo menos en un par de documentos antiguos, tendríamos que indios de las zonas comarcanas de Nombre de Dios, Durango, San Martín y Aviño habrían servido por su voluntad y a cambio de un jornal en haciendas y minas de españoles, apenas habidos los primeros contactos.61 Aun cuando tuviéramos por cierta tan espontánea y precoz disposición a trabajar como jornaleros, habría que dudar de la ulterior perseverancia de estos indios en el trabajo. A los cazadores-recolectores les llevaba en general largo tiempo desprenderse por entero de sus tradiciones de pueblos nómadas y mientras ese proceso de cambio cultural no llegaba a un punto en que fuera irreversible, los indios permanecían en condiciones de romper en cualquier momento su relación con los españoles y de retornar a la vida nómada.62


    La fuerza de trabajo que los chichimecas aportaron de modo voluntario bajo régimen de salariado se caracterizó, como se ha dicho, por su inestabilidad. A este respecto es ilustrativo el siguiente párrafo de la relación escrita en 1585 por Juan de Huidobro acerca de las minas de Fresnillo:


    Otros indios... destos Zacatecas quedaron algunas veces y han hecho paz con los españoles desta comarca, y poblado de paz junto a las estancias para servir en ellas por jornal, y algún tiempo asisten al trabajo, y como es gente tan enemiga dél y tan inclinada a saltear y robar, luego alzan sus ranchos y se suben a la sierra y, desde allí, con ayuda de los guachichiles hacen muchos robos y muertes en los caminos.63


    Según lo que se expresa en el pasaje transcrito, el trabajo de estos indios resultaba tan aleatorio a los principios como podía serlo el ánimo de apartarse del nomadismo tan sólo para “servir por un jornal”; en realidad no había razón para esperar que un grupo humano como éstos mostrase constancia en hacer algo extraño a su tradición cultural y que, además, no le era indispensable para sobrevivir.


    Ha de admitirse, por otro lado, que las cosas tenderían a cambiar al cabo de cierto tiempo, por lo menos entre algunos grupos; los acaxees, que según vimos, en los inicios del siglo XVII se resistían a bajar de la sierra por el temor de que se les llevara a trabajar en las minas, cincuenta años más tarde concurrían voluntariamente como trabajadores a los minerales de Parral,64 es decir, a un sitio bien distante de los territorios que habitaban.


    Algo que finalmente vino a ser un factor restrictivo que se sumó a los ya mencionados fue la disminución de la población nativa, tan extrema en algunos casos que llegó al punto de la extinción de grupos tribales enteros. Para 1608 no quedaban indios zacatecas ni tepehuanes en los alrededores de la villa del Nombre de Dios, pues a causa de las enfermedades, la guerra y los castigos que se les habían impuesto por su rebeldía pertinaz, se dice en un informe, “se apocaron y vinieron a acabarse, de manera que ninguno de los indios naturales de la tierra ha quedado en el distrito”.65 Fray Antonio Tello consideraba que el acabamiento de los guachichiles en Zacatecas debió quedar consumado en la segunda década del siglo XVII; como prueba de que en el tiempo en que escribía —1652— ya se habían extinguido en la región zacatecana todos los grupos autóctonos, señalaba este cronista el hecho de que cuantos indios trabajaban en las minas eran entonces “advenedizos de muchas y diferentes naciones”.66


    II


    Los brazos que no proporcionaron los antiguos pobladores del altiplano norteño hubo que llevarlos de fuera. Trabajadores indígenas del centro y el occidente de México principalmente, pero también negros, mulatos e indomestizos, afluyeron de modo continuo a la región desde los años mismos de la fundación de Zacatecas. Los negros, tanto libres como esclavos, así como los indomestizos y los mulatos, sirvieron por igual en las minas y en las empresas agropecuarias; los indios, en cambio, que por cierto superaron ampliamente en número a los negros de toda condición, se concentraron casi exclusivamente en los reales de minas, donde su trabajo fue preferido al de otros grupos étnicos.67


    Entre la gente que llegó a trabajar a la región también se hallaron algunos españoles de escasos recursos, que se emplearon en servir a los hombres acaudalados del comercio y la minería; es el caso, por ejemplo, de los criados de origen español de que habla el obispo De la Mota, que servían a los mercaderes más ricos de Zacatecas o se hacían cargo de “los principales ministerios” —entre ellos los de cuidar la plata y vigilar a los operarios— en las haciendas mineras.68 No faltó en este movimiento migratorio un contingente de españoles, indomestizos y mulatos desocupados y sin manifiestos deseos de ocuparse en algo, de esos que en algunos documentos de la época son designados como “gente baldía y vagabunda”69 y que rara vez, cuando alguna autoridad decidía meterlos en cintura, se incorporaban al trabajo.70


    Los indios constituyeron el sector más numeroso y dinámico de esta masa trabajadora inmigrante. Fueron incorporándose a la sociedad norteña en calidad de trabajadores libres, esto es, de gente que se empleaba a jornal sin que fuese compelida a ello más que por su propia conveniencia económica. En fechas tan tempranas como 1550, estos indios laboríos o naboríos, como se acostumbró llamar a los de su condición, se hallaban ya trabajando en las minas de Zacatecas;71 vale decir que fue a raíz de la fundación misma de la vida colonial en el norte del país cuando se vio aparecer en aquella parte de la Nueva España la institución del trabajo libre asalariado como forma de relación laboral entre una masa trabajadora indígena y un sector de empresarios españoles. Habida cuenta de lo que ya se dijo sobre el trabajo de los chichimecas, de que sólo se introdujo en la región un número limitado de esclavos negros y de la poca intervención que tuvieron mulatos e indomestizos en los trabajos mineros, los indios libres, que por largo tiempo habrían de seguir llegando de otras regiones novohispanas, se convirtieron desde un principio en el elemento imprescindible de la minería norteña o, para decirlo con una expresión empleada en un documento del siglo XVII, en “el nervio principal de la materia de minas”.72


    En aflujo constante y en posibilidad de instalarse casi donde les viniera en gana, dada la demanda general de su fuerza de trabajo, los inmigrantes indígenas se esparcieron por todos los reales de minas, en muchos de los cuales llegaron a constituir la porción mayoritaria de la población. Referencias documentales compiladas por West muestran que en 1572 no había, en lo que se refiere a población indígena, más que “naturales forasteros” o “venedizos” en los reales de Aviño, Indee, Ranchos, Nieves, Santa Bárbara, Chalchihuites, Coneto, Fresnillo y Sombrerete;73 los que en 1608 trabajaban en Zacatecas eran todos indios llegados de fuera74 y seguramente ocurría lo mismo en otras muchas poblaciones mineras. Sabemos que en 1572 había en Zacatecas más de mil quinientos,75 y aunque éste es sólo un dato suelto, la cifra puede dar una idea del volumen de mano de obra de origen exterior que fue absorbiendo el norte minero.


    Durante el siglo XVI y las primeras décadas del XVII, los indios inmigrantes que trabajaban en las minas norteñas eran casi exclusivamente originarios del centro y el occidente de México;76 después llegaron contingentes cada vez más nutridos de indios que procedían de otras regiones, como la Sierra Madre Occidental y las provincias costeras que más tarde quedaron agrupadas en la gobernación de Sonora y Sinaloa. Por lo general, los indígenas que no participaban de la tradición cultural mesoamericana se dirigían a los establecimientos mineros más septentrionales del altiplano, a los que llegaban relativamente pocos indios de Michoacán o de México; éstos eran captados en su mayor parte por los empresarios mineros de Zacatecas o San Luis Potosí, siempre en demanda de trabajadores para sus minas y dispuestos a ofrecer atractivas condiciones de trabajo.


    III


    La condición de trabajadores libres que tuvieron los indios que pasaron a servir a las minas norteñas sólo puede pensarse como una inescapable necesidad. Todo un conjunto de circunstancias anuló, en el caso del norte, la eficacia que en otras partes de la Nueva España tuvieron los sistemas de trabajo forzoso. La esclavitud de indios, tan generalizada en la primera mitad del siglo de la conquista, entró luego en un proceso de liquidación no sólo en virtud de las reiteradas prohibiciones legales sino sobre todo debido a su creciente inoperancia económica. Esta situación general descartó la esclavitud de indios como un posible recurso para llevar al norte trabajadores de otras regiones de la Nueva España. Los servicios personales que se proporcionaban bajo el régimen de encomienda —prohibidos desde 1549 aunque no suprimidos en la práctica sino hasta fechas más tardías— tampoco fueron aprovechados al efecto, entre otras razones porque los intereses de los encomenderos del centro o del occidente del país no tenían nada que ver, de ordinario, con los de los empresarios mineros norteños. El repartimiento fue asimismo un sistema que no pudo usarse para encauzar hacia el norte una corriente de fuerza laboral, en parte porque su aplicación para este fin habría perjudicado los intereses de los colonos españoles radicados en las provincias de donde fueran nativos los indios “tapisques” o de repartimiento, y en parte porque llevar forzadamente a esos indios a sitios muy distantes de sus lugares de origen, además de contravenir expresas disposiciones de la corona, habría resultado económicamente incosteable. Valga pensar en lo absurdo que hubiera sido llevar, por ejemplo, tandas de gente de Michoacán o del México central a las minas de Zacatecas, San Luis Potosí o la Nueva Vizcaya para que, después de un dilatado y costoso viaje, los indios trabajaran allá una o dos semanas y luego desandaran el largo camino para venir a reintegrarse a sus comunidades.


    Hay todavía otra circunstancia que debe ser subrayada en relación con la necesidad a que obedeció la aparición del trabajo libre en el norte y es la de que sólo contando con la voluntad del indio podía minarse la resistencia de los sectores que, en las provincias nucleares de la Nueva España, se beneficiaban con la explotación del trabajo indígena. Los encomenderos, los particulares o instituciones que se servían de indios de repartimiento y, en fin, todos los que de alguna manera participaban en la explotación de las comunidades indígenas existentes en aquellas provincias habrían podido oponerse con eficacia a los designios de los empresarios mineros del norte si éstos hubieran pretendido extraer indios de dichas comunidades para llevarlos forzadamente a los lejanos establecimientos del septentrión;77 pero lo que esos tradicionales beneficiarios del trabajo indígena no podían fácilmente evitar era que los indios abandonaran de grado sus comunidades para emplearse conforme a su voluntad e intereses.


    Lo más común para estorbar las tareas de los enganchadores que, por encargo de los mineros norteños, recorrían los pueblos de Michoacán y México en busca de braceros para las minas era acusarlos de que se llevaban a los indios por la fuerza. Es de oportuna mención cierta protesta presentada en nombre de Francisca Infante Samaniego, encomendera de los pueblos de Sivina, Comanja y Aranza, provincia de Michoacán, en contra de los enganchadores que solían llegar a los referidos pueblos, procedentes de las minas de Xichú y San Luis Potosí. Según la versión de la encomendera, dichos enganchadores acostumbraban sonsacar a los indios “dándoles dineros y obligándolos con esto a servidumbre”; extraían sí gran cantidad de ellos gracias al señuelo de las dádivas y se llevaban además “a otros por fuerza y contra su voluntad.78 Como la señora Infante pidió al virrey remediar aquella situación, el gobernante expidió un decreto (1599) en que expresó lo siguiente:


    Por el presente mando a las justicias de su majestad de cada uno de los dichos pueblos que de aquí adelante no consientan ni den lugar [a] que ningún español ni otra persona de las dichas minas ni de otra parte sonsaquen ni lleven a los indios de ellos a servir ni que reciban dinero ni otras dádivas contra su voluntad ni que los sonsaquen ni lleven a servir fuera de sus pueblos con semejantes medios, procediendo contra los que lo hicieren y castigándolos con el rigor que convenga.79


    Si bien se observa, esta disposición sólo prohibía llevar a los indios a servir fuera de sus pueblos si tal cosa se hacía mediante el endeudamiento intencionado o la fuerza. En rigor no se oponía el decreto a que los indios se fueran con los enganchadores por su voluntad.80


    Las autoridades locales actuaban a menudo en franca colusión con los sectores interesados en que los indios no abandonaran sus comunidades y sus lugares de residencia tradicionales, según se desprende de lo que ante el virrey representaban no sólo personas que tenían minas en lugares lejanos del norte sino aun mineros establecidos en las vecindades del México central. Un minero de Xichú, por ejemplo, señalaba que sus criados y mayordomos iban a Jilotepec, a Ixmiquilpan y a la provincia de Michoacán a buscar indios de los que se alquilaban voluntariamente, para llevarlos a servir a la hacienda de minas de su propiedad, donde eran “bien tratados y pagados”; que tales indios se concertaban con los enganchadores para servir por el tiempo y en la forma que les parecía a los primeros y que, a pesar de todo eso, las justicias de aquellas “provincias y partes por donde los pasan, con gran exceso no sólo impiden a los tales indios el ir a servir, mas prenden a las personas que los llevan”.81


    En cambio, los mineros encontraron en las altas autoridades del virreinato un apoyo franco para sus intereses, lo que se explica por la importancia cardinal que tenía la minería de la plata para el estado y para la economía general del Imperio. Los enganchadores pudieron seguir sacando indios sin interferencia de las “justicias” locales llevando consigo una especie de salvoconducto expedido por el virrey.82 En los documentos de ese tipo bien se cuidaban los gobernantes de condicionar expresamente el permiso al hecho de que los indios hubieran decidido libremente marchar a las minas.83


    Hemos de agregar que no sólo se procuró que el enganche y el traslado se hicieran sin violentar a los naturales; también se manifiesta en los documentos la intención virreinal de que el estatus de trabajadores libres fuera adquirido y conservado por los indios al menos mientras permanecieran fuera de sus comunidades. En un decreto virreinal en que se permite a los mineros de San Luis Potosí llevar cierta gente que necesitaban en sus minas, se advierte enfáticamente que el permiso no habría de entenderse como una concesión de repartimiento, pues los indios habrían “de ir de su voluntad”, sin que, en caso de no querer acudir a las dichas minas, se les pudiera compeler a ello.84


    A tal grado tipificó el trabajo libre a la sociedad norteña desde los inicios mismos de la vida colonial que, ya en el siglo XVI, se tenía a dicho régimen como un rasgo diferencial de la región con respecto al resto de la Nueva España y, entre algunos sectores, como un modelo de relación laboral que debía adoptarse en todos los ámbitos de la colonia. A menudo, la experiencia norteña se adujo como una prueba de la gratuidad de la compulsión que en otras partes se ejercía sobre la masa indígena para obligarla a trabajar para el español. Al efectuarse en 1585 el debate sobre el repartimiento en el seno del III Concilio Provincial Mexicano, fray Domingo de Alzola, obispo de la Nueva Galicia, después de pronunciarse en contra de ese sistema de trabajo forzoso, expresó que, en caso de suprimirse el repartimiento,


    no faltarían indios voluntarios que fuesen a las minas, labranzas, edificios y servicio de las casas de los españoles por el justo jornal, como no faltaban en las minas de Zacatecas, Sombrerete, San Martín, San Andrés, Las Nieves y en otras de su obispado de la Nueva [Galicia], a donde van los indios de su voluntad desta tierra de México, de Tlaxcala, de Michoacán y de otras partes lejanas de más de cien leguas por la ganancia que tienen en aquellas minas.85


    Unos años más tarde, en 1594, en un escrito formulado por religiosos franciscanos en que se impugnaba el uso del repartimiento, se hacía notar que “en los Zacatecas y en otras partes” los indios se empleaban por su voluntad como “mineros..., pastores, gañanes, carreteros y obrajeros”, así como en “otros ministerios”, y que cosa igual podía esperarse del resto de la población indígena del país con sólo que se le dejara en libertad y se le diera buen trato.86


    IV


    Para poder explicar un movimiento migratorio como el que nos ocupa es necesario tener en cuenta sus dos puntos terminales, es decir, el origen y el destino de los indios, el estatus social que dejaban y aquel al que accedían, el sistema particular de relaciones sociales del que la emigración les permitía desprenderse y aquel al que habrían de quedar incorporados. Si, por otra parte, no se supone una asimetría entre esos dos extremos, no imaginamos cómo pudieran explicarse la dinámica y el sentido del fenómeno migratorio, sobre todo cuando, por regla general, no se emplearon métodos de coacción directa para movilizar a los indios. Examinar las principales ventajas económicas y sociales que obtenían los trabajadores indígenas que se trasladaban al norte nos permitirá contrastar su situación originaria con sus nuevas condiciones de vida.


    Una ganancia inmediata para los indios fue el liberarse de toda obligación tributaria por el solo hecho de irse a radicar a los reales de minas. En principio, al ausentarse de sus pueblos de origen dejaban ya de contribuir con su trabajo al pago de las cargas tributarias que pesaban sobre la comunidad. Pero, además, no se les imponía ninguna obligación fiscal —que sólo hubiera podido consistir en alguna suerte de tributo per capita— en los lugares a donde llegaban a trabajar.


    Esta total exención fiscal fue materia de una real cédula expedida por Felipe II en 1582, en la cual se basó un decreto del virrey conde de la Coruña que dice:


    su majestad ha enviado a mandar que todos los indios que quisieren ir a las dichas minas [de Nueva España] a vivir, asistir y servir de naboríos en ellas, sean reservados de tributos y servicios personales, así en las dichas minas como en los pueblos donde vivían y estaban cuando se fueron a ellos [sic por ellas], atento a lo cual... mando que lo hagáis así pregonar públicamente.87


    Las autoridades se esforzaron también por apartar a los indios trabajadores de minas de ciertas ocupaciones menores que, en otras partes, se acostumbraba imponerles a título de obligación servil. Al alcalde mayor de San Luis Potosí, por ejemplo, se le manda en un decreto virreinal no consentir que se ocupen indios de los que sirven en las minas del cerro de San Pedro “en traer zacate, leña, ni en otra granjería... sino que sólo trabajen en la labor y servicio de dichas minas”.88


    De los dueños de minas, cuyos intereses tanto dependían de la mano de obra indígena, obtuvieron los indios una serie de prestaciones, algunas de las cuales empezaban a dárseles desde el momento mismo del enganche, como es el caso de los anticipos salariales. Se les pagaban desde luego todos los gastos de su traslado, a menos que el viaje lo hicieran por iniciativa y cuenta propias, sin intervención de los enganchadores.89 Los empresarios que no estuvieran dispuestos a hacer concesiones a sus trabajadores corrían el riesgo de quedarse sin gente, como lo reconocieron unos diputados de minas de San Luis Potosí que pidieron la intervención del virrey para que ordenara a ciertos guardaminas no asignar “tareas demasiadas a los indios”.90 Las razones dadas por estos mineros son de suyo elocuentes: pedían que no se exigiera demasiado a los indios “porque con mucho trabajo y prisa... se mueren y ausentan, de que resultan graves inconvenientes, así en perjuicio y menoscabo de los dichos indios como de los dichos mineros, porque faltándoles este socorro no es posible tener servidas y aviadas sus haciendas”.91


    Cabe señalar que la necesidad de trabajadores hacía que algunos mineros llegaran a acoger en sus cuadrillas a indios delincuentes, como ocurría en Topia, donde se refugiaban “indios homicidas, ladrones y salteadores”, cuyo castigo disimulaban las autoridades locales para que los mineros no perdieran trabajadores y la producción de plata no disminuyera. El obispo De la Mota y Escobar reconocía que había “alguna especie de razón fuerte de permitir esta quiebra” de la ley y la moral, razón que, para el prelado, radicaba en que la producción de metal contribuía a “la conservación universal de estos reinos y... los de Castilla, pues todos penden de la cantidad de plata que en ellos se saca”.92


    El déficit permanente de trabajadores con respecto a las necesidades o posibilidades de la minería regional mantuvo la demanda de mano de obra en un punto siempre elevado, lo que, a su vez, redundó en beneficio de los indios inmigrantes. Los empresarios debieron competir entre sí para hacerse de gente operaria y, debido a esta competencia, tanto los salarios como las condiciones generales de trabajo tendieron a mejorar. La autoridad pública llegó a intervenir para fijar los salarios máximos y neutralizar así la presión que sobre los sueldos ejercía el desequilibrio entre oferta y demanda.93


    Se dice en algunas fuentes que los indios trabajadores no tenían asiento fijo, que iban y venían “buscando sus intereses”, que salían unos y llegaban otros con la mayor facilidad.94 Esta movilidad puede atribuirse, en algunos casos, a hechos como el agotamiento de un mineral o el descubrimiento de otro más promisorio, pero en general puede tenerse como una manifestación de un activo mercado de trabajo. Al indio no se le impusieron taxativas verdaderamente infranqueables para emplearse con el español que quisiera95 y esto, que puede explicarse como una política tendiente a distribuir equitativamente las oportunidades entre el sector empresarial, obró sin duda, a la postre, a favor de los indios inmigrantes.


    La necesidad general de operarios que experimentaban los dueños de minas constituyó el freno más eficaz a los excesos individuales. Dos prácticas de efectos contrarios fueron muy comunes: el “sonsaque”, consistente en la sustracción de trabajadores que se hacían unos empresarios a otros mediante el ofrecimiento de mejorar las condiciones de trabajo, y la retención del trabajador por endeudamiento con el patrón. El “sonsaque” fue prohibido en forma reiterada,96 lo cual hace pensar que no dejó de practicarse. El endeudamiento, que en un principio tendió a utilizarse sin medida, más tarde fue regulado de modo que sólo se permitió adelantar el salario correspondiente a ocho meses de trabajo.97


    La práctica del endeudamiento intencionado del indio parece haberse generalizado mucho, a juzgar por la necesidad que hubo de regularlo, pero nos inclinamos a pensar que el arraigo de los trabajadores obtenido por este medio no se logró en amplia medida por lo menos hasta fines del siglo XVII.98 Sabemos que la movilidad de los operarios de minas en la Nueva Vizcaya era todavía una condición de la existencia de estos trabajadores en tiempos del gobernador Isidro de Pardiñas, quien escribió en 1689 que “los trabajadores y sirvientes de los minerales” eran, en todos los territorios a su cargo, “gente allegadiza y vaga, que no hace vecindad ni tiene subsistencia”.99


    Los salarios que se pagaban en las minas eran sin duda atractivos para todos los indios por su monto relativamente elevado; pero de cierto lo fueron más para quienes, como muchos de los inmigrantes, no estaban acostumbrados a que se les remunerase el trabajo. El obispo De la Mota nos informa que en las minas de Zacatecas los indios barreteros ganaban “cinco, seis y ocho pesos cada mes, según... su destreza”,100 o sea que los sueldos para ese tipo de trabajadores fluctuaba entre 60 y 96 pesos anuales.


    En algunos casos los salarios eran todavía más altos. Unos mineros de San Luis Potosí se comprometieron ante el virrey a pagar a sus trabajadores indios cuatro reales diarios de sueldo, más ración de “agua y comida de carne, chile y maíz y leña”.101 Cuatro reales diarios venían a ser, al año, más de 150 pesos, por lo que habrá que admitir que, cuando los referidos mineros decían estar ofreciendo la “paga... más aventajada de todo el reino” 102 seguramente estaban en lo cierto.


    Se podrá apreciar mejor lo que estos sueldos significaban si se tiene en cuenta que a los indios “tapisques”, o sea de repartimiento, se les pagaba mucho menos que eso y que no era raro que sus empleadores les escatimaran el escaso jornal a que tenían derecho. Al virrey Luis de Velasco el Mozo se le hizo muy bajo el salario de un real diario que percibían los indios de repartimiento “de panes y minas” y ordenó en 1610 que dicho sueldo se elevara en adelante a “real y medio por cada día de trabajo”.103


    Aquí hemos de recurrir una vez más a nuestro generoso informante, el obispo De la Mota. Escribió este agudo observador respecto de las percepciones del trabajador indígena en la ciudad de Zacatecas: “para este indio lo de menos es el salario”, pues lo que más le rinde son “las piedras de rico metal que él va entresacando de toda la gruesa” del mineral y que es lo que los indios “llaman entre sí pepena”. Agrega De la Mota que ya era un acuerdo establecido entre los trabajadores indios y sus empleadotes que los primeros, cumplida su tarea, reunieran y sacaran “cada día un costalillo de estas piedras escogidas”, mineral que podían reservar para sí sin perjuicio de recibir íntegro su salario. Los empresarios beneficiaban el mineral por el sistema de azogue y los indios el suyo por el sistema de fundición. La pepena, dice De la Mota, era el “principal reclamo” que llevaba a los indios a trabajar en las minas y era lo que los estimulaba para permanecer en ellas.104


    El mencionado prelado da en seguida algunos datos que permiten entender por qué los indios tenían en tal estima la pepena. Afirma De la Mota haberse enterado de que anualmente se obtenían en Zacatecas de sesenta y cinco a setenta mil marcos de plata, de los cuales cincuenta mil correspondían al metal obtenido por españoles mediante el “beneficio de azogue”, mientras que lo restante, de quince a veinte mil marcos, era la cantidad de plata que los indios obtenían por “fundición y cendradillas”.105 Operaciones simples con estas cifras nos hacen concluir que entre el 23 y el 28 % de la plata producida en Zacatecas quedaba en poder de los indios trabajadores y que éstos, considerados su número —aproximadamente 1 500 trabajadores en estas fechas—106 y el valor del marco de plata —8.5 pesos—, aumentaban con la pepena sus ingresos en un promedio de 100 pesos anuales. Sumados el salario y el producto de la pepena, según estas estimaciones, tendrían los indios percepciones más o menos iguales a las de algunos españoles asalariados.


    V


    Conviene llamar la atención sobre el hecho de la ruptura que por lo general se dio entre la comunidad indígena y los individuos que salían de ella para marchar a los remotos establecimientos del norte novohispano. No todos los indios se iban para no volver, como lo dice claramente Tello: “van a trabajar por meses y, si les parece bien la tierra, se quedan, y en particular los solteros, y si no, se vuelven a su natural”.107 Pero muchos indudablemente no volvieron. Sin que podamos determinar qué porción de los inmigrantes quedaba definitivamente radicada en la región norteña, no es aventurado suponer que la tendencia dominante haya sido la de no retornar a sus lugares de origen.108


    La separación del individuo con respecto a su comunidad de origen tuvo a la larga significativas consecuencias. Sin el reforzamiento de la propia tradición cultural que se daba en el seno de las comunidades indígenas, los indios que salían de éstas necesariamente se veían más implicados en procesos de aculturación, de donde, a largo plazo, resultaba de un modo indefectible la pérdida completa de la identidad étnica originaria. Es cierto que en las poblaciones norteñas se formaban por lo común barrios en que se agrupaban los pobladores indígenas según la lengua madre que tenían, pero la ausencia de elementos de cohesión de carácter social y económico y la misma condición flotante de la mayoría de la población indígena limitaron la función del barrio como sucedáneo de la comunidad. Tarde o temprano, aun el vínculo lingüístico tendió a desaparecer, puesto que la convivencia hizo necesaria la adopción de una lengua común, que primero fue la náhuatl109 y luego la castellana. Resulta sintomático el hecho de que en el documento de Isidro de Pardiñas que citamos páginas atrás, fechado en 1689, no se hable, como en el siglo XVI, de “indios forasteros” o “indios venedizos”, sino de “gente allegadiza y vaga”, tal vez porque para entonces muchos de los trabajadores de las minas no podían ser identificados ya como indios.


    Pero hay otro hecho que resulta muy importante destacar. Los indios que se apartaban de sus comunidades de origen de una manera definitiva quedaban privados de toda posibilidad de subsistencia que no derivara de la venta de su fuerza de trabajo. Aquí no se trató del resultado de un despojo hecho por el español en perjuicio del indio, sino de una inevitable consecuencia de la ruptura del individuo con la comunidad. Pese a todas las cargas que gravitaban sobre las comunidades indígenas y al paulatino despojo de sus tierras, dichas comunidades disponían en general de medios de producción propios; éstos pertenecían a la comunidad en su conjunto, no al individuo, el que, al separarse de su núcleo social de origen, perdía todo derecho sobre los bienes comunales —si bien, por otra parte, también escapaba de las obligaciones que pesaban sobre la comunidad. Cuestión aparte sería determinar cuándo quedaba ya consumada esa ruptura, si cuando el individuo se alejaba de su comunidad lo bastante para no participar en la función productiva o hasta que ya hubiera perdido su identidad étnica y roto así totalmente sus vínculos con el grupo social de origen. Pero lo que es indiscutible es que, conforme se prolongaba, la separación devenía irreversible.110


    Cuando estos indios tenían ya bloqueados los caminos de retorno a la vida comunal es cuando se puede caracterizar a aquellos trabajadores como proletarios, es decir, como trabajadores que, por no disponer de medios de producción propios, se veían obligados a vender su fuerza de trabajo como único recurso de subsistencia. Ha de reconocerse, por lo demás, que, por tratarse de una sociedad de frontera, vale decir, asentada en territorio en expansión, serían grandes las posibilidades que esos trabajadores tendrían de evadirse de su condición de asalariados y convertirse en pequeños propietarios en las zonas nuevamente ocupadas.


    De lo que hasta aquí hemos dicho podemos extraer algunas conclusiones generales:


    a) Desde el siglo XVI se produce ya una diferenciación del altiplano del norte en el contexto de la Nueva España; esta diferenciación no es reductible a una simple especialización económica, sino que se objetiva claramente en el plano de las relaciones sociales de producción;


    b) tal fenómeno de desarrollo regional diferenciado generó un antagonismo horizontal, es decir, un antagonismo entre sectores del estrato español cuya hegemonía a nivel local se apoyaba en relaciones de dominación cualitativamente diferentes, y


    c) entendida su función de un modo dialéctico puede decirse que dicho antagonismo lo mismo propició el desarrollo del trabajo libre asalariado en las minas del norte de la Nueva España que hizo que, en el marco del virreinato, ese mismo proceso se desarrollara de un modo marginal.


    

  


  
    III. COMERCIO, LIBRANZAS DE REAL HACIENDA Y CIRCULACIÓN MONETARIA EN EL NORTE DE LA NUEVA ESPAÑA 1773-1810 111


    Introducción


    Una situación aparentemente paradójica es la de que la Nueva España, que desde mediados del siglo XVI se significó por su alta producción de metales preciosos, sobre todo de plata, y que desde 1535 contó con casa de moneda, tuviera una economía con un grado relativamente bajo de monetización. Se explica esa deficiencia en razón de las grandes cantidades de moneda que se extraían anualmente del virreinato, ya por medio del aparato fiscal, ya por las remisiones que hacían a España, el Caribe y Filipinas los comerciantes comprometidos en las negociaciones de ultramar. Humboldt advirtió el hecho, aunque pensaba que, si bien era cierto que la cantidad de numerario que circulaba en el Nuevo Mundo era, en general, menor de lo que se creía,112 en el tiempo en que él hacía su visita a la Nueva España el numerario disponible en el virreinato tendía a aumentar en aproximadamente un millón de pesos cada año.113


    Autores contemporáneos que coinciden en que la Nueva España padecía una escasez crónica de circulante han tratado de calcular la cuantía de la masa monetaria que circulaba en el virreinato, cotejando a ese efecto las cifras de acuñación de la Casa de Moneda y las correspondientes a la extracción del numerario,114 y aunque han avanzado en la consideración crítica de la información cuantitativa, no han logrado establecer con precisión la magnitud del déficit monetario, pues hay dificultades insalvables para ello, entre otras, la de no poder evaluar qué cantidad de moneda salía de contrabando. Falta, por otra parte, ahondar más en el estudio de los efectos que dicho déficit tenía en las prácticas económicas cotidianas del conjunto de la población.


    Dos consideraciones generales cabe hacer en cuanto al problema que estamos señalando: una es la de que poco se empleaba la moneda formal en las operaciones comerciales de poca monta, para las que, si acaso, se empleaban las llamadas “monedas de la tierra” o los famosos tlacos, cuando no el mero trueque o el crédito, no otorgado ni pagado en dinero sino en especie. La otra es la de que la escasez de la moneda se agudizaba cíclicamente en el curso de cada año, y que las zonas periféricas, incluso las mineras, eran las primeras que veían esfumarse la poca o mucha moneda que hubiera sido introducida en ellas. Fue el caso, por ejemplo, de las provincias de la gobernación de Sonora y Sinaloa, y de las que comprendía el reino de la Nueva Vizcaya. Es a las de la gobernación de Sonora y Sinaloa a las que voy a referirme más particularmente en la primera parte de este trabajo, en la advertencia de que la falta de moneda era también un problema general en la Nueva Vizcaya, como lo era, en mayor o menor grado, en todo el resto del virreinato.


    La situación en Sonora y Sinaloa


    Un señalamiento amplio y claro sobre las graves consecuencias que tenía la escasez de circulante en las provincias de Sonora y Sinaloa lo hizo en el año de 1750 José Rafael Rodríguez Gallardo, nombrado visitador y, luego, gobernador interino de las referidas provincias. En el informe que respecto de su comisión tuvo que entregar al virrey señalaba Rodríguez Gallardo que uno de los mayores problemas de la gobernación consistía en que no corrían en ella “dinero, moneda, plata acuñada o reales”,115 por lo que todas las contrataciones comerciales y el mismo pago de salarios no se realizaban sino con abusos por parte de los comerciantes y los empleadores, en perjuicio siempre de la población de menores recursos, la que incluía no solamente a los trabajadores asalariados sino también a los criadores de ganado, los dueños de labores y los mineros.116 Aunque Rodríguez Gallardo hizo ver que la falta de numerario propiciaba una serie de prácticas que contribuían a mantener en la pobreza a toda la población de las provincias sobre las que estaba informando, bien dotadas todas ellas de recursos minerales, y aunque propuso una serie de medidas para incrementar el circulante en la región, el gobierno central del virreinato no emprendió por ese entonces ninguna acción correctiva. Hemos de decir nosotros que, teniendo realmente graves efectos económicos y sociales, el problema señalado por Rodríguez Gallardo no habría de ser de fácil solución; por lo menos no a corto plazo.


    Algunos años más adelante, un funcionario de mayor jerarquía, dotado de una amplia capacidad de decisión, el visitador general de Real Hacienda, José de Gálvez, advirtió que la falta de numerario era tan sólo el síntoma de un problema mayor y de tan negativos efectos para la economía regional que se hacía urgente empezar a tomar medidas para resolverlo. Funcionario profundamente vocado a trabajar en favor de los intereses del régimen borbónico, el visitador general vio en los recursos minerales de las provincias del noroeste novohispano una potencial fuente de riqueza que el Estado tenía el derecho y la necesidad de aprovechar en su beneficio y en el de todos aquellos que participaban en las actividades productivas. Es bien sabido que el oro y la plata de las provincias de Sonora y Sinaloa fueron una referencia constante en la correspondencia oficial y particular del visitador general y, en buena medida, fueron el incentivo principal del viaje que hizo al noroeste del país de 1768 a 1771.117


    Conviene que describamos aquí lo que Gálvez y sus dependientes ya sabían y pudieron confirmar durante su estancia en la gobernación de Sonora y Sinaloa. La minería era la actividad vertebral de la economía de la región. Sin embargo, sucedía que la gente dedicada a la minería no lograba retener en favor propio más beneficio económico que el necesario para subsistir, a menudo precariamente, pues se veía obligada a malbaratar el metal que lograba obtener con su trabajo y a pagar precios excesivos por las mercancías que distribuían los mercaderes en calidad de avío, es decir, que se les entregaban a crédito, el que el minero debía redimir a corto plazo. Peor les iba a los que no producían metales, pues tenían que utilizar sus productos para hacer trueques desventajosos y rara vez llegaban a disponer de algún valor en metálico. Por eso decía Rodríguez Gallardo que en aquellas provincias todos querían ser mineros, aunque eso no les significara más que hacerse acaso de lo mínimo necesario para sobrevivir.118


    La casi total inexistencia de moneda era lo que le permitía al comerciante fijar arbitrariamente los precios de las mercancías intercambiadas —las que él expendía y la plata o el oro en pasta con que el minero o el consumidor común pagaban—, de modo tal que sus negociaciones le produjeran una ganancia que superaba con mucho las tasas que se tenían como legítimas en el giro comercial. Aunque el peso valía corrientemente 8 reales, el comerciante exigía que por cada peso de mercancía se le entregaran 9 reales en oro o plata en pasta. Los metales recibidos los tasaba, en cambio, por debajo de su valor corriente en el mercado, pues, aun cuando el marco de plata valía 8 pesos y medio, el comerciante lo pagaba a 7 pesos 5 reales si era “plata de azogue” y a 7 pesos 2 reales si era “plata de fuego”.119 El marco de oro se recibía a 80 pesos, cuando su precio en la ciudad de México era de 125 a 127 pesos.


    La posibilidad que tenían los comerciantes de alterar a su conveniencia los precios de las mercancías que entregaban y las que recibían a cambio les permitió mantener sus altos márgenes de ganancia, incluso en los casos en que se tomaron oficialmente medidas para evitar que se alterasen los valores representados por los signos monetarios. Por bando del 2 de julio de 1769 mandó Gálvez que en lo sucesivo corriese “el peso mexicano a su tasado valor de ocho reales y a su intrínseco [valor] y precios corrientes las platas de azogue y fuego”; pero, según lo constató luego el subdelegado del visitador general, Eusebio Ventura Beleña, los comerciantes sólo cumplieron en parte esta disposición y, aún así, buscaron el modo de mantener sus habituales tasas de ganancia, pues, según el subdelegado, dejaron de exigir 9 reales por cada peso de mercancía, pero se compensaron pagando 6 pesos 6 reales por el marco de plata de azogue y 6 pesos 4 reales por el marco de plata de fuego. Decía Ventura Beleña que, de ese modo, la disposición con la que Gálvez creyó poder aliviar un poco a los consumidores la habían “tomado los ricos —léase comerciantes— para serlo más con el sudor de aquéllos”.120


    Gálvez tuvo muy claro que sería quimérico esperar que se desestancara la economía regional mientras no girara suficientemente la moneda, puesto que sólo así se podrían desarraigar aquellas prácticas abusivas, que concentraban los beneficios económicos en una parcialidad de la sociedad: la de los comerciantes. Los funcionarios que el visitador general colocó en Sonora y Sinaloa, consecuentes con las instrucciones de su jefe, procuraron atajar de distintas maneras la salida del escaso circulante que llegaba a introducirse en la región. Así, el subdelegado Eusebio Ventura Beleña solicitó en 1770 la autorización del virrey para no remitir a las direcciones generales de las Rentas Reales sino caudales “en plata u oro en pasta”, a efecto, decía, de “que los reales que aquí se recogen puedan circular por estas provincias tan escasas de ellos”.121 Por su parte, Pedro Corbalán, que desde ese mismo año de 1770 actuó como intendente de Real Hacienda en la gobernación de Sonora y Sinaloa, le pidió al virrey que estableciera como regla que una vez al año la real caja de Álamos hiciera remesa a la ciudad de México “de todas las platas y oro que hubiere en pasta”, reteniendo en cambio los caudales “que se hallasen en moneda”, a fin de que ese dinero no dejara de circular localmente.122 Hemos de decir que éstas y otras medidas semejantes contaron siempre con la aprobación virreinal.


    De todas formas, la moneda que llegaba a circular en la región tendía a desaparecer, ya que buena parte de la poca que corría terminaba por quedar en manos de los comerciantes, quienes la utilizaban —como lo hacían también con la plata y el oro en pasta— para cubrir los adeudos que tenían con sus abastecedores, que eran por lo general los almaceneros de la ciudad de México. De ahí, pues, la necesidad de introducir continuamente numerario, si no para resolver del todo el problema de su escasez, por lo menos para atenuarlo. Cuando los arrieros salían hacia la ciudad de México llevando las remesas de los comerciantes la moneda prácticamente se esfumaba en las varias provincias de la gobernación.


    Las demandas de numerario por parte de las autoridades provinciales fueron continuas y hasta insistentes, no obstante que la respuesta virreinal fue por lo general favorable. Varias medidas tomadas por el gobierno superior tras de la visita de Gálvez no fueron sino intentos de extender el uso de la moneda en las provincias fronterizas. Desde 1773 los situados para el pago de las tropas presidiales empezaron a hacerse en efectivo, no en mercancías consignadas a los capitanes, como antiguamente se hacía.123 Sabemos que entre 1773 y 1781 se remitieron a Sonora para ese fin más de 850 000 pesos en moneda.124 Además de esto, ocasionalmente se hicieron remesas de dinero para que lo hubiera disponible en la real caja, ya para el pago de sueldos, ya, como ocurrió cuando se empezaron a explotar los placeres de oro de La Cieneguilla, para que se rescatara metal en pasta por cuenta de la Real Hacienda.125


    Aun así, la masa de circulante no se mantenía estable en la región, sino que tendía inevitablemente a disminuir, lo que perjudicaba principalmente a “los más pobres y menesterosos”, según las palabras empleadas por el intendente de Real Hacienda Pedro Corbalán en una carta suya.126 Sucedía, por otra parte, que, al igual que los comerciantes, las administraciones de las Rentas Reales remitían a Guadalajara o México el dinero que lograban captar, sin dar lugar a que ese dinero circulara en la región más que por un breve tiempo. La moneda incorporada de cuando en cuando a la economía regional tenía, pues, varias vías de salida que las autoridades provinciales no tenían posibilidad alguna de bloquear.


    Quizá la solución definitiva al problema de la escasez regional de numerario hubiera podido ser la que plantearon en 1768 José de Gálvez y el virrey marqués de Croix en el plan para la creación de la Comandancia General de las Provincias Internas. Proponían que en la sede de la Comandancia se creara una casa de moneda. Hacia la fecha en que ese plan se formuló, el rey expidió una real orden por la que mandó al virrey de la Nueva España que recabara información sobre la conveniencia de establecer una casa de moneda en las provincias del norte del virreinato. El asunto fue motivo de controversia, pues, mientras que Gálvez y el virrey estaban a favor de la idea, se opusieron a ella el fiscal de la Real Audiencia de México y el superintendente de la Casa de Moneda, que estaba ubicada en la ciudad de México y era la única que funcionaba en el país. El Consulado de Comerciantes, que agrupaba a los grandes almaceneros de la ciudad de México, no sólo hizo representaciones en contra sino que movió sus resortes en el mundo oficial para evitar que la iniciativa prosperara.127 Establecer una casa de moneda en el interior del país, lejos de la ciudad de México, era de hecho crear un polo alternativo del círculo monetario y comercial, lo que no podía sino afectar intereses creados muy poderosos, tanto que precisamente por ellos se dio entonces carpetazo al asunto de la casa de moneda.128


    Una medida para retener el circulante en las provincias norteñas


    En el mes de marzo de 1773, estando ya en vigor el Reglamento e instrucción para los presidios que se han de formar en la línea de frontera de la Nueva España, expedido el año anterior y en el que se mandaba pagar los sueldos de los militares en moneda y por semestre anticipado,129 el tesorero de Chihuahua, Manuel Antonio de Escorza, encargado del pago de la tropa, solicitó al virrey Antonio María Bucareli que, dado que no tenía a la mano suficiente dinero en efectivo para cumplir oportunamente con aquella obligación, se le permitiera recibir de los comerciantes locales las cantidades de moneda que pretendieran enviar a la ciudad de México, para lo cual se darían a los depositarios libranzas pagaderas en la real caja capitalina. El virrey aprobó la medida y desde ese año un buen número de comerciantes aprovechó el medio institucional de la Real Hacienda para cubrir sus adeudos con sus correspondientes capitalinos, sin las tardanzas, los costos y los riesgos de los envíos hechos a la manera tradicional.130 Si los comerciantes se beneficiaron con esta nueva práctica, con ella también se atacó el problema de que las dependencias locales de la Real Hacienda no tuvieran dinero en efectivo para cubrir no sólo los sueldos de los militares, sino también los de la burocracia que en ese entonces se hallaba en lenta pero continua expansión.


    Las ventajas del recurso deben haber sido bien advertidas, tanto por las autoridades políticas y fiscales de las provincias norteñas como por los comerciantes que en aquellas latitudes obraban como correspondientes de los de la ciudad de México, pues la práctica de hacer envíos monetarios a través de la Real Hacienda se adoptó también en la provincia de Sonora luego de que en 1780 quedó establecida la pagaduría de Arizpe.


    Habida cuenta de las ventajas que hemos señalado, sobre todo de las que les resultaban a las autoridades responsables de cubrir a tiempo los sueldos de militares y burócratas, extraña el que en 1783, a propuesta de los oficiales reales de la real caja de México, el virrey Matías de Gálvez mandara que los responsables de la que fuera tesorería de Chihuahua, recientemente erigida en real caja, y la pagaduría de Arizpe se abstuvieran de hacer cualquier libramiento en contra de la central hacendaria del virreinato.


    No hemos podido conocer directamente las razones aducidas por los oficiales reales capitalinos, pero se pueden deducir ellas de un documento que, en calidad de réplica, formuló en 1783 el caballero Teodoro de Croix, que entonces acababa de terminar su gestión como comandante general de las Provincias Internas de la Nueva España. Impugnaba el caballero la consideración que hacían los funcionarios de la real caja de México de que las provincias norteñas fueran una carga y no una fuente de ingresos para la Real Hacienda; según el replicante, el error de los capitalinos derivaba del hecho de que no computaban como ingresos de la Real Hacienda los altos rendimientos del Ramo del Tabaco, que debían ser reservados exclusivamente para el rey, y de que tomaban como gravámenes adicionales para el real erario las libranzas que desde Chihuahua y Sonora se giraban contra la real caja matriz, sin considerar que los fondos pagados en México habían sido enterados previamente en las dependencias hacendarias giradoras. Concluía el replicante su escrito señalando las ventajas que para el gobierno y para la actividad comercial había tenido el suspendido uso de las libranzas de Real Hacienda.131


    Como se ve, el caballero De Croix pensaba que la discrepancia que se ventilaba era de un orden puramente contable, mientras que los oficiales reales capitalinos, a lo que parece, veían aquél más bien como un problema operativo, que nada tenía que ver con la cuadratura de las cuentas y sí mucho con el carácter tributario que debían tener las dependencias hacendarias periféricas con respecto de la real caja matriz del virreinato, carácter que esta última tenía a su vez respecto de la central hacendaria metropolitana. No olvidemos que era la real caja de la ciudad de México la que estaba obligada a enviar año con año a Madrid la mayor cantidad posible de recursos monetarios, a lo que se agregaba la obligación de entregar oportunamente los situados destinados a otras de las colonias españolas.


    El problema que suscitaba la controversia era, pues, más que administrativo, político. Con todos los argumentos que podían fundadamente esgrimirse para justificar el empleo de las libranzas —ahorro de fletes, disponibilidad oportuna de recursos para el pago de sueldos, disminución de riesgos y gastos para los comerciantes y, por tanto, estímulo para la actividad mercantil— es innegable que la aparentemente innocua operación tenía efectos perturbadores en las funciones concentradoras y directivas de la real caja capitalina. Uno de esos efectos era el de que, al ser redimidas las libranzas en la capital del país, se veían mermadas las disponibilidades monetarias de la real caja matriz, a la que, cubiertas tales obligaciones, sólo quedaban papeles ya sin ningún valor. En la contabilidad de la real caja de México aquel gasto no podía aparecer sino como un gravamen no compensado por un ingreso equivalente. Sucedía, además, que el giro de las libranzas generaba, para los responsables de la real caja de México, obligaciones que ellos no habían adquirido directamente, sino que se contraían en una oficina subalterna por virtud de un acto de un funcionario con autoridad puramente local, el que, por añadidura, se encontraba en un lugar muy distante de la capital del virreinato. Esto, aunque no significara una ruptura del orden administrativo, reñía de alguna manera con el sistema centralizado de autoridad que caracterizaba a la Real Hacienda.


    Con todo, la controversia seguiría abierta, pues, aunque con los contratiempos y suspensiones temporales que habremos de referir, la práctica perduró por lo menos hasta la primera década del siglo XIX.


    Suponemos que quienes mayormente presionaron en 1783 para que se volviera a permitir el uso de las libranzas fueron los comerciantes capitalinos que tenían negocios en las provincias norteñas; el caso es que, a los pocos meses de haber dispuesto la suspensión, el propio virrey Matías de Gálvez volvió a autorizar la práctica.


    Una manera de dar satisfacción a los oficiales reales objetantes era la de implicar en la operación a autoridades de mayor jerarquía, a cuyo efecto se fijó la exigencia de que las libranzas suscritas por el pagador de Arizpe y el tesorero de Chihuahua fueran en todo caso aprobadas por el comandante general de las Provincias Internas. Esta formalidad se modificó a partir de 1787, ya implantado en forma generalizada el sistema de intendencias, pues se mandó entonces que la aprobación la dieran los señores intendentes, requisito que se eliminó en el año siguiente y se restableció en 1789.132 En Sonora no hubo mayor problema con esta disposición, pues tanto la pagaduría como la sede de la intendencia se hallaban en Arizpe, pero la disposición resultó perjudicial a los comerciantes que pretendían hacer sus depósitos en la real caja de Chihuahua, pues los obligaba a hacer un recorrido de ciento sesenta leguas de ida y otras tantas de regreso para llevar a legalizar las libranzas a la ciudad de Durango, donde residía el intendente.133 Por estos inconvenientes, en el mismo año de 1789 el virrey II conde de Revillagigedo aceptó que se omitiera la formalidad del visto bueno del intendente, pero mandó que no se admitieran depósitos en exceso,134 es decir, que superaran las cantidades que estrictamente se necesitaban para cubrir los sueldos de militares y burócratas.


    Sin el respaldo definitivo de las altas autoridades del virreinato, los oficiales reales de la real caja de México no dejaron de poner obstáculos a la redención de las libranzas giradas por sus congéneres de Chihuahua y Arizpe. Ya el caballero De Croix señalaba en 1783 que, aunque en las dependencias norteñas no se hacía cargo alguno a los comerciantes que depositaban en ellas sus caudales, en la caja capitalina solía exigirse arbitrariamente el pago de un premio o cuota proporcional a quienes acudían a cobrarlas.135 Podemos suponer que los oficiales reales capitalinos no dejaron de comunicar sus reparos a distintas autoridades político-administrativas, inclusive al mismo virrey. El caso es que por lo menos en dos ocasiones, en 1789 y en 1795, consiguieron que se suspendiera el pago de las libranzas presentadas en la real caja, las que fueron retenidas luego en la Secretaría de Cámara del virreinato. En ambas ocasiones, la suspensión fue anulada luego que los comerciantes interesados formularon sendas representaciones en las que discurrieron sobre los beneficios que el gobierno obtenía al recibir depósitos de los comerciantes en las provincias de frontera y sobre la inconveniencia de no dar trámite al pago de las libranzas, dada la necesidad que había de mantener permanentemente en giro los caudales invertidos en el comercio.136


    Hemos de decir que, a esas alturas, el tema de las libranzas no podía ser resuelto como lo pedían los funcionarios de la central hacendaria del virreinato sin ocasionar una regresión a situaciones que empezaban a dejarse atrás y que habían sido consideradas altamente perjudiciales por funcionarios reformistas como José de Gálvez. Lo que no había sido posible conseguir por medio de disposiciones pretendidamente reglamentarias de las operaciones económicas, se lograba en alguna medida con la adopción del sistema de libranzas. Por supuesto que con éste no se resolvía del todo el problema de la falta de moneda en las provincias fronterizas, pero por lo menos se alteraba en alguna medida el viciado patrón consistente en que cada año saliera de aquellas provincias la moneda que había entrado en ellas. Nos dará una idea de la magnitud de este reciclaje el dato de que en todo el año de 1794 en la real caja de Chihuahua y en la pagaduría de Arizpe se hicieron depósitos en moneda por la cantidad de 524 192 pesos.137 O sea que en el lapso de un año, gracias al procedimiento establecido, se impidió la salida hacia la capital del país de más de medio millón de pesos en moneda contante y sonante. No hay por qué pensar que esta cifra era inusitada.


    Si la insuficiencia de moneda en las oficinas periféricas de la Real Hacienda era un problema general, no ha de extrañar que, pese a las objeciones de los responsables de la real caja matriz, las autoridades regionales de las provincias norteñas pretendieran que los mercaderes pudieran efectuar sus depósitos en otras de las dependencias hacendarias establecidas en la región. Así, en noviembre de 1794 el intendente de Durango, considerando que era bastante escasa la moneda que ingresaba en la real caja duranguense, le escribió al comandante general de las Provincias Internas sobre la conveniencia de que en dicha oficina se pudieran recibir depósitos de moneda y girar las libranzas correspondientes contra la real caja de la ciudad de México, “así por la mayor franqueza que proporcionaría al comercio el nuevo arbitrio..., como porque Su Majestad se ahorraría los gastos y peligros que de la conducción de moneda acuñada de las cajas de Nueva España a éstas se originaría para proveerlas de la que necesiten”.138 Por su parte, el comandante general Pedro de Nava respaldó la propuesta en carta que le envió al virrey en enero de 1795, arguyendo que, de no aceptarse esa medida, la Real Hacienda tendría que hacer llegar a la real caja de Durango un total de 440 000 pesos anuales.139 No he podido averiguar si fue concedida esta autorización, pero el hecho de que se le hiciera la solicitud al virrey indica que en las altas esferas del gobierno virreinal se dejaban sentir presiones contrarias a las que ejercían los responsables de la real caja capitalina.


    Hay que decir también que entre las autoridades centrales del virreinato hubo algunas que se pronunciaron abiertamente en favor de la práctica que tanto incomodaba a los oficiales reales de la real caja de México. Habiendo ordenado el virrey en 1795 que se suspendiera el pago de las libranzas hasta que se hiciera una revisión de la legalidad y pertinencia del procedimiento, los miembros del Real Tribunal y Audiencia de la Contaduría Mayor de Cuentas objetaron la disposición y recomendaron que, más que suspender el pago, se allanaran todos los posibles obstáculos para que la práctica continuara con toda la amplitud que se hiciera necesaria: “nunca se debe ni es conveniente —decían los miembros del Tribunal— el que se limite el giro de libranzas permitido al pagador de Arizpe, con el visto bueno del intendente de aquella provincia o el que haga sus veces, y al tesorero de Chihuahua, sin otra formalidad que la del aviso oportuno a este superior gobierno”.140


    Ni siquiera las recomendaciones tan claras y autorizadas como esta que acabamos de citar fueron suficientes para desvanecer las dudas que suscitaba la práctica de las libranzas, a juzgar por el hecho de que, todavía en el año de 1802, los responsables de la oficina hacendaria de Arizpe, nombrada ya como tesorería, se vieron obligados a elaborar un escrito en el que, además de reiterar puntualmente los argumentos que se aducían para justificar el uso de las libranzas, especificaban los perjuicios económicos que, para la Real Hacienda, se seguirían si se abandonaba aquella práctica.141 Que se hicieran todavía entonces esas advertencias no indica sino que el procedimiento seguía siendo cuestionado de algún modo.


    No se suspendió el giro de las libranzas, pero las autoridades hacendarias del virreinato acordaron imponer a los usuarios del servicio el pago de un 1 % sobre las cantidades libradas. Sabemos que los comerciantes de Chihuahua repudiaron ese cobro y que, seguramente como una medida de presión, dejaron de hacer depósitos en la real caja de la provincia.142 Ante esta situación, que habría de volverse apremiante cuando llegara el momento de satisfacer los salarios de la tropa y la burocracia, la Junta Superior de Real Hacienda decidió rebajar a ½ % la comisión que se cobraría por las libranzas que se giraran.143


    Más allá de las ventajas y desventajas que pudieron tener para la Real Hacienda los libramientos hechos por autoridades hacendarias locales contra la real caja de México, dicha práctica fue sin duda benéfica para la economía de las provincias norteñas, pues evitó que, como había sucedido anteriormente, se experimentara año con año una extrema disminución del circulante en el ámbito regional. Pero hay que decir que esa mejoría no apuntaba, en último análisis, en la dirección de los objetivos colonialistas del régimen borbónico, pues, aunque cierto es que la monetización de la economía de aquellas provincias había figurado como un objetivo primordial en los planes del visitador general José de Gálvez, verdad es también que éste no concibió que el aumento del circulante debería lograrse a costa del funcionamiento centralizado de la Real Hacienda sino por la extinción de las prácticas monopólicas del gremio de comerciantes que tenía su sede en la ciudad de México. Cualesquiera que hayan sido los beneficios que el incremento de la circulación monetaria tuvo para la economía de las provincias norteñas, cabe pensar que esos beneficios no obraban del todo en favor de la unidad económica, administrativa y política del virreinato.

  


  
    IV. MINERÍA Y COMERCIO EN EL NORTE NOVOHISPANO


    Nota aclaratoria


    El estudio que se contiene en las páginas que siguen debió constituir el primer capítulo de un libro que se habría titulado Frontera, plata y mercado. La transformación de los circuitos comerciales en el norte central de México durante la primera mitad del siglo XIX. Por causas de fuerza mayor ese libro no fue concluido en su totalidad, pese a que para componerlo y sustentarlo el autor había reunido una importante masa de información. El plan general de la obra prevenía la preparación de tres capítulos: el que aquí se publica aislado, luego uno en el que habría de analizarse el proceso del comercio internacional realizado a través del territorio de Nuevo México y extendido casi desde un principio por todo el norte minero y otras regiones del país, y, por último, uno en el que se examinarían temas como el de los intentos mexicanos por regular el comercio transfronterizo, el de las presiones diplomáticas de los Estados Unidos de América para conseguir que ese comercio se aceptara y favoreciera por parte de los gobiernos mexicanos, el de las acciones directas emprendidas o fomentadas por comerciantes estadounidenses para aflojar los controles fronterizos y el de la relación que hubo entre los intereses comerciales y la guerra de 1846-1848 entre Estados Unidos y México.


    Tras un trabajo de investigación que llevaba ya cinco años, la factura del libro quedó inconclusa y un cúmulo importante de información no pudo ser aprovechado por el autor. Ojalá que alguien lo llegue a hacer algún día. Por ahora, aquí se publica el único capítulo concluido, el que, aun fuera del marco del libro del que debió formar parte, tiene el carácter de un estudio integral y con sentido propio.


    El binomio minería-comercio


    Innumerables evidencias documentales hacen ver que la búsqueda de yacimientos de metales preciosos fue un empeño en el que consumieron sus más afanosos esfuerzos muchos de los españoles y demás europeos que se esparcieron por los territorios de las Indias Occidentales desde fines del siglo XV. Colón mismo anduvo siempre en busca de indicios de la existencia de oro, persuadido de que la posesión de ese metal era la posesión de todo lo que solían ambicionar los hombres.144 Por su parte, Hernán Cortés particularizaba esa atribución y afirmaba sin recato alguno que todos los españoles padecían una rara enfermedad que se curaba con oro.145


    Pero no el oro sino la plata fue lo que a la postre se encontró en grandes cantidades en el subsuelo indiano. Al mediar el siglo XVI ya se había hecho el descubrimiento del Cerro del Potosí, en el Alto Perú, y de los yacimientos de Zacatecas, en el virreinato de la Nueva España. Nada quizá como la expectativa de encontrar plata u oro dio impulso a los movimientos de expansión de los contingentes españoles y bien claro resulta que el hallazgo de esos metales, sobre todo de plata, obró invariablemente como un poderoso estímulo de la colonización, aunque hemos de reconocer que los conquistadores hispanos tuvieron otros incentivos para poblar, entre los que no se puede dejar de mencionar la posibilidad de verse beneficiados con el trabajo servil y la producción agrícola y artesanal excedente de las comunidades indígenas.


    Aun cuando, al paso del tiempo, el programa colonial de España en tierras americanas se haya hecho cada vez más diverso en cuanto a sus motivaciones y objetivos, en ningún momento dejó de mover los ánimos de los viejos y los nuevos inmigrantes el interés por los metales preciosos. En la naciente Nueva España, aparte de los metales que los primeros conquistadores obtuvieron como botín de guerra en ciudades como la de México-Tenochtitlan —oro labrado principalmente—, pronto fueron descubiertos algunos yacimientos argentíferos de importancia, como los de Taxco, Zumpango, Sultepec y Tlalpujahua, los que se hallaban ya en plena explotación a fines de la cuarta década del siglo.146 Poco después, hacia 1543, ocurrió lo propio con los primeros minerales localizados en la Nueva Galicia, en donde se descubrió oro en Xaltepec y plata en Espíritu Santo, Guachinango, Xocotlán y Etzatlán.147


    Bastaron esos primeros hallazgos para satisfacer el interés de algunos de los buscadores de metales y para mantener en los demás la ilusión de que habrían de hallarse tesoros mayores en el país que se exploraba y, sobre todo, en el que permanecía desconocido para ellos.


    No hubo de pasar mucho tiempo antes de que otros descubrimientos vinieran a dar sobrada satisfacción a las expectativas que se tenían en materia de metales preciosos. En 1546, en territorios que quedarían agregados a la Nueva Galicia, se descubrieron los yacimientos de plata del Cerro de la Bufa, reconocidos desde entonces como altamente promisorios y cuya explotación, iniciada dos años después, dio origen a la formación del real de Zacatecas. También por entonces se hicieron las primeras prospecciones de los minerales de Guanajuato, que serían de los más ricos en plata de la Nueva España y que empezaron a trabajarse en forma sistemática por el año de 1554, fecha en la que ya habían empezado a rendir sus primeras cuotas del valioso metal los también prometedores minerales de Pachuca y Real del Monte.


    La relación entre el hallazgo de metales preciosos y la expansión del dominio colonial se hace particularmente notoria al considerar los movimientos de penetración de los españoles en los territorios situados al norte del mundo de alta cultura al que hoy damos el nombre de Mesoamérica. La encomienda, que permitía beneficiarse del trabajo servil y adueñarse del producto agrícola y artesanal excedente de las comunidades indígenas, pudo ser un incentivo poderoso para poblar entre los pueblos mesoamericanos, que eran sedentarios y urbanos, pero no así entre los evasivos grupos de cazadores-recolectores que ocupaban los territorios norteños, donde más bien fue la plata la que mayormente atrajo y retuvo al poblador español. A la colonización de esos extensos territorios, de agrestes zonas montañosas y grandes planicies desérticas, se refería precisamente el obispo de Guadalajara, Alonso de la Mota y Escobar, cuando, en los primeros años del siglo XVII, aseveraba que la plata era “la piedra imán del español” y que donde no la había, como parecía ser el caso del Nuevo Reino de León, los españoles no se sentían llamados a poblar.148


    De mediados del siglo XVI en adelante, una sucesión de nuevos descubrimientos tuvo lugar en distintos sitios de las sierras y el altiplano localizados en el norte central de la Nueva España. Hacia el noroeste de Zacatecas surgieron uno tras otro los reales de minas de San Martín, Sombrerete, Avino, Chalchihuites, Ranchos, Santiago, Fresnillo y Nieves. Hacia el noreste del real pionero, convertido pronto en villa y luego en ciudad, se formó el real de Mazapil, mientras que a manera de avanzada hacia el noreste y el norte de la villa de Durango, fundada en 1563 y erigida desde entonces en capital de la gobernación de la Nueva Vizcaya, quedaron establecidos los reales de Cuencamé, Indee y Santa Bárbara, a los que en el primer tercio del siglo XVII seguirían el importante centro minero de Parral y luego, a principios del siglo XVIII, el tardío, pero también altamente productivo, real de minas de Santa Eulalia, cuya actividad económica dio fundamento al poblado llamado San Felipe el Real de Chihuahua o, simplemente, Chihuahua, como aquí lo nombraremos. Por supuesto que, además de los mencionados, hubo otros sitios en los que se trabajó la minería que fueron de menor importancia o de poca duración.


    No sólo hacia el norte de Zacatecas se fue extendiendo la cadena de minerales puestos en explotación; los descubrimientos se continuaron también hacia el este y el sureste de dicho real de minas, por donde en el último cuarto del siglo XVI y los primeros años del XVII se descubrieron y empezaron a explotar, entre otros, los minerales de Charcas, Cerro de San Pedro (en cuyas cercanías se fundó en 1592 San Luis Potosí), Sierra de Pinos, Ojo Caliente y Ramos.


    Al norte de Charcas se formó en las últimas décadas del siglo XVIII el centro minero de Catorce, que en su tiempo cobró fama por sus altos rendimientos de plata, y lo mismo podría decirse del real de Bolaños, situado al suroeste de Zacatecas, el que tuvo sus momentos de auge en la segunda mitad del siglo XVIII.


    La vertiente exterior de la Sierra Madre Occidental, que se prolonga en las planicies costeras del golfo de California, abundó también en yacimientos de metales preciosos, ninguno de los cuales alcanzó los altos niveles de producción que tuvieron los más importantes centros mineros del norte central, vale decir los de Zacatecas, Sombrerete, Fresnillo, Parral o Santa Eulalia, pero que, por ser muchos, aportaron en conjunto una cuota significativa a la producción novohispana de metales preciosos. Entre los sitios mineros sobresalientes en esta parte del virreinato, donde en el siglo XVIII quedó constituida la gobernación de Sonora y Sinaloa, podemos mencionar los de Rosario, Plomosas, Pánuco, Copala, San Sebastián, Cosalá, Álamos, Aduana, Sivirijoa, Río Chico, San Antonio de la Huerta, Aigame y San Juan Bautista. Es de agregarse que en las planicies costeras de la región se llegaron a explotar varios ricos placeres de oro, como los de Bacubirito, en la provincia de Sinaloa, y de La Cieneguilla, en la de Sonora.149


    En contraste con las vastas regiones del norte central y el noroeste del virreinato en las que la minería de metales preciosos fue para los colonos españoles una actividad económica primigenia y fundamental, otras grandes extensiones territoriales del septentrión tuvieron insignificantes yacimientos de oro o plata, cuando no fue el caso de que carecieran totalmente de ellos. En esos territorios se formaron sucesivamente las provincias del Nuevo Reino de León, Nuevo México, Coahuila, Texas y la Colonia del Nuevo Santander (hoy Tamaulipas), cuyos procesos de poblamiento tuvieron en general un ritmo y una intensidad menores que los registrados en las zonas mineras.


    Si bien es cierto que la colonización del septentrión novohispano estuvo en buena medida marcada por esos polos de actividad económica y concentración poblacional constituidos por los centros mineros, equivocado sería inferir de ello que los colonos españoles sólo mostraron interés en establecerse donde había yacimientos de metales preciosos. Las necesidades más inmediatas de abastecimiento de la población dedicada a buscar, extraer y transportar esos metales dieron pie para el desarrollo paralelo de ámbitos regionales que no manifestaban una vocación minera, pero en los que podían obtenerse esas otras producciones que desde un principio se hicieron indispensables. El franciscano José Arlegui hacía la siguiente referencia en la primera mitad del siglo XVIII:


    es el caso que a todos los minerales ricos que se descubren luego acude multitud de gente al eco sonoro de la plata de cuantos lugares hay de América, y como el sitio en que se descubren las minas es infructífero de los necesarios mantenimientos, logran los labradores y criadores de los contornos el expendio de sus semillas y ganados, y como éstos solos no pueden dar abasto al gentío que concurre, se ven precisados otros... a descubrir nuevas labores y poblar nuevas estancias de ganados... disponiendo Dios por este medio que aunque las minas decaezcan queden las tierras circunvecinas con las nuevas labores y estancias bien pobladas y con suficiente comercio entre sus moradores.150


    
      Figura 1

      Principales reales de minas del norte de la Nueva España
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    Como lo dice Arlegui, al mismo tiempo en que se fueron formando núcleos de población en los lugares en que se descubrieron yacimientos minerales, otros pobladores se propusieron acceder a los nuevos mercados y buscaron arraigo en las tierras que resultaban aptas para los cultivos agrícolas y pecuarios. Algunas de las zonas agrícolas que devinieron abastecedoras de los pueblos mineros se localizaron en las mismas provincias norteñas, como fueron los casos de Jerez, Nombre de Dios, Valle de San Bartolomé, Parras y Saltillo; pero la magnitud de la demanda de bastimentos de boca hizo que los mercados del septentrión obraran como un fuerte estímulo aun para productores radicados en el centro y el occidente del virreinato. En 1550, apenas cumplidos dos años del inicio de la explotación de los minerales de Zacatecas, a solicitud de los productores agrícolas michoacanos el virrey Antonio de Mendoza dio su apoyo para la construcción de un camino que permitiera llevar al norteño real de minas abastecimientos procedentes de Zitácuaro y Tajimaroa.151 Por ese tiempo la región de El Bajío empezó a perfilarse como la gran abastecedora de granos del norte minero, como lo fue desde un principio de la población de Guanajuato.152


    Los productos agropecuarios enviados a las poblaciones del norte para su consumo fueron tan variados como los lugares de donde provenían. A Zacatecas llegaban, según lo consigna Bakewell, azúcar de Jacona, Pinsándaro y Pátzcuaro; cecina de puerco y jamones de Teocaltiche, mezcal de Sayula, vino de uva de Parras, vino de coco de Colima, pescado salado de Chapala, Pinsándaro, La Barca y Chiametla; queso de Aguascalientes, frijol de Teocaltiche, Aguascalientes y Jalostotitlán; lenteja de Jacona y Zamora, chícharo de las riberas del río Grande (o sea el Lerma-Santiago).153 Respecto de los diversos orígenes de los abastecimientos requeridos en los reales de minas, Óscar Alatriste dice que a Parral llegaban regularmente azúcar de Cuernavaca, Sinaloa, Michoacán, Jalisco y la Huasteca; cítricos de Sinaloa, arroz de Michoacán y Guadalajara, y vino de Parras.154 La sal, producto mineral usado en grandes cantidades en los procesos de beneficio de los minerales, se enviaba a Parral desde las provincias costeras de Chiametla y Culiacán.155


    Entre los productos de origen agrícola que eran llevados al norte no faltaron desde un principio algunos de importación, como eran los vinos españoles, que figuraban regularmente en las remesas de los mercaderes, o el cacao sudamericano, que se consumió en el norte a la par que el de origen novohispano, que se enviaba principalmente de Michoacán.


    Una actividad fuertemente asociada al desarrollo minero fue la ganadería, que, como bien se sabe, tuvo en el norte del país una gran expansión en la segunda mitad del siglo XVI y en la primera de la siguiente centuria. Dueños de grandes extensiones de tierras y de numerosas cabezas de ganado, y muchos de ellos también mineros triunfantes, fueron los “hombres ricos y poderosos” de que se ocupa François Chevalier en su conocida obra sobre los latifundios en Nueva España.156 Lo que al respecto debe señalarse es que fueron principalmente los mercados de los centros mineros los que apuntalaron la viabilidad económica de las inmensas haciendas ganaderas norteñas. No hay que pensar tan sólo en la carne y la leche, productos alimenticios requeridos por toda la población, sino en las grandes cantidades de productos pecuarios que la minería utilizaba como insumos, tales como los cueros de res para extraer y movilizar el mineral y el sebo para la elaboración de velas. Para la minería eran también de gran importancia las bestias mismas, particularmente las mulas, empleadas como animales de carga y de tracción.


    Los productos comestibles y los que se generaban en las haciendas ganaderas y se utilizaban como insumos en la minería, aunque imprescindibles para el efecto de asegurar el mantenimiento de la población y facilitar las operaciones de extracción de los minerales, eran tan sólo algunos de los que hubieron de ser introducidos constantemente en los pueblos norteños, convertidos éstos en atractivos mercados dinamizados por la disponibilidad de metales preciosos. Conviene transcribir aquí una indicativa lista extraída por Philip Wayne Powell de una serie de licencias de embarque de mediados de la década 1550-1560, según las cuales se enviaban entonces hacia el naciente norte minero, entre otros productos:


    seda de Granada, seda floja, arreos de Castilla, percal de Castilla, látigos de Castilla, losas de zinc, seda mexicana, herraduras para caballos y mulas, camisas de lino, camisas de Ruan, ejes redondos, escardaderas, atún, barricas de aceituna, aceite, cáñamo para cuerdas, clavos para herrajes, cueros de vino, terciopelo (verde, blanco y marrón), tafetán, cenefas blancas y negras, cerrojos, cuentas, babuchas o zapatillas de mujer, fundas de espada, platos de metal, corchetas y ganchos, hebras de seda, machetes, fustanes blancos y marrones, dedales, almendras, calderos de metal, agujas finas, guantes, reatas, resmas de papel, tijeras, jabón, candeleros, botas de cordobán de Castilla, barricas de higos, telas de lana y de algodón, acero, telas de Ruan y de Holanda, dulces, cuchillos de Bohemia, sandalias de fibra, tafetán de Castilla, grandes agujas, tijeras de barbero y barricas de sardina.157


    Probablemente cambió al paso del tiempo la composición de los envíos, en los que deben haber figurado cada vez en mayor proporción productos novohispanos, pero lo que no habría de modificarse mayormente fue el hecho de que al norte minero se enviara una gran variedad de productos manufacturados, a cambio de los cuales los mercaderes habrían de recibir plata (u oro, en algunos casos), casi siempre en tejos o, como se decía entonces, en pasta. En general, el comercio con las provincias del norte, que se conocerían luego como Provincias Internas, quedó más o menos estabilizado bajo ese esquema.


    Si en el caso de los productos perecederos de origen agrícola las fuentes de ellos no podían estar excesivamente apartadas de los centros de consumo, esta limitación no se presentaba en tratándose de productos manufacturados. La misma naturaleza de éstos hacía posible su preservación, aun cuando mediaran grandes distancias entre los lugares en que eran producidos y aquellos en que se efectuaba su consumo final. Por ello, a diferencia de los circuitos comerciales configurados para el abasto de bienes de consumo inmediato, circuitos que podían ser meramente locales o que, a lo sumo, se extendían del norte hacia ciertas zonas del centro y el occidente del país, los que se conformaron por efecto de la circulación de manufacturas no sólo ligaron los mercados del norte minero con los principales centros de producción manufacturera del virreinato sino también con los de España y de otros países, tanto de Europa como de Asia. Bien sabemos que esta extensión transnacional de los circuitos comerciales en los que hubo de circular la plata novohispana tuvo una gran importancia estratégica para el imperio español.


    Mención aparte merece un producto que fue objeto de un restringido tráfico mercantil en ese mercado norteño que hemos venido describiendo: el mercurio o, según la denominación usual en aquel tiempo, azogue. Necesario para poder beneficiar el mineral con contenido de plata mediante la aplicación del método llamado de patio o de amalgama, el azogue, que estuvo sujeto a un régimen de estanco, o sea, de monopolio del Estado, y que se producía en España (Almadén), Austria (Idria) y Perú (Huancavelica), fue distribuido de una manera constante en todos los distritos mineros del país desde mediados del siglo XVI. Administrada su distribución por funcionarios adscritos a la Real Hacienda, en ciertos momentos y circunstancias intervinieron también en ello los alcaldes mayores de los distritos mineros y los comerciantes que encontraron el modo de asociarse con los dueños de minas o de financiarlos. Aun cuando haya sido un producto de circulación controlada, cuya demanda siempre fue mayor que la oferta, el azogue fue un elemento decisivo en el sistema comercial sustentado en la minería.158


    Por todas las referencias que hasta aquí hemos hecho resultará claro que al parejo de la minería se fue extendiendo el comercio, que hizo posible el abastecimiento de los distritos mineros y la necesaria salida y puesta en circulación de la plata y el oro. En Zacatecas, en cuanto dio inicio la explotación de los yacimientos minerales, quedó establecido un tráfico comercial constante y los trenes de carros y carretas empezaron a ir y a venir entre aquel real de minas y las provincias del centro y el occidente del virreinato,159 y lo mismo pasó en toda nueva explotación minera.


    Puede tenerse como principio casi axiomático el de que donde hubo producción de metales preciosos hubo una correspondiente actividad comercial que se daba localmente pero que tendía a conectar los centros productores de metales con los de bienes de consumo inmediato y los de manufacturas, aun cuando estos últimos estuvieran en lugares lejanos del virreinato o, incluso, como dijimos, en el extranjero. Ningún real de minas hubiera podido subsistir al margen de las redes comerciales que servían para el abasto de productos agrícolas y pecuarios y las que se empleaban para el tráfico de productos manufacturados. En su trabajo sobre Santa Eulalia, Hadley asevera que los comerciantes cumplieron la importante función de enlazar las aisladas minas chihua­huenses “con el resto del virreinato”,160 consideración que bien podríamos hacer respecto de todas las zonas mineras de la Nueva España.


    Tan estrecha liga tuvieron la minería y el comercio que muchas de las poblaciones mayores surgidas en el norte del país por efecto de las explotaciones mineras fueron a la vez importantes centros de comercio. Tales fueron los casos, por ejemplo, de Zacatecas, Durango, Parral, Chihuahua, San Antonio de la Huerta, Álamos y Rosario, por no citar sino algunas de las más importantes poblaciones minero-comerciales. Zacatecas, que desde fechas muy tempranas sirvió para el enlace comercial con las poblaciones mineras y no mineras que se fueron formando más al norte, llegó a tener hasta 99 establecimientos comerciales en funcionamiento en el primer cuarto del siglo XVII.161 Una semejante función como lugares de depósito y redistribución de mercancías tuvieron también el real de Parral, que para 1639, no obstante tener apenas unos 800 vecinos, contaba con 37 tiendas,162 y Chihuahua, cuyos comerciantes no sólo abastecieron a los pobladores del mineral de Santa Eulalia sino también a los de todo el norte de la Nueva Vizcaya y aun a los de Nuevo México.163 Respecto de los pueblos minero-comerciales de la gobernación de Sonora y Sinaloa son de referirse los casos del real de Rosario, población de no más de 2 500 habitantes en la que hacia 1772 se hallaban establecidas “como cuarenta tiendas grandes de ropa y mayor número de las de comestibles”, y el del real de San Antonio de la Huerta o Soyopa, el que, teniendo tan sólo unos 800 habitantes, contaba por ese mismo tiempo con “veinte y cinco tiendas grandes de ropas y otras mercaderías”.164


    Es cierto que en el norte también hubo centros de población que, sin ser mineros, alcanzaron cierta importancia comercial, como Saltillo, Taos y Abiquiú, pero habría que preguntarse si las ferias anuales celebradas en estos lugares no fueron sino un efecto colateral de la minería de metales preciosos.


    Desde el inicio de la colonización española, minería y comercio se desarrollaron, pues, en una estrecha asociación, entre otras razones porque la producción de metales, particularmente de metales preciosos, no tenía sentido sino dentro de una economía de mercado. Entre los productores mineros y los comerciantes que los abastecían se trabó una relación tal que unos y otros se hicieron mutuamente indispensables, al grado de que, como lo dice West en su estudio sobre Parral, el transportista de mercancías y el tendero hubieron de ser figuras imprescindibles en las comunidades mineras.165 De manera simple y puntual decía esto un parralense del siglo XVII citado por el mismo West: “El minero no puede hacer cosa sin el mercader ni el mercader sin el minero”.166 Tan al parejo corrían una y otra actividades en las regiones mineras que el número de tiendas en funcionamiento no estaba determinado por el de la población avecindada en los pueblos ni tampoco por el desarrollo de las unidades de producción agropecuaria sino por los vaivenes de la producción de metales preciosos.167


    Redes de caminos y redes comerciales


    Los yacimientos de plata localizados en el Cerro de la Bufa, en territorios de recorrido de los indios conocidos como zacatecas, fueron descubiertos por un grupo de buscadores de metales procedente de los establecimientos coloniales que se habían fundado en la Nueva Galicia. No sólo provenían de esa entidad los integrantes de la expedición descubridora, inclusive su jefe, el vasco Juan de Tolosa; de algunos de los hombres que se habían hecho fuertes en la Nueva Galicia fueron también los recursos financieros que se emplearon tanto para la entrada como para la fundación del real que recibió el nombre de Zacatecas y para el inicio de la explotación de los minerales. Es explicable, por todo esto, que el nuevo distrito minero quedara incorporado a la Nueva Galicia y que la comunicación para el abastecimiento del mismo se estableciera inicialmente con las poblaciones neogallegas de Nochistlán, Juchipila y Guadalajara.


    Pero sucedió que, sin que esta conexión quedara suspendida sino tan sólo relegada, para 1549 ya se tenía una mayor comunicación con El Bajío, que empezaba a contribuir significativamente al abastecimiento de Zacatecas. La tendencia de los hombres de la minería y el comercio era la de encaminarse hacia la capital del virreinato, más que hacia la de la Nueva Galicia, y por efecto de este impulso tan sólo dos años más tarde ya se transitaba con regularidad por el camino que vino a unir Zacatecas con la ciudad de México, a donde era obligado llevar la plata para su acuñación en la Casa de Moneda y de donde habrían de remitirse a los flamantes centros mineros del norte los productos de importación.168


    En realidad, el camino de México a Zacatecas, que llegó a cobrar una importancia estratégica en lo que hace a la organización y funcionamiento del sistema comercial que más adelante será descrito, fue una extensión del camino previamente trazado y en uso que, partiendo de la ciudad de México, pasaba por Cuautitlán, Tepeji, Jilotepec y San Juan del Río, para luego llegar a Querétaro, población que durante algunos años fue punto de avanzada de los colonos españoles en los territorios de los cazadores-recolectores a los que se dio el nombre genérico de chichimecas. Puesta en operación la prolongación de ese camino, de Querétaro en adelante el tránsito se hizo por dos rutas alternativas, una que se desviaba por el noroeste hacia San Miguel (que más tarde sería llamado San Miguel el Grande) y otra, orientada más directamente hacia el norte, que se acercaba al Paso de Nieto y seguía luego por el de Jofre y los llanos de La Mohina. Ambas rutas se unificaban de nuevo en San Felipe, para pasar luego por los puestos de Ojuelos, Encinillas, Las Bocas, Ciénega Grande y Cuicillo antes de llegar finalmente a Zacatecas.169 Aunque en uso desde 1551 o quizá un poco antes, este camino fue habilitado en los años siguientes de modo que pudieran transitar por él incluso carros pesados.170


    La importancia de esta vía carretera que conectó el norte minero con la capital del virreinato derivó del hecho de que por ella habría de transportarse no sólo la plata zacatecana, sino también la de todos los reales de minas ubicados en el norte central e incluso en el occidente mismo y en las provincias del noroeste. Como también por este camino se condujo desde un principio la plata extraída de los minerales de Guanajuato, situados en el México central, no muy lejos de San Miguel y de Querétaro, puede decirse que por allí hubo de llegar a la ciudad de México la mayor parte de la plata que se producía en el país. Téngase en cuenta que la ciudad capital era sede de la Casa de Moneda, única que hubo en la Nueva España durante poco más de dos siglos y medio.


    En un sentido contrario al que tenían los flujos de la plata debieron circular los diversos productos de origen agropecuario y artesano-industrial que se obtenían en distintas regiones de la Nueva España y que sirvieron para el abastecimiento del norte minero. Para ello fue necesario que se desarrollaran vialidades regionales conectadas con los caminos que conducían a Zacatecas.


    Fue el caso de los principales caminos existentes en Michoacán, los que en la década de 1550-1560 fueron mejorados, ampliados y reorientados de manera que llegaran a entroncarse con el eje México-Zacatecas. El tráfico de Michoacán hacia Zacatecas se dio principalmente por dos rutas, una que partiendo de Valladolid pasaba por los pueblos michoacanos de Cuitzeo y Maravatío, para luego dirigirse por Apaseo y Chamacuero a San Miguel, sitio de entronque con el camino de Zacatecas, y otra más larga que de Michoacán avanzaba por las márgenes del río Lerma, pasaba cerca de las minas de Guanajuato y seguía por los lugares donde años después se fundarían León, Lagos y Aguascalientes, hasta unirse en Cuicillo con el camino de Zacatecas.171


    Tempranos fueron también los caminos que se extendieron por los territorios neogallegos y sirvieron para la comunicación con las nuevas poblaciones del norte central. Antes de que se descubrieran los minerales zacatecanos ya se había abierto camino de herradura entre Guadalajara, Nochistlán y Juchipila, camino que luego se hizo llegar hasta Zacatecas, con lo que quedó establecida una de las rutas empleadas para el tráfico entre este centro productor de plata y Guadalajara, población de la que aquél dependía en lo político y administrativo. Otra ruta que quedó fijada desde entonces iba de Guadalajara a Jalostotitlán y Teocaltiche, para unirse más adelante con uno de los caminos que procedían de Michoacán y se dirigían a Zacatecas.172


    Hacia fines del siglo XVI ya estaban en uso las vías que comunicaban los minerales de Charcas y el Cerro de San Pedro (San Luis Potosí) con el eje México-Zacatecas. Una de esas vías bajaba de Zacatecas a los dichos minerales; la otra iba de éstos a San Luis de la Paz y Querétaro, así que también por esta ruta fluyó la plata que tenía por destino la ciudad de México.


    En la medida en que se fue dando la expansión de la minería en tierras norteñas se fueron desarrollando nuevas redes viales, siempre en conexión con el eje troncal representado por el que de la ciudad de México iba a Zacatecas y que de allí se fue prolongando hacia el norte pasando primeramente por Fresnillo y Sombrerete, para luego seguir por Durango, Avino, Indee, Santa Bárbara, Parral y Chihuahua, todos ellos centros productores de metales preciosos o muy ligados a esa actividad económica. Camino Real de Tierra Adentro se le llamó a este largo e importante eje que aun antes de la fundación de los reales de Parral y Chihuahua ya se conectaba con las rutas que habían seguido hacia el interior del subcontinente de Norteamérica varios de los exploradores y conquistadores españoles del siglo XVI, entre ellos Juan de Oñate, conquistador de Nuevo México.173


    El tramo final de esta ruta que se introducía en las extensas tierras de la frontera septentrional de la Nueva España —o sea el que de Chihuahua iba a Santa Fe, capital de Nuevo México, y aun al más norteño pueblo de Taos— fue siempre de menor importancia que el resto del Camino Real de Tierra Adentro; ese tramo, llamado a veces Camino de Chihuahua, operaba en realidad como una más de las vías locales desprendidas del eje troncal. Pese a que el tráfico que se realizaba por él era poco intenso, cumplía la función de tener comunicada la provincia fronteriza de Nuevo México y hacer posible el abastecimiento de la misma. Camino que pasaba por grandes extensiones no colonizadas y tan sólo por un par de poblaciones españolas de modesto tamaño, que eran la de Paso del Norte y la de Albuquerque, tenía una longitud aproximada hasta el pueblo de Taos de casi 1 100 kilómetros, distancia que agregada a los 1 692 kilómetros que había de la ciudad de México a Chihuahua da una longitud total cercana a los 2 800 kilómetros para el Camino Real de Tierra Adentro,174 sin duda la vía continua más larga del país.


    Otra ruta de gran longitud corría de sur a norte, de forma más o menos paralela al Camino Real de Tierra Adentro. Era ésta la que comunicó los pueblos mayores existentes en las provincias de Rosario, Maloya, Copala, Culiacán, Sinaloa, Ostimuri y Sonora, localizadas en la vertiente exterior de la Sierra Madre Occidental y unificadas política y administrativamente en 1733 para constituir la gobernación de Sonora y Sinaloa. Pasaba esa ruta, entre otras poblaciones, por Escuinapa, Rosario, Mazatlán, Piastla, Elota, Culiacán, Mocorito, San Felipe y Santiago de Sinaloa, Ocoroni, El Fuerte, Álamos, Cumuripa, San Antonio de la Huerta y San Juan Bautista, varias de las cuales eran importantes centros mineros. Múltiples ramales desprendidos de esta vía conducían a otras poblaciones de la región, entre ellas los reales de minas ubicados en las estribaciones de la sierra.


    Por el sur, este camino se unía con otro que subía de Guadalajara a Acaponeta, pasando por Tequila, Barrancas, Ixtlán y Tepic, así que, aprovechando esta conexión, fue posible ir por esta ruta de la ciudad de México a las provincias del noroeste del país, aunque también se podía llegar a aquellas partes por el Camino Real de Tierra Adentro y las rutas transerranas que en seguida mencionaremos.


    En su extremo norte, el camino que pasaba por las provincias que formaron la gobernación de Sonora y Sinaloa tenía una cierta continuación con otro que iba de Sonora, concretamente del presidio de Fronteras, a las poblaciones de Janos y Casas Grandes, para luego entroncar con el Camino de Chihuahua y llegar hasta el Camino Real de Tierra Adentro. Este enlace transversal tenía la ventaja de correr por donde la Sierra Madre Occidental se deprime y registra alturas de menos de 1 500 metros sobre el nivel del mar; pero esa ventaja no la tuvieron otras rutas también transerranas, como la que cruzaba de la población neovizcaína de Yepachi a las sonorenses de Maycoba y Yécora; la que de Santiago Papasquiaro iba por Topia y Tamazula hasta Culiacán o la que quizá fue más transitada que las anteriores y que comunicaba Durango con Mazatlán. No parece que éstas hayan sido vías que pudieran seguirse con comodidad, pues atravesaban una sierra abrupta y ancha; pero su utilización no debe haber sido del todo inconveniente pues por ellas pasaban con bastante regularidad los arrieros conductores de mercancías, que al mismo tiempo eran los transportistas de los metales preciosos.


    


    
      Figura 2

      Camino Real de Tierra Adentro
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    Con el Camino Real de Tierra Adentro también se conectaban algunos caminos que se dirigían hacia el oriente, donde se localizaban poblaciones como las de Parras, Saltillo y Monterrey, exportadoras éstas de productos agrícolas y ganaderos. Se podía llegar a ellas por Mazapil, pero también por el sur, siguiendo la ruta de San Luis Potosí y Charcas.


    El cuadro de caminos presentado de manera esquemática en las páginas anteriores corresponde a lo que podemos considerar el espacio minero del occidente, el norte central y el noroeste de la Nueva España, y algunas de sus zonas de abasto. Lo que ese cuadro deja ver es que, si los numerosos centros mineros que hubo en aquellas regiones se hallaban dispersos en un área geográfica verdaderamente extensa, fragmentada además por la existencia de grandes barreras montañosas y otros obstáculos naturales, esa enorme zona de producción contó con una infraestructura caminera que le dio una cierta unidad e hizo posible el indispensable flujo de abastecimientos y el no menos indispensable contraflujo de plata.175


    Algo más que deja claro el cuadro trazado es que todo ese sistema de caminos tenía su punto de origen y su término en la ciudad de México, por la que pasaba una importante porción de los abastecimientos que iban a las provincias del norte y a la que finalmente llegaba la mayor parte si no es que la totalidad de la plata producida en el país. Ya dijimos antes que en la ciudad de México se ubicaba la Casa de Moneda, donde se acuñaba casi toda la plata y el oro producidos en la Nueva España. Agregaremos ahora que allí, en la capital, tenían su sede el Consulado que agremiaba a los más importantes comerciantes mayoristas del país y las oficinas centrales de la Real Hacienda. Razón tiene, pues, Antonio Ibarra al decir que el sistema de caminos que se extendía del centro de México hacia el norte del virreinato y el tráfico que en él se llevaba a efecto eran un reflejo “de la organización del mercado en el septentrión novohispano”,176 pues todos esos caminos servían no sólo para mantener abastecidas aquellas vastas extensiones territoriales sino también para recoger la plata que en ellas se producía y para concentrarla finalmente en la capital del virreinato.


    


    
      Figura 3

      Camino del Noroeste



      [image: 86510.jpg]

    


    Dos aspectos que hay que considerar respecto de la red caminera arriba descrita son el de las distancias que había entre los principales centros de distribución comercial y las zonas de mayor producción minera, y el de la calidad de los transportes y los caminos. Unos cuantos datos nos darán una idea de los recorridos que tenían que hacer arrieros y carretoneros para acceder, desde la ciudad de México, a algunos de los sitios productores de plata u oro: el recorrido hasta Zacatecas era de 683 kilómetros, hasta Durango de 980, hasta Chihuahua de 1 692, hasta San Luis Potosí de 478, hasta el real de Catorce de 687, hasta el de El Rosario de 1 225, hasta el de Álamos de 2 103.177 Los transportistas que llevaban sus mercancías en mulas recorrían un promedio de 17 kilómetros por día,178 así que para llegar a Chihuahua, por ejemplo, deben haberse empleado poco más de tres meses y más de cuatro para llegar al real de Rosario.


    Las condiciones de los caminos eran muy variadas, según los muchos testimonios que hay al respecto.179 Había caminos que se transitaban con una relativa facilidad, por estar trazados por terrenos llanos y firmes, pero había otros que atravesaban zonas serranas muy abruptas. Muchos de esos caminos se volvían intransitables en la época de lluvias, tanto por los atascaderos como por las crecidas de los ríos. Aunque desde fechas muy tempranas se utilizaron carros y carretas o carretones para transportar las mercancías, a menudo el mal estado de los caminos obligó a utilizar más bien atajos de mulas para el transporte, como lo refiere Humboldt.180


    A todos estos problemas se agregaban los relativos a la seguridad de las caravanas y la preservación de las mercancías. Para su mejor defensa, los transportistas viajaban armados y en el mayor número posible, sobre todo cuando tenían que cruzar por extensos despoblados;181 pero poco podía hacerse para evitar el deterioro y las mermas de las mercancías transportadas a tan largas distancias.


    Con todo, la actividad mercantil en el norte novohispano fue constante, sobre todo en los centros de producción de metales preciosos. Una prueba indicativa de la capacidad de consumo que había en los mercados norteños es el hecho de que, pese a las dificultades mencionadas y al consecuente alto costo de los fletes, la venta de las importantes cargas de mercancías que se enviaban al norte estaba por lo general asegurada. Se vendían bien las mercancías corrientes, particularmente los textiles, pero, como señala Hadley refiriéndose a Santa Eulalia y Chihuahua, incluso los artículos de lujo deben haber tenido buena demanda “puesto que las recuas los traían a la región continuamente”.182


    Intenso y continuo fue el comercio que se estableció entre la ciudad capital, abastecedora de manufacturas, y el norte productor de plata y de otros bienes de elaboración muy primaria y mucho menor valor económico. Esos rasgos se destacan en el siguiente pasaje del Ensayo político de Humboldt:


    Los millares de mulos que todas las semanas llegan de Chihuahua y de Durango a México —escribió el sabio alemán— traen, a más de las barras de plata, cuero y sebo, un poco de vino de Paso del Norte y harina, tomando en retorno lanas de las fábricas de Puebla y de Querétaro, géneros de Europa y de las Islas Filipinas, hierro, acero y mercurio.183


    Si efectivamente tal era el tráfico de bestias de carga que semana a semana iban y venían entre Chihuahua, Durango y la ciudad de México, y tales el flujo y el contraflujo de mercancías, tenemos que pensar que se trataba de mercados muy dinámicos y con un alto grado de integración.


    Más adelante explicaremos cómo era que los mercados norteños operaban en muy amplia medida como mercados cautivos. Por ahora lo que procede es decir algo sobre la organización del aparato comercial que hacía que los caminos del septentrión operaran básicamente como vías de un comercio bien integrado y de largo alcance que tuvo una vertiente interregional dentro de la Nueva España y otra ultramarina cuyas ramificaciones iban más allá de las fronteras del imperio español.


    Como lo apuntamos páginas atrás, el mercader fue un personaje omnipresente en los reales de minas. No hubo explotación minera grande o pequeña que pudiera llevarse a cabo al margen de la actividad de los hombres del comercio ni éstos dejaron de seguir afanosamente a los buscadores de metales y de arraigarse junto a los que tenían éxito en sus búsquedas. Tan prestos estaban los comerciantes a acudir a los sitios en que se descubrían yacimientos de plata u oro que es seguro que no menos en ellos que en los mineros pensaba el franciscano Arlegui cuando escribió que, en cuanto se hacía un descubrimiento, inmediatamente acudía multitud de gente al eco sonoro del metal precioso. Aun en los casos de explotaciones tan precarias como eran las de los placeres de oro, los comerciantes acudían casi tan pronto como los gambusinos a los lugares donde se recolectaban los granos del metal, como en el siglo XVIII sucedió en La Cieneguilla y otros sitios de la provincia de Sonora.184


    No sólo fue la de los hombres del comercio una presencia generalizada en el mundo de la minería; fue también relativamente numerosa y, por tanto, conspicua. A principios del siglo XVII, el obispo De la Mota y Escobar hacía ver que en ciertas épocas del año llegaban a Zacatecas entre 100 y 200 negociantes y comerciantes,185 lo que sugiere que el poblado, ya para entonces distinguido con el título de ciudad, estaba inserto en un circuito comercial establecido y de una apreciable magnitud. La producción de plata hacía de la ciudad un mercado que en ese entonces difícilmente tenía parangón en la Nueva España. Decía De la Mota: “Entre las cosas que hacen a una ciudad famosa una es la gran copia de oro o plata que de ella se saca y en ella hay, y merece por esta razón la de Zacatecas renombre de famosísima por la innumerable cantidad de plata que de ella se ha sacado y saca el día de hoy.”186


    Observaba también el obispo que en ese lugar había pocos nobles que fueran ricos, y que los que lo eran debían su fortuna a la minería; pero que, en cambio, “entre la gente intermedia”, o sea, la que no pertenecía a la nobleza, había un gran número de “mercaderes de tienda pública” que se habían enriquecido y giraban entre veinte y cuarenta mil pesos, sin que faltaran entre ellos tres o cuatro cuyas fortunas ascendían a los cien mil pesos.187 Daba cuenta el mismo informante de que estos comerciantes llevaban de México “todo género de ropa de Castilla, paños, lienzos, sedas, vino, aceite, hierro [y] especias”, lo mismo que “ropa y sedas de esta tierra y de la que se trae de China”, todo lo cual, decía, “se trajina y trae a esta ciudad en carros y carretas”.188


    De todas estas impresiones conviene destacar varios puntos de indudable interés. Uno de ellos es el de la correspondencia que había, según el testimonio del obispo, entre una producción de plata fuera de lo común y un movimiento comercial notable por el número de personas involucradas en él y por la magnitud de los capitales en giro, lo que hace pensar también en la situación contraria: que donde decaía la saca del metal o se agotaba éste el comercio también se venía abajo. Otro punto es el de la insinuación de que con el comercio se habían formado más fortunas individuales que con la minería, lo cual, de ser constante, indicaría una desigual distribución de los beneficios de la producción. El otro punto es el dato de que todos los comerciantes establecidos se abastecían en la ciudad de México.


    Aunque referidos estos dichos del obispo a un caso particular —el de Zacatecas— en un cierto momento de su desarrollo —los primeros años del siglo XVII—, es posible y pertinente asumirlos en términos hipotéticos para tratar de establecer en qué medida esas situaciones se podían ver reproducidas en los demás centros minero-comerciales. A eso dedicaremos lo que resta de este apartado y el siguiente.


    Entre los mercaderes que actuaban en Parral en el siglo XVII, West identificó los siguientes tipos: 1) el tendero independiente, dueño único de su negocio y radicado permanentemente en el lugar; 2) el agente o socio de alguno de los grandes comerciantes de la ciudad de México que tuviera tienda establecida de fijo o temporalmente allí mismo en Parral, y 3) el mercader viandante.189 Estos mismos tipos son mencionados por Hadley para los casos de Santa Eulalia y Chihuahua,190 y seguramente los encontraríamos representados en todos los grandes centros minero-comerciales de la Nueva España. Pero no es de pensarse que los comerciantes que se hallaban en esas distintas situaciones pudieran negociar sin tener dependencias externas y sin relacionarse unos con otros, ya en lo tocante a su propio abastecimiento, ya en lo referente a la colocación de sus mercaderías.


    Para abastecerse de géneros manufacturados, el tendero independiente tenía que recurrir a alguna casa comercial suficientemente fuerte, que pudiera surtirlo de todos los productos que necesitara y que, además, pudiera dárselos total o parcialmente a crédito, como era lo usual entonces en el trato comercial. Y sucedía que las casas que se encontraban en esa situación eran las de los comerciantes mayoristas de la ciudad de México, algunas de las cuales tenían efectivamente agentes y tiendas en los lugares de provincia que resultaban de su conveniencia. Entre estos lugares se encontraban los pueblos minero-comerciales importantes, como eran precisamente los de Parral, Santa Eulalia y Chihuahua. Quizá la diferencia entre un tendero con negocio propio y uno que obraba como empleado o como asociado de un comerciante capitalino radicara en que el primero se ocupaba de expender principalmente mercaderías de origen regional y el segundo era más que otra cosa un distribuidor de manufacturas tanto de importación como del país. Es también de suponerse que, por el respaldo que le daba su correspondiente de la capital, el segundo tuviera mayor solvencia que el primero. Por último tendríamos al mercader viandante, que se encargaba de vender las mercancías en los muchos centros de consumo menores en los que no había tiendas establecidas. Éste no tenía más alternativa que ser habilitado con géneros de todo tipo por el tendero independiente, que a su vez adquiría sus mercancías de otros comerciantes, o por el que dependía directamente del almacenero de la ciudad de México, aunque seguramente le convenía más estar asociado con este último.


    No parece ser que estos comerciantes tuvieran esferas de operación enteramente desconectadas entre sí ni que alguno de ellos fuera en verdad autosuficiente y autónomo. Sus formas de gestión mercantil tenían más bien un carácter complementario, incluso en el caso del almacenero de la ciudad de México, abastecedor o socio de comerciantes que, por estar establecidos en los puntos nucleares de los mercados regionales, le permitían al mayorista dar salida a sus mercancías.


    Si los comerciantes de los distintos niveles eran mutuamente dependientes y se complementaban en el ejercicio mercantil, lo que representaba el vínculo objetivo que ligaba de modo particular a unos comerciantes con otros era el crédito, la posibilidad de operar en plazos perentorios con recursos ajenos.191 En vano buscaríamos en las localidades minero-comerciales algún comerciante exitoso que no girara sino un caudal propio; las evidencias documentales y los estudios modernos más bien indican que todo comerciante particular, ya actuara individualmente o en sociedad, podía ejercer su giro gracias a que había otro comerciante de mayores recursos que lo abastecía y lo financiaba. Un comerciante mayorista o un intermediario suyo podían refaccionar con mercancías dadas a crédito a tantos distribuidores como se lo permitieran sus recursos, pero era práctica común que cada distribuidor negociara con un solo proveedor.192


    Tenemos así que la integración de los hombres del comercio era vertical, en líneas de insalvable dependencia crediticia, incluso cuando dos o más llegaban a formar compañías para comerciar en alguna localidad.193 Es bien sabido que quienes estaban en la cúspide de estas cadenas mercantiles y manejaban los hilos de las redes de distribución fueron durante casi todo el periodo colonial mayoristas de la ciudad de México; pero también se sabe bien que el buen éxito de éstos dependía de su capacidad para formar y manejar una eficiente red de distribución en las provincias. “Ningún mayorista prosperaba —afirma Kicza— a menos que fuera capaz de sostener una cadena de tales afiliados regionales”.194


    No ignoraban los almaceneros capitalinos que muchas de las mercancías importadas que ellos manejaban, como las telas y prendas de vestir finas o los artículos de hierro y acero, tenían en el norte minero una demanda amplia y segura. A estos hombres de negocios más les interesaba tener una presencia comercial en esa parte del país que en el sur, afirma Christiana Renate Borchart, porque eran “sobre todo los centros mineros los que les ofrecían... interesantes posibilidades de venta”.195 Y agregaríamos nosotros que también porque en esos centros podían hacerse de plata o de oro, posibilidad que no tenían, al menos en la misma medida, en otras partes del país donde también intervenían comercialmente.


    Una manera de incursionar en los mercados dinamizados por los metales preciosos, quizá la más ventajosa y segura, era la de tener una sucursal o un representante del negocio propio en alguna localidad de los distritos mineros, con lo cual el mayorista no sólo podía asegurar sus ventas sino también quedar en condiciones de obtener a cambio el metal que, acuñado, le permitiera conservar un cierto estándar de liquidez. Preferían los almaceneros capitalinos tener en las localidades mineras administradores asociados y no simples empleados,196 quizá porque así se repartían las responsabilidades al mismo tiempo que podía incrementarse el interés de los asociados por aumentar las ganancias. Los agentes comerciales destacados en los centros mineros no sólo actuaban como expendedores de mercancías sino que debían cumplir la delicada tarea de otorgar créditos a la producción y asegurarse de recibir luego la plata que debía ser enviada al correspondiente capitalino.197


    Aunque no siempre se hiciera de manera directa, no fue circunstancial sino a todas luces constante la intervención de los miembros del Consulado capitalino en el comercio de los centros mineros, si bien esa intervención era más amplia cuando se producía alguna bonanza.198 María Teresa Huerta registra los nombres de algunos de los que actuaron en el real de Chihuahua en distintos momentos de la primera mitad del siglo XVIII: José de Larribas, Luis Sáenz de Tagle, Juan de Bassoco, Francisco Díaz de Tagle, Nicolás López de Landa, Lucas de Careaga, Pedro Sánchez de Tagle, Francisco Antonio Sánchez de Tagle, Juan Ignacio de la Vega Sotomayor, Juan Bautista de Arosqueta, Luis Monterde y Antillón, Francisco Ugarte y Domingo de la Canal.199 En esta información hay indicios de una cierta continuidad familiar, pero es de dudarse que todos los nombrados estuvieran unidos por lazos de parentesco.


    Mediante el estudio de los poderes generales que comerciantes de la ciudad de México otorgaban a quienes serían sus correspondientes fuera de la capital, Cristiana Renate Borchart pudo identificar algunos de los lugares donde tenían agentes los comerciantes capitalinos. Esos lugares eran señaladamente centros mineros de importancia, como Sultepec, Temascaltepec, Zacualpa, Guanajuato, Bolaños, Zacatecas, Sombrerete, Fresnillo, Durango, Indee, Mazapil, Parral, Chihuahua, Sierra de Pinos, Álamos y La Cieneguilla.200 Esta lista no es en modo alguno limitativa y podemos estar seguros de que otras búsquedas en los archivos la harían crecer; pero bastará ella para confirmar que los almaceneros capitalinos procuraban intervenir en el comercio de los principales centros mineros del país.


    Encontró también la autora que citamos que no eran igualmente amplias las redes mercantiles manejadas por cada uno de los comerciantes mayoristas de la ciudad de México. Algunos, dice ella, tenían intereses muy localizados en alguna población de la provincia; pero, en cambio, los había que manejaban redes comerciales muy extendidas desde el punto de vista territorial. En el periodo estudiado por la autora (1758-1779), Manuel de Rivascacho, por ejemplo, negociaba lo mismo en Guanajuato que en Zacatecas, Mazapil y otras poblaciones, en tanto que un nieto suyo, José Mariano de la Cotera y Rivascacho, lo hizo luego, entre otros lugares, en San Luis Potosí, Charcas, El Venado y Chihuahua. Los negocios de otro comerciante de la época, Antonio de Villar Lanzagorta, se localizaban en Aguascalientes, Bolaños, Zacatecas, Durango, Chihuahua e inclusive Culiacán.201


    No sería posible evaluar las inversiones que el conjunto de los miembros del Consulado de comerciantes tuvo en algún momento dado en los centros minero-comerciales, pero podemos estar seguros de que alcanzaban montos considerables. En Chihuahua, tan sólo en un año, el de 1763, por ejemplo, el comerciante capitalino matriculado en el Consulado, Jacobo Duro, tuvo un negocio en el que hizo una inversión de 67 697 pesos, su congénere Juan de Guardamano uno en el que invirtió 81 470 pesos y el también comerciante matriculado Antonio de Villar y Lanzagorta uno para el que, con otros socios, aportó 70 000 pesos.202 Estas cifras, que suman más de 218 000 pesos, correspondían seguramente al valor de las mercancías con las que ese año se surtieron los negocios locales de los tres comerciantes nombrados, que no son sino algunos de los que, estando radicados en la ciudad de México, tuvieron entonces tienda subalterna en Chihuahua.


    Un caso digno de mencionarse, que no sabemos si fue excepcional, es el del comerciante capitalino Rodrigo Antonio de Neyra, el que, según un inventario de sus bienes levantado en 1777, tenía en Chihuahua, Parral, Sombrerete, Zacatecas y el real de Rosario inversiones que en conjunto ascendían a más de 600 000 pesos, parte de las cuales eran dependencias activas, es decir, deudas que diversas personas, comerciantes seguramente, tenían con él.203


    A veces, el comerciante capitalino no negociaba personalmente fuera de la capital sino que hacía llegar sus mercancías a intermediarios o factores para que las reexpidieran a los lugares donde podían ser consumidas. Gracias a esta práctica, algunas poblaciones, como Querétaro, Zacatecas, Durango, Chihuahua, Guadalajara o Rosario, tuvieron el carácter de centros de depósito y reexpedición de mercancías y cobraron con ello una gran importancia comercial. Probablemente esta función delegada a intermediarios o factores nos ayude a entender por qué en Querétaro, que no era un centro minero sino manufacturero, en 1791 operaban casi 150 comerciantes, muchos de los cuales pueden haber sido, como sugiere John C. Super, socios de los comerciantes capitalinos.204


    Las ferias comerciales que se celebraban año con año en sitios prefijados contribuyeron en gran medida a ampliar el tráfico de mercancías. Las más importantes del área geográfica de nuestro interés fueron la de San Juan de los Lagos, población neogallega que obró como puerta de entrada de mercancías destinadas a las provincias del norte, y las de las poblaciones norteñas de Chihuahua, Saltillo y Taos. Estas ferias daban lugar a la movilización de grandes volúmenes de mercancías y gran número de gente. A la de San Juan de los Lagos, que se abría en noviembre y concluía en diciembre, concurrían hacia la última década del siglo XVIII unas 35 000 personas, entre vendedores, compradores y otros visitantes. En 1792, a ese lugar se llevaron para su consumo “4 000 tercios de efectos de Castilla” y otros tantos de efectos de “la tierra”, lo que podría estar indicando la introducción anual de varios cientos de toneladas de mercancías. El valor declarado de las ventas ascendió entonces a unos 500 000 pesos, aunque hubo al parecer una cantidad superior a ésta de ventas no declaradas.205


    De las ferias que se efectuaban más al norte, la que alcanzó más celebridad fue la de Saltillo, cuya realización en los meses de septiembre y octubre convocaba a productores regionales y a mercaderes que llegaban del sur con sus cargamentos de manufacturas.206 La feria tuvo una gran importancia logística para la integración comercial de las provincias del noreste, tanto por la ubicación estratégica de Saltillo como por la prohibición que había de utilizar los puertos del golfo para el abastecimiento regional. Aun cuando la región no fuera productora de plata, no fue aquél un mercado marginal que funcionara fuera de la órbita de los comerciantes capitalinos, ya que varios de los mercaderes saltillenses operaban en conexión con homólogos suyos de la ciudad de México.207


    Mayor importancia comercial que Saltillo tuvo Chihuahua, pese a que su feria, celebrada en el mes de enero, haya sido menos renombrada que la de la otra población norteña. Se explica esto porque el chihuahuense no fue un comercio de ocasión sino que se desarrollaba de manera permanente durante todo el año. Los comerciantes locales y sus correspondientes externos actuaron lo mismo como abastecedores de centros mineros de la Nueva Vizcaya y del norte de Sonora que de las provincias aledañas que no tenían producción minera significativa y en las que no se disponía más que de productos agropecuarios y artesanales para comerciar.


    La feria de Taos tuvo el carácter de un encuentro anual en el que comerciantes de Nuevo México entraban en tratos con los pueblos de los territorios vecinos que no estaban sometidos al dominio español.208 De similar naturaleza, aunque de menor importancia y regularidad, fue la feria que llegó a celebrarse en Abiquiú, también en la provincia de Nuevo México.209


    El sistema monopólico de comercio y las condiciones de su reproducción


    Durante poco más de dos siglos, de fines del siglo XVI a fines del XVIII, la única agrupación gremial de comerciantes que hubo en la Nueva España fue el Consulado de la ciudad de México, al que estuvieron obligados a afiliarse todos los mayoristas independientes radicados en la ciudad capital, que no parece que hayan sido más de unos 130 en la segunda mitad del siglo XVIII210 y que llegaron a ser unos 200 individuos en los últimos años de la dominación española,211 aunque no todos eran igualmente ricos y poderosos.


    Los integrantes de este cuerpo manejaron los principales circuitos comerciales novohispanos de un modo que ha sido caracterizado como monopólico por cuanto que fueron estos comerciantes los únicos que estuvieron en posibilidad de adquirir al mayoreo las manufacturas importadas por los puertos autorizados, que eran los de Veracruz y Acapulco; de distribuir en todo el ámbito virreinal esas manufacturas y las del país, gracias a las redes comerciales que tenían establecidas; de ser los receptores privilegiados de los metales preciosos en pasta y de algunos otros productos de alto valor comercial, como la grana cochinilla, cultivada principalmente en las provincias del sur, y, en fin, de concentrar una parte considerable de la moneda en circulación, incluso la recién acuñada, y de tener así la liquidez necesaria para perpetuarse como importadores.


    El control de estas distintas fases del proceso de circulación de las mercancías y de la moneda, aunado a los privilegios corporativos de que gozaron —como el de disponer de un tribunal especial para resolver sobre asuntos mercantiles—, permitió a los comerciantes matriculados en el Consulado mantener estable por largo tiempo un sistema de comercio que les era altamente favorable, aunque no necesariamente lo fuera para los productores. Si bien ese sistema de comercio se aplicó en todo el virreinato, es pertinente y válido examinar de un modo particular su funcionamiento en las provincias norteñas de la Nueva España, en las que se producían en una buena proporción la plata y el oro novohispanos, elementos articuladores del mercado interno y de éste con el exterior.212


    Asevera Pedro Pérez Herrero que el control de la distribución de mercancías por parte de los almaceneros capitalinos no era sino la precondición para llegar a controlar la circulación de los metales preciosos, fin primordial de dichos comerciantes.213 La pretensión de hacerse con la mayor cantidad posible de esos metales se explica porque en valores en metálico se expresaba en último análisis la ganancia comercial, pero también porque la posesión de plata y oro bajo su forma monetaria les permitía a los mayoristas capitalinos reiniciar el ciclo mercantil y mantenerse activos como negociantes. Así que quizá más que de un fin deberíamos hablar de una condición para asegurar la continuidad del sistema. Como señala Ruggiero Romano al comentar las mencionadas afirmaciones de Pérez Herrero: “era gracias al monopolio de la ‘liquidez’ como ellos [los miembros del Consulado] aseguraban ‘el monopolio del comercio’ ”.214


    El manejo comercial de las manufacturas era estratégicamente importante por la demanda que ellas tenían en las regiones donde se producían metales preciosos. Las que provenían de Europa y Asia e ingresaban al país por los puertos de Veracruz o Acapulco incluían por lo general textiles —tanto telas variadas, encajes e hilos, como prendas de vestir—, efectos de hierro y acero, jarcias, aperos de trabajo, papel, utensilios de uso doméstico, vinos y algunos otros productos comestibles, como aceite de oliva. Nos dice Christiana Renate Borchart que el registro globalizado que en las listas de alcabalas se hacía de los productos de importación no permite conocer el detalle de las mercancías que ingresaban al país. No obstante ello, la autora se persuade de que los géneros importados eran textiles en su mayor parte. Da por otra parte la información de que los textiles que tenían inventariados tres de los comerciantes mayoristas de la ciudad de México provenían de España, Francia, Flandes, Silesia, Inglaterra y China,215 lo que hace pensar que seguramente eran también de muy diversa procedencia los efectos importados con que negociaban los demás almaceneros.


    En los estudios modernos sobre los reales de minas del norte del México colonial podemos encontrar referencias a la introducción en los mercados locales de los géneros importados de Europa y Asia, así como de los que se llevaban del centro, el occidente y el sur del país, que a veces aparecen también como importaciones tan sólo por proceder de otras partes del virreinato. Bakewell anota que a Zacatecas llegaban manufacturas de España y China, pero también de Puebla, Michoacán, Guadalajara y hasta Campeche.216 Productos manufacturados europeos, asiáticos y novohispanos eran asimismo los que ingresaban para su venta en Parral, según lo mencionan West y Alatriste,217 y en Chihuahua, como lo indica Hadley.218 El grueso de esas importaciones consistía en textiles, introducidos ya fuera en forma de piezas de tela, hilos o ropa.219


    El examen de algunas facturas existentes en el Archivo General de la Nación nos permite tener una idea acerca de los textiles del país y del extranjero que se enviaban al norte. Aunque son facturas expedidas a nombre de la proveeduría de los presidios de la región, asignada a la sazón (1788) al comerciante Francisco Guizarnotegui, hemos de admitir que la composición de los envíos hechos a los cuerpos militares debe haber sido similar a la de las remisiones que se hacían a los comercios de los centros mineros. Ese año de 1788 se enviaron a Chihuahua, con cargo a Guizarnotegui, textiles europeos que comprendían sargas, bramantes, bretañas, chalonas, angaripolas, cotonías de hilo, estopillas finas, estopillas labradas, olanes, batistas, pintadas, hilo de muñequilla, pontivíes finos, tripes azules de Francia, medias de algodón, bayetas, mascadas de marca, calcetas de Galicia, paños de primera y listones de Granada. De Puebla se enviaron mantas de siete octavos de barco de Cholula, sombreros de tarea, sombreros finos, mitán amarillo, bayetas, abrigos de cotense, bombasíes, colchas cameras de Acacingo, cordoncillos, lanquines, rebozos acuartados, tresados, listados y de trama jaspeada, mantas de dos tercios de barco de Tlaxcala y de Cholula, mantas de siete octavos alanquinadas, cambayas y colchas de Tlaxcala para abrigo. De Querétaro, en fin, se enviaron paños, jergas de abrigo y colchas sanmigueleñas.220 En este envío el valor total de los productos provenientes del extranjero fue de 43 710 pesos, en tanto que el de los productos “de la tierra” ascendió a 35 865 pesos, o sea que estos últimos componían alrededor del 45 % del cargamento remitido.


    Aun a riesgo de ser reiterativos conviene resaltar el hecho de que en los mercados norteños se introducían por igual productos ultramarinos y del país. Las manufacturas novohispanas —principalmente textiles, pero también loza y artículos de madera, cuero y metal— concurrieron desde fechas muy tempranas a los mercados del norte minero. Su transporte y distribución se hicieron a la par que los de las mercancías importadas provenientes de Europa y Asia. Tanto las producciones “de la tierra” como las de importación fueron manejadas por los mismos agentes, dentro de las mismas redes de distribución y con los mismos sistemas de negociación, basados en general en el crédito.221


    Para los comerciantes mayores y menores no parece haber habido inconvenientes, sino, antes bien, ventajas en cuanto a que fluyeran juntas y a su cargo las mercancías importadas y las del país, puesto que unas y otras tenían destinatarios diferenciados: los productos de importación eran adquiridos por los consumidores de mayores recursos económicos, mientras que los productos “de la tierra” constituían el único consumo posible de la gente de medianos o escasos recursos, como era el caso de los trabajadores asalariados y quizá de la mayoría de los pequeños mineros y agricultores.222 Al distribuir lo mismo mercancías de alto precio y calidad que otras de precios más bajos y calidades corrientes, los comerciantes se hallaron en posibilidad de surtir de manera integral aquellos mercados norteños.


    Las manufacturas eran géneros que no figuraban sino en la oferta de los comerciantes integrados en las redes que manejaban los almaceneros capitalinos, de lo que resultaba que esos comerciantes pudieran penetrar en los mercados locales sin más competencia que la que se establecía entre ellos mismos. Pero para llegar a ciertos sectores de consumidores, como eran el de los mineros pobres y el de los miles de gambusinos que se esparcían en los placeres de oro, era indispensable que los distribuidores de manufacturas también lo fueran de productos agropecuarios, de allí que los circuitos comerciales que iban de la capital a los centros de consumo tuvieran que estar conectados con las redes de circulación de productos regionales. En cualquier caso era la venta de manufacturas la que aseguraba las mayores ganancias y la que resultaba en la canalización de los metales hacia fuera de la región.


    En las relaciones comerciales, el crédito fue un recurso que se utilizó por necesidad de manera generalizada. Orillaban a ello dos hechos persistentes, resultantes ambos de las prácticas mercantiles establecidas: la escasez de moneda, agudizada cíclicamente, y la falta de liquidez de los comerciantes subalternos. Aparte de sus efectos económicos (los de hacer viables la circulación de mercancías y, como veremos, la producción misma), el crédito era un instrumento que obligaba a la disciplina comercial y establecía líneas de dependencia. Por eso, pese a las distancias y al gran número de intermediarios, los comerciantes del Consulado de México pudieron controlar tanto los flujos de manufacturas hacia la periferia minera del país como los contraflujos de plata.223


    Operante, como es evidente que era, el crédito comercial no dejaba de tener sus riesgos, lo mismo para los mayoristas que para los minoristas. Se sabe que aquéllos tenían en sus registros contables un buen número de dependencias activas, o sea de cuentas de deudores,224 sin embargo de lo cual muchos podían manejar con buen éxito su cartera de créditos. Dos condiciones básicas debían cumplirse para que el crédito resultara operante dentro del sistema establecido: que los deudores pagaran efectivamente a sus acreedores y que lo hicieran dentro de un plazo razonable, el que podía ir de unos cuantos meses a un año a lo sumo. Las moratorias en la redención de los adeudos o la quiebra definitiva de algún deudor —ya fuera productor o comerciante— no sólo podían afectar el caudal en giro de los acreedores sino también, en casos extremos, provocar el fracaso de éstos como comerciantes.


    Es de pensarse que los tenderos locales y los viandantes estaban más expuestos a sufrir un grave quebranto en sus negocios cuando sus deudores dejaban de pagarles, pero, aunque esto representaba también un riesgo para los almaceneros capitalinos que patrocinaban a los minoristas, era un riesgo que los de la capital debían correr porque la función principal de los minoristas era hacerse con la plata (o el oro en algunos casos) de su clientela, para luego remitir el metal a sus respectivos proveedores.225 Cabe decir aquí que de toda la plata que salía de los campos mineros poca era la que eventualmente volvía a ellos en forma de moneda.226


    El crédito dado entre comerciantes tenía por objeto hacer posible la circulación extensiva de las mercancías, de la que dependía en buena medida el negocio de los mayoristas y sus dependientes. Pero también era del interés de la gente del comercio otorgar crédito a los productores, un crédito al que se aplicó comúnmente el nombre de avío y que se daba precisamente para fomentar la producción y, con ello, estimular el mercado local. De otorgarlo se encargaban tanto los tenderos locales como los mercaderes viandantes, a todos los cuales se les conocía como aviadores.


    Para el minero, el avío era indispensable, pero también gravoso. Cuauhtémoc Velasco cita a un minero, no del norte sino de Pachuca, que, describiendo las estrechas condiciones en que se desarrollaban las actividades mineras, decía que sin avíos era imposible que se sacara plata de las minas, si se tenían dichos avíos pero no se pagaban oportunamente no se volvería a contar con ellos ni a producir, y si se tenían y se pagaban con puntualidad resultaban de tal manera onerosos que nunca podían los dueños de minas tener un justo aprovechamiento de su actividad productiva.227 En parecida situación se encontraba la mayoría de los productores que se dedicaban a actividades agropecuarias en los territorios norteños.


    Esta forma de financiamiento de la producción hacía pensar en la época que los comerciantes eran los inexcusables promotores de la economía. En un dictamen que suscribió en 1787 el asesor general de las Provincias Internas, Pedro Galindo Navarro, se asienta que los individuos del comercio de Chihuahua eran los que “con sus fondos, anticipaciones y avíos” promovían “la agricultura, cría [de ganado] y laborío de las minas”,228 certeza que también tenía el entonces gobernador-intendente de la Nueva Vizcaya, Felipe Díaz de Ortega, quien dijo en un informe rendido a sus superiores: “sin el comercio cesan las minas y haciendas, por ser todas por él habilitadas”.229 No eran falsas estas percepciones sino tan sólo superficiales.


    La minería novohispana requirió desde un principio de patrocinadores financieros y los seguía requiriendo en las postrimerías del periodo colonial. Aun en centros mineros consolidados, como Zacatecas, pocos eran los dueños de minas que podían autofinanciarse, asegura Frédérique Langue.230 Personas tan conocedoras de la minería novohispana como Juan Lucas de Lassaga y Joaquín Velázquez de León hacían ver en 1774 que en todo el país habría acaso unos diez mineros o pocos más que no tuvieran necesidad de recibir apoyo financiero.231 Según esto, el de la insolvencia no era un problema que afectara exclusivamente a los mineros pobres, pues pesaba sobre todos los que se dedicaban a esta actividad, con contadísimas excepciones. Por ello, los aviadores resultaban indispensables para que la producción minera no se detuviera, lo que, a su vez, era condición necesaria para mantener activos los mercados que más interesaban a los grandes comerciantes. Dicho de otra manera, tan imperativo era para el minero recibir el avío como para el mercader otorgarlo.232


    Sin embargo, la relación comercial entre mineros y comerciantes no respondía al consagrado principio de par pro pari, no estaba marcada por la igualdad. La balanza se inclinaba en favor de los intereses del mercader, el que tenía la posibilidad de “dar la ley en los precios”, como se decía entonces, sin que los consumidores pudieran hacer cosa alguna para equilibrar los tratos, puesto que si rompían su relación con los aviadores quedaban marginados no sólo del mercado sino también de la producción.


    Casi está por demás decir que diversos y cambiantes factores determinan los precios que las mercancías alcanzan en los mercados. Esos factores pueden ser estrictamente económicos o extraeconómicos. En el caso de los mercados del norte minero —de igual modo que como ocurría en los del resto de la Nueva España—, aparte de los factores económicos que determinaban los que podríamos llamar precios base, ha de considerarse la incidencia que en los precios manejados de hecho en las transacciones mercantiles tenían las prácticas comerciales monopólicas, apuntaladas en el terreno operativo por la generalizada utilización del avío, dado casi invariablemente en especie y el que, por ser imperativo para la mayoría de los productores, le permitía al mercader fijar en favor suyo los términos del intercambio.


    La disparidad de los valores intercambiados se exacerbaba en los puntos terminales de los circuitos, cuando el tendero local, el regatón o el mercader viandante daban su mercancía ya no a intermediarios sino a consumidores, como eran, entre otros, los mineros. Un observador bien enterado señalaba que en los reales de minas de la gobernación de Sonora y Sinaloa era común que los mercaderes que aviaban a los mineros entregaran sus mercancías a precios excesivamente altos y, encima de ello, les impusieran un sobreprecio de un real por cada peso de mercancía (usado allí el peso como moneda de cuenta, exigían que se les dieran nueve reales por cada peso de mercancía, siendo así que el peso estaba tasado en ocho reales), mientras que esos mismos mercaderes no recibían la plata o el oro sino con descuento.233 La arbitraria manipulación del valor asignado al peso alcanzaba extremos de escándalo en Nuevo México, donde los referentes monetarios de las operaciones comerciales eran el peso de plata de ocho reales, el “de proyecto”, el “antiguo” y el “de la tierra”, todos ellos con distinto valor y los tres últimos enteramente imaginarios.234


    La proporción del aumento de los precios puede ejemplificarse con el caso de la tela llamada bayeta, la que en la ciudad de México se vendía a 3 reales la vara, y aun cuando “agregándose los demás gastos de encomienda [o sea, de intermediación], alcabala y flete” su costo no pasaba de 4 reales cuando la recibía “el mercader más distante”, era expendida en el mercado local a un precio regular de 8 reales, o sea que el precio de la última venta duplicaba el costo real.235 En Chihuahua, Nuevo México y Sonora, aseguraba un observador, el comerciante monopolista hacía su negocio vendiendo a 10 lo que había comprado a 5 e imponiendo así un “exorbitante precio” a sus géneros, aunque fueran “los más burdos y ordinarios”.236 No podemos dudar que ocasionalmente se dieran excesos aún mayores, como uno que consignaba el comandante general de las Provincias Internas de Oriente, José Joaquín Arredondo, quien decía que la pieza de bretaña que en Veracruz valía 7 pesos en algunas partes de las provincias de su mando se vendía nada menos que en 28 pesos,237 aumento que tal vez no haya sido excepcional, pues en Nuevo México los paños de Cholula y Querétaro tenían un precio cuatro veces mayor que el de la ciudad de México.238


    Por supuesto que las elevadas ganancias que se obtenían con el aumento de los precios de las mercancías no quedaban tan sólo en manos del último minorista ni tampoco en las de los tenderos locales, por importantes que éstos fueran; se distribuían entre todos los comerciantes y transportistas que integraban el aparato de distribución comercial, aunque siempre el almacenero capitalino se quedara con la parte del león. Bernd Hausberger sintetiza así toda esta situación:


    El fomento de las minas se hacía por los comerciantes locales, los que a su vez dependían del crédito de alguno de los grandes almaceneros de México... Los géneros en los lejanos mercados mineros eran caros; al mismo tiempo, el metal producido era comprado a precios bajos. Esto garantizaba al comercio tasas de ganancias sumamente altas, aunque lo ganado se repartía generalmente entre varias personas debido a la intermediación de cada vez más representantes del comercio provinciano.239


    Puesto que el sistema comercial era de suyo oneroso, la elevación de los precios parecía, si no legítima, sí inevitable. Así lo consideraba Pedro Galindo Navarro, asesor de la Comandancia General de las Provincias Internas, quien en un parecer suyo hacía ver que, si en Chihuahua las mercancías se expendían “a precios más subidos que los corrientes en [la ciudad de] México”, era porque se tenían que cargar a los géneros las alcabalas y portes, así como las comisiones y premios de los aviadores y de todos los demás intermediarios que participaban en la distribución de las mercancías.240 Una tal consideración, que refería escuetamente las causas más ostensibles de la elevación de los precios, soslayaba el hecho de que el alto costo del sistema de distribución no gravitaba sino sobre la economía de los consumidores.


    Pero las cosas no paraban en el solo aumento de los precios de las mercancías que el comerciante distribuía. También, como hemos dicho, se rebajaban arbitrariamente los precios de los metales en pasta que el mercader recibía a cambio de los efectos entregados a su clientela. Sabemos que, aun cuando el marco de plata valía 8 pesos y medio o poco más (68 ó 69 reales), en Sonora y Sinaloa el comerciante lo pagaba a 7 pesos 5 reales (61 reales) si era plata de azogue y a 7 pesos 2 reales (58 reales) si era plata de fuego, precios que circunstancialmente llegaron a bajar hasta a 54 y 50 reales respectivamente.241 En Zacatecas, hacia 1790 los mercaderes pagaban a 7 pesos (56 reales) el marco de plata de azogue y a 6 pesos 6 reales (54 reales) el marco de plata de fuego,242 de suerte que también allí los mineros perdían más de un peso y medio por marco de plata.


    Porque era de su común interés, los comerciantes involucrados en la recepción de metal procuraban que esos precios se mantuvieran invariables en cada centro minero. Refiere el franciscano Juan Agustín de Morfi que en Durango se recibía el marco de plata a 6 pesos 4 reales y que cuando dos casas comerciales establecidas en el lugar, pertenecientes por cierto a los almaceneros capitalinos Vértiz y Bassoco, agregaron dos reales a ese precio para atraer a más vendedores, los demás comerciantes lugareños elevaron un pedimento a las autoridades para que “se desterrasen de la ciudad los dos innovadores como destruidores del comercio”.243


    En general, el precio al que se pagó la plata en pasta entregada a cambio de mercancías osciló entre 6 pesos 4 reales y 7 pesos 2 reales,244 aunque es bastante probable que en algunos tratos realizados en condiciones de apremio ese precio haya sido aun más bajo. El inglés Henry George Ward consigna el dato de que algunos mineros del extremo norte no lograban obtener más que 4 pesos y medio (36 reales) por marco de plata.245 En cuanto al oro diremos que el marco de este metal se pagaba por lo común a 80 pesos aun cuando su precio en la Casa de Moneda era de poco más de 125 pesos.


    En relación con el tema de la compraventa de la plata es pertinente mencionar que desde fechas muy tempranas hubo negociantes dedicados a comprar el metal con el habitual descuento, pero pagándolo en reales, o sea en dinero en efectivo. A los establecimientos de esa índole que adquirieron cierta formalidad se les conoció como bancos de rescate de platas o simplemente bancos de platas. De éstos, algunos se asentaron en los grandes centros mineros y otros en la misma capital del país.


    Los bancos de platas operaban con mayor éxito cuando los manejaba algún comerciante fuerte, pues entonces no eran sino extensiones de la negociación principal. Pero aun cuando se diera tal situación, las operaciones realizadas en esos establecimientos no llegaban a ser tan lucrativas como las de los comerciantes aviadores, con quienes los bancos competían por la obtención del metal. Quizá por ello muchos de los dueños de bancos de platas también obraban circunstancialmente como aviadores, aunque, si no formaban parte de las redes comerciales establecidas, tenían que operar en esto sin las ventajas logísticas de los comerciantes tradicionales. De cualquier forma, en los bancos de platas se captaban los metales en pasta que no llegaban de inmediato a las manos de los comerciantes comunes. Como lo hacían los mercaderes de géneros, los dueños de los bancos castigaban los precios de compra del metal para obtener así una ganancia tan amplia como fuera posible, pero, por cuanto que pagaban en reales, propiciaban en alguna medida el reciclaje de la moneda en el mercado interno.


    Quizá porque con la sola compra de los metales se obtenían menos beneficios que cuando se combinaban el comercio de géneros con el avío y la adquisición de la plata, los bancos de platas, que se multiplicaron en cierta medida durante el siglo XVII, se fueron extinguiendo en el curso de la siguiente centuria. El último de los bancos de plata de la capital, perteneciente por cierto al comerciante Manuel de Aldaco, desapareció el año de 1770.246 Funcionaron después algunos de estos bancos en Zacatecas, pero su operación fue prácticamente ajena para la mayoría de los mineros, los que poco acudían a vender allí su metal. Este hecho quizá pueda explicarse por las obligaciones que casi todos los mineros tenían con sus respectivos aviadores, en cuyas manos venía a quedar una buena parte de la plata producida. Clara Elena Suárez hace ver que entre los que canjearon plata en los bancos zacatecanos pocos hubo que se dedicaran de manera exclusiva a la minería y muchos, en cambio, que tenían distintos campos de actividad.247 Estos últimos eran, pues, poseedores de metal aunque no fueran necesariamente los productores de él.


    Las formas de operación comercial que hemos descrito páginas atrás aseguraban la captación, por parte del mercader, de un alto porcentaje de los excedentes de producción de los mineros y, en consecuencia, hacían difícil, cuando no imposible, que los productores directos capitalizaran esos excedentes y dejaran de depender del avío comercial. En las zonas mineras bajo su control, el comerciante tenía prácticamente consumidores cautivos, a los que le interesaba seguir entregando su mercancía en calidad de avío porque de ello dependía su lucrativo negocio, un negocio que redituaba las más altas ganancias a quienes controlaban las redes comerciales desde la ciudad de México.


    En resumen, el sistema comercial tuvo el múltiple efecto de limitar y, en muchos casos, cancelar la posibilidad de capitalizar los excedentes de producción obtenidos en las explotaciones mineras, de no permitir el incremento regional de la masa de circulante, de no propiciar la inversión en otras actividades productivas, por ejemplo, en las orientadas a la producción manufacturera, y de mantener la dependencia de la población de las provincias norteñas respecto de las manufacturas llegadas de fuera y de los comerciantes que las distribuían. A la vez, ese sistema hacía posible que los grandes mercaderes radicados en la ciudad de México y matriculados en el Consulado fueran los principales receptores de la plata y, por tanto, los negociantes que llegaban a tener el más alto grado de liquidez en todo el virreinato.


    El hecho de que, como lo han consignado diversos autores, algunos comerciantes llegaran a hacer inversiones directas en la minería248 parece no conciliarse con el esquema marcadamente dicotómico que hemos venido delineando, en el que tendríamos por un lado a los mineros despojados de su plusproducto y por el otro a los comerciantes acaparadores de los beneficios de la producción. Aclaremos que con ese esquema hemos querido explicar el funcionamiento del sistema comercial, no dar cuenta de todos y cada uno de los casos particulares. Pero, además, no hay nada de extraño en el interés que tuvieron algunos mercaderes por invertir en la minería —lo que en general hacían participando como socios de mineros establecidos— ya que de ese modo obtenían plata sin necesidad de comprarla y de todas maneras, dice Brading, “siempre recibían la utilidad comercial normal en las mercancías de que eran abastecedores”.249 El problema consistía en realizar inversiones directas en la minería sin abandonar en modo alguno el giro comercial. Como aclara Kicza: “los comerciantes adinerados invertían en minas no como una alternativa al comercio internacional, sino como parte esencial de él”.250


    Si todos los almaceneros de la capital necesitaban disponer de un considerable caudal en plata u oro para mantenerse como mayoristas, algunos de ellos conformaban un sector ciertamente reducido de pudientes entre los pudientes. Siendo oidor de la Real Audiencia de México, Eusebio Ventura Beleña decía en un informe suyo de 1791 que eran los comerciantes más acaudalados de México los únicos que tenían capacidad suficiente para adquirir los grandes volúmenes de mercancías que traían al virreinato las flotas españolas,251 siendo así que de las negociaciones que se hacían para ello “ninguna bajaba de cien mil pesos y muchas ascendían a medio millón, un millón [o] dos o más millones, de tal conformidad que algunas flotas... solían levantarse por diez, doce o veinte comerciantes ricos”.252


    Esta extraordinaria concentración y salida de metales acuñados no podía sino ser factor determinante del déficit monetario que afectaba a todo el virreinato y del que no escapaban las regiones productoras de plata u oro. Por supuesto que no eran nada más los hombres del comercio los que sacaban la moneda del país; el fisco también la extraía de manera regular, aunque en menor medida que los comerciantes.


    Poca moneda circulaba en las provincias del norte novohispano y la salida de ella hacia el centro del país, ya porque se la llevaran los comerciantes, ya porque se la condujera a las oficinas centrales de la Real Hacienda, era un fenómeno recurrente. Sin que hubiera recursos monetarios suficientes y estables, el metal en pasta funcionaba allí como circulante, pero por un corto tiempo nada más, pues también era extraído sistemáticamente de las regiones productoras. De dos a cuatro veces por año se hacían los envíos de plata de Santa Eulalia a la ciudad de México,253 lo que hace pensar que poca oportunidad había para que la plata producida en el mineral circulara localmente en calidad de moneda sucedánea.


    Así las cosas, las transacciones comerciales no podían realizarse sino bajo las formas propias de economías carentes de medios generales de cambio. En un informe oficial de fines del siglo XVIII se describían de este modo las consecuencias de la falta de moneda en las provincias norteñas:


    del que tiene moneda corriente se dice que todo lo tiene porque ella equivale a cuanto puede serle necesario; pero no sucede así en las Provincias Internas, donde se hacen las compras y las ventas por permutaciones o trueques de una cosa con otras, de suerte que el pobre se ve necesitado al cambio de muchas para adquirir por último lo que le hace falta. Es cierto que en lugar de moneda corre la plata en tejos, pero variando en sus precios por las distintas leyes y mermas, y también lo es que esta imaginaria moneda tosca y sin labrar sólo la tienen los mineros o, mejor dicho, los mercaderes que los habilitan.254


    Era tan generalizada y lesiva la falta de moneda en el conjunto de las Provincias Internas que bien podríamos decir que se trató de “la calamidad más paradójica y constante en toda la historia colonial” de esa parte del país, como Alfonso García Ruiz lo dijo refiriéndose en particular a ese mismo fenómeno en la rica población minera de Zacatecas.255


    En el siglo XVIII y probablemente desde tiempos anteriores, no pocos observadores hicieron señalamientos duramente críticos respecto de las prácticas comerciales de uso común en las regiones norteñas y de sus negativos efectos en el conjunto de la población. En el último cuarto del siglo XVIII, el franciscano Juan Agustín de Morfi señalaba como una de las causas de la miseria general de los españoles de Nuevo México “el método capcioso con que se ejercita el comercio y la variedad maliciosa de precios y de monedas imaginarias con que se gira”.256 Una apreciación semejante había hecho hacia 1750 el para entonces exgobernador interino de Sonora y Sinaloa, José Rafael Rodríguez Gallardo, quien aseguraba que el sistema de comercio establecido era una de las causas de la pobreza generalizada de los pobladores de la gobernación, pues los despojaba totalmente del único bien valioso que poseían —que era el metal precioso en moneda o en tejos—, a cambio de dejarles solamente “consumibles y trapos”.257


    Puesto que los metales preciosos se veían no sólo como mercancías sino como moneda potencial o sucedánea no es extraño que ese intercambio de manufacturas por oro o plata se tuviera por expresión del “comercio pasivo”, tan repugnado por los adeptos de las doctrinas mercantilistas. Y en verdad que las consecuencias de las prácticas comerciales que más arriba describimos eran las mismas nocivas consecuencias que se atribuían al comercio pasivo: agotar la masa monetaria disponible en un momento dado sin dar lugar a que la moneda circulara con alguna amplitud y fomentara la producción interna. De esto se lamentaba el franciscano Francisco Antonio Barbastro el año de 1793:


    El comercio activo no se conoce... en ninguna de estas Provincias Internas; aquí sólo se ve el pasivo, que descarna a todos sus moradores y los tiene y los tendrá pobres y miserables en común y en particular. Desde un plato hasta el cambray ha[n] de venir de México, pasando antes por dos o tres manos.258


    Las cosas no cambiaron mayormente cuando empezaron a aplicarse en el país las reformas al sistema de comercio decididas por el régimen borbónico, tendientes a incrementar el número de puertos de la metrópoli y de la América española que participaban en el comercio ultramarino e intercolonial. Estas reformas debilitaron al Consulado de comerciantes de la ciudad de México, lo que era uno de los propósitos del gobierno imperial, pero no modificaron en lo sustancial las prácticas comerciales que hacían que los productores radicados en las provincias norteñas, particularmente los dedicados a la minería, siguieran dependiendo del avío comercial y entregando a sus aviadores sus excedentes de producción con poca ventaja para sí. Ni siquiera el establecimiento en 1795 de los consulados de comerciantes de Guadalajara y Veracruz, que obligó al Consulado capitalino a compartir espacios de hegemonía e implicó la redistribución de las redes comerciales del país, les trajo a los consumidores de las provincias norteñas un alivio económico inmediato verdaderamente significativo, aunque la erección de los nuevos consulados hizo posible que compitieran entre sí los comerciantes más fuertes de Veracruz, Guadalajara y México y que, consecuentemente, las ganancias quedaran distribuidas entre un mayor número de negociantes. La posición de la ciudad de México como centro nervioso del sistema de comercio del virreinato se debilitó sin duda con las reformas introducidas por el régimen borbónico, pero los comerciantes del Consulado de la capital no dejaron de comerciar en el norte novohispano, aun cuando los miembros del Consulado de Guadalajara asumieron que tendrían derechos de exclusividad en el comercio de las Provincias Internas.259


    Cualesquiera que hayan sido las vías por donde en adelante fluyeron las manufacturas a los mercados norteños, la inequidad de las transacciones siguió privando en las provincias septentrionales, según lo proclamaron diversas voces autorizadas en los años que habrían de ser los últimos del régimen colonial. Tan lejos estaban los pobladores de las Provincias Internas de desembarazarse de la onerosa dependencia respecto de sus abastecedores de manufacturas que, según Miguel Ramos Arizpe, diputado por Coahuila a las Cortes de Cádiz, se hallaban ellos reducidos prácticamente a la condición de esclavos de los mercaderes.260 Y agregaba: al “desgraciado estado del comercio de aquellas feracísimas provincias... más debe dársele el nombre de horrible y bárbara servidumbre que de puramente pasivo”,261 para luego concluir:


    no pueden estar tranquilos los habitantes de las Provincias Internas mientras se les tenga sujetos a la miseria y privaciones de la más horrible esclavitud mercantil, ni podrá jamás fomentarse, como exige el bien general de la nación, la población en ellas si no se les conceden las comodidades que les ofrece el mismo país, proporcionándoles un comercio expedito y libre.262


    Por su parte, el gobernador-intendente de Sonora y Sinaloa, Alejo García Conde, decía en 1813 que “hasta los géneros más groseros” tenían que llevarse de fuera a las provincias de su gobernación, donde lo mismo los dueños que los operarios de las minas vivían “llenos de miseria”, pues, al pasar a manos de los mercaderes los metales, que eran la única riqueza de la región, no quedaba allí caudal alguno que pudiera circular y fomentar “los ramos de agricultura e industria”, ya que todo el metal tenía que “pasar a México para cubrir el importe de las refacciones”.263


    Esos señalamientos de García Conde, así como los que poco antes había hecho Miguel Ramos Arizpe ante las Cortes de Cádiz, indican que todavía entonces se mantenía vigente el sistema de comercio que propiciaba la constante y excesiva transferencia de valores económicos de las regiones periféricas productoras de metales preciosos a la capital del país. Por eso no debe extrañar que en los tiempos que vinieron y en aquellas latitudes el sentimiento anticolonial se haya manifestado inicialmente como un fuerte sentimiento anticentralista.


    Antes de concluir este apartado hemos de referir que, por lo menos desde la década de los sesenta del siglo XVIII, la falta de moneda en las provincias norteñas fue motivo de preocupación para funcionarios de alto nivel del régimen borbónico, como fue José de Gálvez, visitador general de Real Hacienda en la Nueva España. Precisamente para subsanar esa deficiencia, este funcionario, que tenía un gran ascendiente sobre el virrey y comunicación directa con la plana mayor del gobierno imperial, propuso en 1768 establecer una casa de moneda en alguna de las provincias norteñas (Sonora, Durango o Chihuahua), pero su propuesta no prosperó porque alegaron en contra de ella el Consulado de México y varios de sus personeros.264


    Movió el visitador algunos de los resortes a su alcance para que las oficinas de Real Hacienda canalizaran recursos monetarios hacia el norte, pero sucedió invariablemente que la moneda introducida tendía a salir de allá en cuanto caía en manos de los comerciantes vinculados con sus congéneres de la capital.


    Una medida orientada a proveer de circulante las economías de las provincias norteñas, adoptada en 1772, cuando ya Gálvez se había retirado de la Nueva España, fue la puesta en vigor del Reglamento e instrucción para los presidios que se han de formar en la línea de frontera de la Nueva España, en el que se mandó pagar los sueldos de los militares en moneda y por semestres adelantados.265 Sucedió, sin embargo, que no siempre hubo recursos monetarios disponibles para cumplir oportunamente con ese ordenamiento.


    Con todo, en alguna medida se logró retener la moneda en las provincias norteñas a partir de 1773, cuando se admitió que, para hacer sus envíos de dinero en efectivo a la ciudad de México, los comerciantes de Chihuahua pudieran enterar las cantidades correspondientes en la tesorería local, a fin de que ésta les extendiera libranzas redimibles en la central hacendaria de México. Para este efecto se aceptaban tan sólo depósitos de plata u oro acuñados, no en tejos o barras. El recurso, extendido luego a la tesorería de Sonora, fue controvertido, sobre todo por los oficiales reales de la real caja capitalina, pero su utilización persistió por lo menos hasta 1810.266 Gracias a él, durante algo más de tres décadas y media se pudo evitar que saliera de las provincias de Chihuahua y Sonora alrededor de medio millón de pesos cada año.


    Más amplios y profundos efectos tuvo el establecimiento, en la segunda década del siglo XIX, de varias casas de moneda en el centro, el occidente y el norte del país. La primera fue la de Zacatecas, fundada en octubre de 1810,267 es decir, cuando recién había comenzado el movimiento insurreccional acaudillado por Hidalgo. A ésta siguieron, en una rápida sucesión, las otras fundaciones que vinieron a modificar los círculos monetarios y seguramente las condiciones de comercialización de los productos mineros. Cuauhtémoc Velasco da cuenta de esas fundaciones:


    La única medida favorable a la producción minera adoptada en tiempos de la insurrección [general de independencia] fue la instalación de casas de moneda provisionales en algunos centros mineros y ciudades del interior: en los últimos meses de 1810 se instalaron las de Zacatecas y Sombrerete, suspendiéndose esta última en 1812; en 1811 empezaron a funcionar las de Durango y Chihuahua, cerrando esta última en 1814; la de Guanajuato operó entre 1812 y 1813 y la de Guadalajara de 1812 a 1815 y en 1818.268


    La tardía emergencia de estos distintos centros de acuñación hizo no sólo que los metales preciosos tuvieran otros destinos además del único que habían tenido anteriormente; también dio lugar a que aumentara en las provincias la masa de circulante y a que en todo el norte del país se debilitara el predominio que habían tenido los comerciantes capitalinos, compartido a partir de 1795 por los de Guadalajara y Veracruz. Los importantes cambios económicos e incluso políticos provocados por el establecimiento de nuevos círculos monetarios se manifestarían en los años que siguieron a la independencia del país.


    Los mercados del norte minero y la producción manufacturera de la Nueva España


    La rica tradición artesanal de los pueblos mesoamericanos y la que desde fechas tempranas introdujeron en la colonia los inmigrantes españoles se conjugaron para asegurar el abasto de los bienes manufacturados que requería la emergente sociedad colonial y que no era costeable importar del Viejo Mundo. Después de que se afincó el dominio español en la parte nuclear del antiguo mundo mesoamericano continuó sin mayores cambios la actividad artesanal que los indios efectuaban tradicionalmente en sus talleres familiares; pero en espacios alternos se desarrollaron otras formas de producción, como las que se adoptaron en los obrajes, establecimientos orientados a aplicar el trabajo indígena e incluso el de mestizos y negros a la producción textil y en los que se hizo posible, reproduciendo técnicas y formas de organización de los talleres artesanales españoles, concentrar a un cierto número de trabajadores y, al mismo tiempo, individualizar las operaciones productivas para aumentar el rendimiento laboral.


    Uno de los más constantes estudiosos de la actividad manufacturera en el mundo colonial, Manuel Miño Grijalva, señala la parte final de la década de 1530-1540 como la de la aparición de los primeros obrajes en la Nueva España y las décadas inmediatas siguientes como las de un primer momento de expansión de esa nueva forma de producir.269 Hacia 1571 funcionaban 80 obrajes en la colonia, los que para 1604 ya superaban el centenar.270 El autor que estamos siguiendo en esto indica que, desde el punto de vista territorial, la producción manufacturera se fue concentrando al correr del tiempo en la región de Puebla-Tlaxcala (con los pueblos de Tepeaca y Cholula) y en Texcoco, la ciudad de México (con los pueblos de Tacuba, Coyoacán, Mixcoac, Xochimilco y Cuautitlán), Toluca, Valladolid, Querétaro, Acámbaro, Celaya y San Miguel el Grande.271 Tardíamente, ya en el siglo XVIII, también en Guadalajara se registró un importante desarrollo manufacturero.


    Establecieron los primeros obrajes varios inmigrantes españoles oriundos del arzobispado de Toledo —región textilera, por cierto— que se avecindaron en la entonces recién fundada Puebla de los Ángeles. Allí en esos obrajes, asentó Antonio Bermúdez de Castro en su Theatro angelopolitano, publicado en 1746, se empezaron a “fabricar rajas y paños finos, frisas, sayales y otros tejidos de lana, por razón de no ser bastantes... los que traían de Castilla”.272 No es de dudarse que la producción obrajera haya tenido desde un principio ese carácter complementario que dice este autor y que se la tuviera por necesaria para cubrir las insuficiencias del abasto de origen ultramarino. Podemos suponer, además, que los tejidos poblanos de lana tuvieron originariamente un radio de circulación limitado a las poblaciones del centro del país donde se iba concentrando la población inmigrante, pues no cabe pensar que los indios de comunidad fueran inicialmente consumidores de los tejidos hechos fuera de sus talleres familiares.


    El inicio de la explotación de los primeros minerales de plata localizados en el centro y el occidente de la Nueva España y la apertura en 1535 de la Casa de Moneda, asentada en la ciudad de México, contribuyeron a crear un mercado al que tuvieron acceso los textiles que empezaron a producirse en el país conforme a las técnicas manufactureras españolas. Pero la producción de los obrajes novohispanos, incipiente todavía al mediar el siglo XVI, pudo entrar en un proceso de continuo crecimiento luego que se descubrieron los yacimientos minerales de Zacatecas y dio inicio la expansión minera hacia las tierras del septentrión. La plata zacatecana atrajo desde luego a los traficantes que venían negociando en distintos rumbos de la colonia y que advirtieron la potencialidad de los mercados que se abrían tierra adentro. Powell alude a ese movimiento en estos términos:


    Al terminar la década de 1550, el comercio de Zacatecas se había vuelto un imán que atraía el tráfico de la mayor parte de la Nueva España. Desde Colima, desde Purificación y Guadalajara en el sudoeste, desde Michoacán, la ciudad de México, la provincia de Los Ángeles (Puebla) y otros lugares, mucha gente llevaba su mercancía al norte para aprovechar aquella fabulosa riqueza nueva.273


    Esos nuevos mercados se abastecieron desde luego con géneros de importación, en lo que por obvias razones tuvo gran interés la Corona española, pero también con productos novohispanos, principalmente textiles, los que, por ser relativamente baratos, estaban al alcance de sectores de población que no podían consumir las telas y ropa importadas. Como dijimos en un apartado anterior, resultó de la conveniencia de los comerciantes en activo distribuir por igual las mercancías que procedían del extranjero y las del país, ya que así lograban un control más completo del mercado de la colonia.


    En un principio, los obrajes se dedicaron a fabricar nada más textiles de lana, siendo tradicionalmente el algodón una fibra de uso indígena. Pero con el tiempo el algodón también se trabajó en los obrajes, dándose entonces una especialización más bien regional, según la localización de las zonas productoras de materias primas. Puebla y Tlaxcala se especializaron en tejidos de algodón, mientras que Querétaro, Acámbaro y otras poblaciones de El Bajío se aplicaron a la elaboración de tejidos de lana.274 En Guadalajara, donde se accedió tardíamente a la producción textil, lo que se trabajó principalmente fue el algodón.275 Tanto las siembras de algodón como la cría de ovejas prosperaron en las provincias del norte, que se convirtieron así en proveedoras de materias primas de los obrajes.


    Es posible que, en los primeros tiempos, viandantes indígenas acudieran a los centros mineros del norte a vender productos artesanales confeccionados en sus pueblos a la manera tradicional. Sabemos de cierto que, por su parte, los mercaderes españoles comerciaron durante todo el periodo colonial con artesanías de los indios, sobre todo con mantas y otros tejidos de algodón llevados en parte desde Michoacán, Campeche, Yucatán y Oaxaca, y es de suponerse que también lo hicieran desde el mismo siglo XVI con algunas de las manufacturas que se producían en los talleres que funcionaban bajo estatuto gremial, de los que por ley estuvieron excluidos los indios y las castas. Con todo, aseguradas la disponibilidad de mano de obra —proveída básica y en general compulsivamente por los pueblos indígenas— y la de los necesarios insumos para la elaboración de los tejidos —el algodón nativo y la lana de las ovejas traídas de España y reproducidas intensivamente en tierras novohispanas—, la producción obrajera fue la que tuvo mayores posibilidades de expansión ante un estímulo como el de la apertura de los demandantes mercados del norte minero.


    No se puede determinar con precisión qué porcentaje de la producción de los obrajes se envió a los mercados del norte del país. Pero lo que infinidad de testimonios y no pocos estudios modernos permiten advertir es que en el desarrollo de aquellos mercados se cifró en buena medida el de la producción manufacturera que, con el tiempo, incluyó no sólo la de los obrajes sino también la de un número considerable, aunque difícil de precisar, de telares instalados en domicilios particulares y trabajados individual o familiarmente.


    Respecto de esta relación económica interregional son de mencionarse las opiniones de Brading, para el que los “mercados más amplios y productivos para los textiles domésticos se hallaban en el norte”,276 y de Miño Grijalva, quien sostiene que, durante todo el periodo colonial, el de tierra adentro fue el principal mercado de la protoindustria textil colonial, como él caracteriza a la que se había desarrollado en la Nueva España.277 Quizá para hacer más persuasivas estas afirmaciones, que son de suyo válidas, debiéramos decir que fue en general el mercado originado y dinamizado por la producción de metales preciosos el que resultó vital para la actividad manufacturera que se desarrolló en el centro y el occidente del virreinato, y que un sector importante de ese mercado, que por cierto se mantuvo en una continua expansión durante dos siglos y medio, fue el que se formó en las provincias de tierra adentro productoras de dichos metales preciosos.


    La participación en mercados cada vez más extensos y activos fue una necesidad estructural de la producción manufacturera. A propósito de ello dice Potash que ni la concentración de trabajadores que se daba en los obrajes ni la especialización del trabajo hubieran sido posibles “si el consumo de los productos terminados, mantas y rebozos, se hubiera limitado a las necesidades de la población local o aun a las de los pueblos circunvecinos”.278 Para ser viable, la actividad manufacturera tuvo que proyectarse hacia fuera de las localidades en que se llevaba a efecto la producción y vincularse con mercados extrarregionales de alta demanda que aseguraran su crecimiento y consolidación, aun cuando, como fue el caso del norte minero novohispano, esos mercados resultaran muy distantes de los polos manufactureros.279 No los productores mismos sino los comerciantes fueron los que tuvieron la capacidad de llevar a efecto esa dilatada distribución de las manufacturas del país.280


    Ha sido ampliamente documentada la circulación en las lejanas provincias norteñas de textiles producidos en las distintas regiones manufactureras del centro y el occidente de la Nueva España.281 De las regiones de Puebla-Tlaxcala, ciudad de México, Querétaro, El Bajío (León, Acámbaro y Celaya), San Miguel el Grande, Valladolid de Michoacán y Guadalajara puede decirse no sólo que fueron abastecedoras de textiles de las provincias del norte minero y sus zonas de abasto agropecuario sino que precisamente por serlo fue que se consolidaron como productoras de manufacturas. Si estas regiones fueron espacios de desarrollo de los obrajes, también lo fueron a su tiempo de la proliferación de tejedores que trabajaban en sus propios domicilios y cuya producción tuvo una importancia cada vez mayor en el curso del siglo XVIII.282


    Conviene aclarar que no nada más en los mercados del norte minero, sino en todos los mercados regionales novohispanos había una cierta demanda de los textiles fabricados en el país,283 los que, si bien resultaban más baratos y en general menos finos que los importados, no eran necesariamente rudos y deleznables. Apoyado en un informe de 1690, Salvucci asevera que “tanto campesinos como españoles, indios y demás gente de las haciendas y las minas se vestían con telas hechas en los obrajes”.284 Otros testimonios citados por el mismo autor, entre ellos el de Miguel Páez de la Cadena, que había sido director de la Real Alcabala, indican que los pobres en general, fueran indios, mestizos o españoles, consumían telas hechas en el país, lo que también hacían los miembros de algunas órdenes religiosas.285 A mayor abundamiento cabe referir aquí que en su célebre alegato de 1811 en contra de la apertura comercial, Juan López Cancelada, que había sido comerciante en Silao y en el potosino Valle de San Francisco, aseguraba que ningún tendero podía dejar de tener en existencia manufacturas de la tierra si no quería ver disminuidas sus ventas;286 decía también que esas manufacturas las consumían no sólo los indios y las castas, que constituían los sectores más pobres de la sociedad, sino también algunos europeos y muchos criollos, que las preferían a las de origen ultramarino.287 Reconocer este consumo generalizado de los textiles del país no debe quitar fuerza a la afirmación de que el norte minero fue un mercado privilegiado para dichos productos. Tampoco debe hacerlo la consideración de que en el periodo colonial tardío varias poblaciones del norte, como San Luis Potosí, Durango y Saltillo, llegaron a producir marginalmente tejidos de algodón y lana, que fueron bien apreciados en sus respectivas localidades pero no estuvieron en posibilidad de cubrir la demanda de los mercados regionales.


    Es de pensarse que no hubo acciones oficiales claras y enérgicas tendientes a contener la circulación interna de los textiles novohispanos en razón de que había la convicción de que éstos no afectaban mayormente el mercado de los que se importaban. Tuvieron las autoridades el cuidado de no permitir que se fabricaran géneros finos en el virreinato, como pasó con el trabajo de la seda, permitido en el siglo XVI y extinguido totalmente por decisión oficial en la primera mitad del siglo XVII,288 pero por fuerza y por conveniencia debió admitirse la producción de textiles para el consumo popular, aunque en ocasiones se adoptaron medidas limitativas, con poco éxito por cierto. En 1774, por ejemplo, mediante una real cédula se prohibió dar permisos para la formación de nuevos obrajes, sin embargo de lo cual, dichos establecimientos fueron en aumento y aun mejoraron en calidad los tejidos hechos en ellos, según escribió Lucas Alamán.289


    El virrey II conde de Revillagigedo fue defensor del esquema de doble rasero que permitía conciliar el interés comercial de la metrópoli y la conveniencia de permitir en la colonia “la fabricación de géneros ordinarios de lana y algodón”, encaminada a cubrir la necesidad de consumo de “la gente común” y a dar ocupación a numerosas personas de ambos sexos.290 En tal esquema, sin embargo, debía primar el interés de la metrópoli. “No debe perderse de vista... —anotó Revillagigedo en la instrucción dejada a su sucesor— que esto es una colonia que debe depender de su matriz, la España, y debe corresponder a ella con algunas utilidades por los beneficios que recibe de su protección”.291 En su informe sobre los efectos de la apertura comercial, escrito en 1793 y dirigido al soberano español, decía el virrey que ningún daño se causaba a los productores españoles siguiendo con la práctica de que en España se fabricaran textiles finos, en tanto que los corrientes se hicieran en el virreinato.292 Agregaba que la mejor manera de proteger las producciones de España no consistía en prohibir las de la colonia sino en procurar no sobrecargar los géneros importados con excesivos derechos fiscales, como los de las alcabalas, ya que en la medida en que se los encareciera se hacía posible que compitieran ventajosamente con ellos los géneros de la tierra.293


    Independientemente de las políticas económicas y las disposiciones prohibitivas que se dictaron es obvio que a los comerciantes importadores que operaban dentro del sistema tradicional de comercio no les habría convenido traer de Europa o de Asia telas y prendas de vestir corrientes, a las que hubieran tenido que cargarles los correspondientes costos de fletes, intermediaciones y derechos fiscales, hasta el extremo de volverlas invendibles en el virreinato. Pero el caso fue que entre los géneros de importación, supuestamente finos, y los del país, más ordinarios que aquéllos, había ineludiblemente franjas de competencia, tanto más cuanto que en algunos casos los géneros novohispanos no resultaban tan corrientes como se pretendía que fueran.


    Hacia fines del siglo XVIII aumentaron considerablemente en términos relativos y absolutos los envíos de los géneros del país a los grandes centros comerciales de tierra adentro. Antonio Ibarra ha podido establecer que, entre 1798 y 1811, los comerciantes de Guadalajara enviaron a Chihuahua y Saltillo “efectos por un valor superior a los cinco millones de pesos, dos tercios de los cuales eran del país o americanos y el resto, importaciones de ultramar”.294 Más o menos igual era la proporción de los efectos novohispanos que por o desde Guadalajara entraban en las provincias del noroeste a principios del siglo XIX, pues alcanzaban un 60% de la masa total de mercancías introducidas en la región.295


    Esta mayor penetración de los productos del país en los mercados norteños puede haber sido propiciado por las guerras internacionales en que estuvo involucrada España en aquellos años, ya que tales conflictos dificultaron la comunicación y, por tanto, el flujo comercial entre la metrópoli y sus colonias; pero también pudo ser resultado de condiciones internas, como una posible mejoría en la calidad de las manufacturas del país y una consecuente ampliación de la demanda de esos productos. Quizá no sean improcedentes las consideraciones que hacía López Cancelada respecto de una hipotética división en la Nueva España de consumidores de textiles: según sus cálculos, los poco más de 5 000 000 de indios y castas que había en el virreinato no consumían jamás efectos de origen ultramarino, y de los criollos, que sumaban a la sazón 1 100 000 individuos, una tercera parte —o sea, más de 350 000— tampoco lo hacía.296 Esto querría decir, si aceptamos la cifra de 6 500 000 de habitantes que, según la estimación de Humboldt, tendría el virreinato en el año de 1808,297 que los potenciales consumidores de géneros importados, tanto criollos como españoles peninsulares, apenas compondrían una quinta parte de la población, y seguramente era un sector que tendía a reducirse.


    Un aspecto de la producción interna de textiles que no debe pasarse por alto es el de la variedad de los géneros de la tierra puestos en circulación. No parece que estos efectos hayan sido tan variados como los de importación, pero no hay duda de que su diversidad era en términos generales la adecuada para responder a la demanda de la población consumidora de esos productos. Nos permitirá ilustrar esto que decimos la información sobre varias remesas de textiles del país que llegaron a Durango el año de 1805 y que recogemos en el cuadro 1. El listado que allí se ofrece no es en modo alguno restrictivo.


    Una oferta de la dimensión y variedad que hemos visto sólo pudo ser generada por una planta productiva con un considerable grado de desarrollo, compleja y con una cierta capacidad expansiva. Los datos más generalmente aceptados por los estudiosos de antaño y de hoy en día son consistentes con esta inferencia. Humboldt, por ejemplo, calculó que la producción de textiles en Nueva España tenía un valor de siete u ocho millones de pesos,298 cifra que algunos investigadores han considerado conservadora299 y que en cualquier caso resulta relativamente elevada si se tiene en cuenta que la producción anual de metales preciosos en el virreinato tenía un valor aproximado de veintitrés millones de pesos.300 Las manufacturas textiles domésticas por sí solas, aseguraba un observador, tenían un valor casi igual al de todo el conjunto de las importaciones.301


    A principios del siglo XIX había en el país unos once mil telares castellanos, la mayoría de ellos dedicados al trabajo del algodón, y se empleaban en trabajarlos alrededor de noventa mil hilanderos y tejedores.302 Tres grandes poblaciones generaban más de la mitad de la producción textil: Puebla, que al año producía textiles de algodón por un valor estimado de un millón cuatrocientos mil pesos; Querétaro, que hacia 1810 producía tejidos de lana por más de un millón y cuarto de pesos, y Guadalajara, que desde fines del siglo XVIII igualaba la producción de textiles de algodón poblanos,303 a lo que agregaba unos doscientos mil pesos de tejidos de lana.304 La actividad textil de esas tres poblaciones absorbía el trabajo de cincuenta mil operarios.305 Thompson considera probable que, hacia 1800, la actividad económica que atraía más inversión en Puebla, Querétaro, Guadalajara y aun en Oaxaca fuera la de la producción textil,306 o sea que era éste posiblemente un campo económico en crecimiento.


    Una visión apresurada e incorrecta es la que nace de la suposición de que, si la Corona española aplicó en sus colonias una política restrictiva en materia de producción manufacturera, todas las manufacturas de la Nueva España debieron ser necesariamente de una calidad inferior. En los textiles hubo ciertamente esa distinción de calidades y tenemos que aceptar que una parte mayoritaria de la población que vivía dentro de la economía de mercado sólo alcanzaba a ser consumidora de los géneros de más baja calidad y mínimo precio. Pero esto no quiere decir que los productores del país no pugnaran por ampliar, dentro de los límites formales impuestos por el Estado colonial, su acceso al mercado interno y aun al internacional con textiles que resultaran convenientemente competitivos.


    


    Cuadro 1

    Variedad de textiles del país introducidos en Durango. Año de 1805



    
      
        
        
      

      
        
          	
            Bayetas azules angostas mexicanas


            Bayetas de Querétaro


            Bayetón ordinario de Querétaro


            Bayetón criollo


            Bayetón aplomado oscuro criollo


            Bombasíes de Puebla


            Calcetas de la tierra


            Cambayas de Puebla


            Cinta ordinaria de Puebla


            Colchas de abrigo de Puebla


            Colchas de tablero de Puebla


            Cordoncillos de Puebla


            Cortes azules mexicanos ordinarios


            Cortes encarnados de Querétaro


            Cortes de mangas moradas de Guadalajara


            Frezadas chicas de Querétaro


            Indianas azules mexicanas


            Jergas y jerguetillas de Querétaro


            Lanquines de Puebla


            Listados de Puebla


            Listón criollo


            Mantas corrientes de Puebla


            Mantas entreanchas de Puebla


            Mantas angostas ordinarias de Puebla


            Mantas angostas pintadas de Puebla


            Mantas angostas chicas de Celaya


            Mantas de Guadalajara

          

          	
            Mantas angostas de Querétaro


            Medias poblanas para niño


            Medias toluqueñas para mujer


            Medias blancas de algodón de Toluca


            Pañuelos blancos criollos


            Paños azules y ordinarios de Querétaro


            Quimones azules criollos


            Quimones de Guadalajara


            Rebozos corrientes mexicanos


            Rebozos mexicanos de algodón


            Rebozos mexicanos de seda


            Rebozos de Puebla


            Rebozos de Puebla para niña


            Rebozos de Toluca


            Rebozos de Tenancingo


            Rebozos de colores y negros finos de Sultepec


            Rebozos negros de Tenancingo y de México


            Rebozos azules de algodón mexicanos


            Rebozos criollos de algodón


            Rebozos chicos de Puebla


            Rebozos entrefinos de Puebla


            Revecillo criollo


            Sayales de Acámbaro


            Sombreros mexicanos


            Sombreros de Puebla para niños


            Sombreros negros ordinarios de Puebla


            

          
        

      
    

  


  


  Fuente: Facturas registradas en la Aduana de Durango en 1805, AHED, serie Ingresos, caja 16, exp. 127. Por la vaguedad de algunos de los registros es posible que haya especímenes repetidos en esta lista.


  


  Diferencias de calidad podía haber entre tejidos de la misma especie, pero producidos por distintos fabricantes o en distintas poblaciones. Cuando las mantas más comunes eran las de una vara de ancho, en Puebla empezaron a hacer en grandes cantidades mantas de dos tercios de vara, que resultaban más angostas que las acostumbradas, pero que vinieron a ser “de superior calidad”.307 En Querétaro se empleaban en el siglo XVIII “técnicas de producción y de distribución” que, dice John C. Super, habrían permitido hacer frente “aun a las importaciones inglesas en el siglo XIX”.308 A veces era algún elemento específico de calidad el que permitía ganar espacios en los mercados regionales. Los paños de Querétaro, por ejemplo, aunque en los últimos tiempos del régimen colonial tuvieron que competir con los bayetones y paños de segunda que por entonces empezaron a introducir los ingleses, eran sin embargo preferidos en las provincias norteñas porque resultaban más durables que los importados.309 Entre los géneros de una región y otra se daba también esta estimulante competencia, como fue el caso de varios de los textiles fabricados en Guadalajara, que, según el intendente José Fernando Abascal y Sousa, llegaron a tener más demanda que los de Puebla “por su mejor hilado y tejido”.310


  Otros ámbitos de circulación tuvieron en el siglo XVIII los textiles novohispanos, que se exportaron a varias de las colonias españolas de América, lo que prueba que había en el virreinato capacidad de producir excedentes manufactureros de no menor calidad.311 En elogio, tal vez desmesurado, del ingenio de los productores del país, contenido pero no anulado por las políticas públicas, se pronunciaba así Juan López Cancelada en 1811: “Diré siempre que los mexicanos son capaces de fabricar cuanto se fabrica en el mundo”.312


  La potencialidad del aparato manufacturero de la Nueva España se puso de manifiesto en las décadas del cambio de siglo, concretamente entre 1779 y 1808, cuando las guerras internacionales en que estuvo involucrada España afectaron el comercio trasatlántico que se hacía en navíos españoles e incluso provocaron la suspensión temporal de la llamada Carrera de Indias. En todas y cada una de las conflagraciones, las potencias enfrentadas con España procedieron a bloquear los puertos hispanos con el objetivo estratégico, entre otros, de interponerse entre la metrópoli española y sus colonias de ultramar. En consecuencia de ello cesó entonces el tráfico de mercancías de la península hacia el mundo indiano.


  El bloqueo naval obró como una barrera proteccionista para la industria novohispana e hizo que, por la suspensión del abastecimiento externo, aumentara en el virreinato la producción de manufacturas; reducidas las opciones de compra, hasta la gente de mayor nivel económico tuvo que consumir “telas del país por falta de tejidos importados”.313 Ese proteccionismo de facto se extendió de manera intermitente por unos veinticinco años. Los efectos de tal situación pueden ser ejemplificados con el caso de Querétaro, donde entre 1796 y 1800 se instalaron cerca de 300 nuevos telares y 5 obrajes.314 Creció de tal modo la producción textil allí mismo que el consumo de lana pasó de 46 000 arrobas en 1793 a 83 000 en 1808.315


  Producidas por hechos circunstanciales, las condiciones favorables para el desarrollo de la actividad manufacturera en la Nueva España no dejaron de verse limitadas por situaciones también coyunturales. Una de éstas fue la que tuvo que ver con la repetida autorización dada por el gobierno español para que intervinieran en el abastecimiento de sus colonias indianas navíos y comerciantes pertenecientes a las naciones neutrales. No sólo se abrió con esto una brecha para la entrada en el mundo colonial español de mercancías de distintos países extranjeros, inclusive de Inglaterra, que a trasmano supo aprovecharse de esa política permisiva,316 sino que se restringieron las posibilidades de desarrollo de la actividad manufacturera en las colonias.


  Si en tiempos de guerra las manufacturas novohispanas tuvieron que competir con las que se producían masivamente en la Inglaterra que avanzaba ya por los caminos de la Revolución Industrial, en tiempos de paz fueron los catalanes productores de textiles, también encaminados hacia la modernidad económica, los que penetraron con buen éxito los mercados de la colonia.317


  ¿Crisis o estabilidad en la actividad manufacturera de la Nueva España en los albores del siglo XIX? Muchos son los autores que con mayor o menor amplitud abonan el primer término de esta cuestión318 y, en verdad, no parece haber duda respecto a cierta decadencia de la producción textil en la primera y segunda décadas del siglo XIX. Cualquiera que haya sido la situación por la que atravesaba la industria novohispana al empezar el siglo, el estado de guerra en que estuvo el país a partir de 1810 debe haber generado nuevos factores de desestabilización, sobre todo en lo que hacía a las relaciones comerciales entre las regiones productoras de manufacturas y las productoras de metales preciosos. Las primeras se vieron separadas de sus mejores mercados; las segundas se dispusieron a buscar nuevas fuentes de abastecimiento, aun cuando para ello hubiera que asumir el expediente del libre comercio a ultranza con los países extranjeros o, en caso dado, practicar el contrabando.


  Todo esto propiciaría la transformación de los viejos circuitos comerciales del septentrión precisamente en los momentos en que, rotos los lazos con España, México abrió sus puertos y fronteras al comercio exterior y empezó a vivir su independencia política en medio de una inédita vorágine comercial.


  


  


  
    V. ANTECEDENTES, FORMACIÓN Y PROPUESTAS DE LA JUNTA DE FOMENTO DE LAS CALIFORNIAS 1814-1827 319


    Al enumerar las partes que debían reconocerse como constitutivas del país, los caudillos insurgentes redactores del Decreto Constitucional emitido en Apatzingán el 22 de octubre de 1814 no incluyeron en el listado respectivo las muy extensas provincias de Texas, Nuevo Santander, Nuevo México y las Californias. A propósito de esta omisión, el historiador Manuel Orozco y Berra diría más adelante que quizá los autores del texto consideraron que esas provincias quedaban comprendidas en otras de las que sí quedaron nombradas en el citado decreto —digamos, en las de Coahuila, Nuevo León, Chihuahua y Sonora, respectivamente—, pero que también pudo haberse tratado de un mero olvido o hasta de una manifestación simple y llana de ignorancia.320 Como quiera que hayan sido las cosas, el lapsus indica que aun entre la gente letrada de la época no era raro que se les regateara una entidad propia a las extensas provincias que se extendían a todo lo largo de la frontera norte del país.


    En las siguientes páginas nos ocuparemos de una de esas provincias, la de las Californias, aludida comúnmente así, en plural, en razón de que esa denominación englobaba en realidad dos provincias, conocida una como la Baja California y la otra como la Alta California. No trataremos de la situación interna de dichas provincias, sino de la visión general que de éstas se tuvo en la capital del país y de la manera como se trató de definir las políticas que podrían asegurar su desarrollo y defensa. Tema central de este estudio será el de la formación y los trabajos del organismo que recibió el nombre de Junta de Fomento de las Californias.321


    De las Californias ha de decirse que, desde el inicio de la ocupación colonial de la parte peninsular a fines del siglo XVII, aquélla fue una provincia marginal, tan extensa como aislada respecto de las partes nucleares del virreinato de la Nueva España. Luego que en la segunda mitad del siglo XVIII se efectuara la expansión española hacia lo que se conoció como Nueva o Alta California, la ya agrandada o duplicada provincia californiana llegó a extenderse longitudinalmente por unas 500 leguas (alrededor de 2 500 kilómetros), desde la región de Los Cabos, en el sur de la parte peninsular, hasta aproximadamente el grado 42, latitud norte, más arriba del puerto de San Francisco.


    Territorios en los que la colonización española fue siempre débil, casi meramente simbólica, no ha de resultarnos extraño advertir que en ciertas visiones de conjunto del país, como la que mencionamos del Decreto Constitucional de Apatzingán, las Californias no figuraran como entidades importantes. Sin embargo, tal desdén era en realidad circunstancial. Dos consideraciones hacían que de tiempo en tiempo esa parte del país pasara a ser objeto de una especial atención oficial: la presunción de que eran tierras, sobre todo las de la Alta California, que tenían una gran potencialidad económica y la sospecha de que las dos provincias californianas figuraban en la mira expansionista de potencias extranjeras.


    Sobre esta condición y riesgo llamó la atención con insistencia un español llamado Francisco de Paula Tamariz, que mucho tuvo que ver con las acciones oficiales que se tomaron durante más de una década en relación con las Californias. Siendo teniente de fragata de la Marina Real Española, Tamariz visitó por primera vez la Alta California el año de 1805, al ser comisionado para transportar hasta aquel destino el situado de la tropa y las memorias de los padres misioneros. Dos años más tarde, en 1807, volvió a viajar hacia aquellas latitudes también en servicio oficial. En una y otra ocasiones procuró reunir información sobre la más septentrional de las Californias, sus pobladores, su actividad económica y su régimen de gobierno, información que lo llevó a hacerse un acervo crítico del sistema de colonización prevaleciente en la región, caracterizado por la presencia dominante de las misiones y, consecuentemente, de los ministros misioneros, que en la Alta California eran franciscanos del Colegio de San Fernando de México. No dejó de observar el visitante que, por su lejanía y el reducido número de colonos, que no de indígenas, aquella parte de las Californias resultaría en extremo vulnerable ante una posible agresión extranjera.


    De observador vivamente impresionado, Tamariz pasó pronto a ser denunciante de lo que él juzgó graves y peligrosas anomalías, al punto de que en 1809 redactó un amplio memorial que remitió a la corte española sin que, al parecer, el documento tuviera allí trascendencia alguna. Tiempo después, en 1813, el oficial de marina tuvo que hacer un viaje a España, lo que aprovechó para preparar una nueva versión del memorial previo, la que, fechada en el mes de mayo de 1814, dirigió al rey por conducto del Ministerio Universal de Indias.322


    Esta vez, la gestión tuvo el resultado esperado por Tamariz, quizá porque el autor del documento logró persuadir a las autoridades de que en la provincia californiana existían irregularidades en verdad graves y de que él hablaba con conocimiento de causa. Según el resumen que del documento hace la historiadora Martha Ortega, en él decía Tamariz que “Alta California era rica en recursos humanos y naturales, pero que el celo misionero impedía que esos recursos fueran explotados en favor de los habitantes de la región y en provecho del virreinato, pues sólo los misioneros se beneficiaban de ellos”. Hablaba además del fracaso de la evangelización de los naturales, de los malos tratos que les daban a éstos los misioneros y de las casi nulas posibilidades que había de que prosperaran los colonos de origen español, inclusive los del servicio militar.323


    Estos graves señalamientos resultaban seguramente coincidentes con los argumentos tomados en cuenta por las Cortes de Cádiz al decretar el año de 1813 la secularización de todas las misiones de la América española que tuvieran más de diez años de haberse fundado. El caso es que el rey mandó que en el virreinato de la Nueva España se formara una comisión o junta de expertos que opinara sobre la situación de las Californias y la posibilidad de ir adelante con la secularización de las misiones. Así, en julio de 1814 el virrey Félix María Calleja integró la dicha junta con Antonio Torres Torija, como presidente, y Gonzalo López de Haro, Nicolás Carrión, Juan Ignacio González Vértiz y Juan Lorenzo de Antepara, como vocales, a los que luego se agregaron José Ignacio Ormaechea y Manuel Cortina. Las tareas de secretaría se encargaron inicialmente a Manuel González de Ibarra y luego a Tomás de Suria.324 Es de notarse que Tamariz no fue convocado para integrarse a la constituida junta.


    Poco sabemos de los trabajos realizados por este órgano consultor que fue conocido como Junta de las Californias. Martha Ortega refiere que en 1817 los comisionados respaldaron el decreto de secularización emitido por las Cortes de Cádiz, lo que motivó que los franciscanos del Colegio de San Fernando ofrecieran entregar para su secularización algunas de las misiones que atendían y que los padres dominicos, que tenían a su cargo las misiones de la California peninsular, se dijeran calumniados por el teniente de marina.325 Con esto debe haberse advertido que sería inevitable que hubiera controversia en torno al asunto de las misiones.


    Parece ser que los integrantes de la junta actuaron con cierto desinterés y hasta con negligencia, pues en noviembre de 1820 Tamariz se quejó de ello y solicitó al rey, por conducto del virrey Juan Ruiz de Apodaca, que se nombraran nuevos vocales, escogidos entre quienes mostraran tener un más efectivo interés en el asunto. Se daba además la circunstancia de que, por el fallecimiento del presidente de la junta, el organismo se había mantenido acéfalo durante algún tiempo.


    La real orden que se expidió en España como respuesta a la solicitud de Tamariz se recibió en México después de la entrada del Ejército Trigarante a la capital, así que, cualquiera que haya sido su sentido, ya no tuvo ningún efecto.326 Sin embargo, antes de que terminara el año de 1821 ya el gobierno central había sido alertado de nueva cuenta sobre la marginación en que se hallaban las Californias y sobre el riesgo que esa situación representaba para la integridad territorial del país. Este llamado de alerta lo hizo el gobernador de la provincia de Guadalajara, José Antonio de Andrade, quien en sendas comunicaciones fechadas el 22 de octubre y el 1 de diciembre de 1821, dirigidas a Agustín de Iturbide, primer jefe del Ejército Imperial de las Tres Garantías, se refirió a la situación de decadencia y “reprensible abandono” en que, según él, había tenido a las Californias el gobierno español. Abundó Andrade en lo que tan insistentemente había señalado Tamariz respecto del dominio que ejercían los misioneros, pero también externó sus recelos por la presencia continua en la Alta California de embarcaciones rusas y norteamericanas, lo que, a su juicio, hacía imperiosa la necesidad de “tomar medidas para la seguridad de aquel tan interesante punto, codiciado por naciones extranjeras como el más a propósito para escala de la navegación del Asia”.327


    Por la advertencia de Andrade, sumada a los previos señalamientos de Tamariz, el flamante gobierno nacional debió incluir en su agenda de urgencias la cuestión de las Californias, en cuya virtud, en los primeros meses de 1822, Agustín de Iturbide, el hombre fuerte del momento, decidió enviar a aquellos territorios noroccidentales a un comisionado que pudiera acopiar una información amplia y fidedigna sobre la situación en que se encontraban.


    El hombre escogido fue Agustín Fernández de San Vicente, racionero del cabildo de la catedral de Durango, el que el 10 de abril de 1822 recibió las instrucciones para su recorrido signadas por los señores integrantes de la Regencia. El comisionado tenía el encargo de visitar las dos provincias californianas, entregar diversos pliegos a las autoridades locales e invitarlas a que manifestaran su adhesión al nuevo régimen. Esa invitación debería hacerse extensiva a los padres misioneros, a cuyo efecto Fernández de San Vicente llevaba cartas instructivas de los prelados de la Orden de Santo Domingo y del Colegio de San Fernando. Además de estos encargos se hizo al comisionado la recomendación de que se impusiera “radicalmente del estado de prosperidad o decadencia de aquellas posesiones” y de lo que hubiera que temer “respecto a los establecimientos rusos y americanos”, para que informara de todo eso con la mayor puntualidad.328


    La visita de Fernández de San Vicente se inició en mayo de 1822 y duró aproximadamente siete meses. En enero del año siguiente, el comisionado ya se encontraba de regreso en el puerto de San Blas, Nayarit, de donde mandó el correspondiente informe al secretario de Estado de Relaciones Interiores y Exteriores. En cuanto a la situación económica de las provincias visitadas, Fernández de San Vicente hacía ver que la Baja California era de suyo tan “escasa de producciones” que para subsistir necesitaba siempre que se le enviaran bastimentos de fuera y que precisamente por la escasez que padecía estaba expuesta a ser abandonada por la tropa e invadida por la nación extranjera o los piratas que quisieren hacerlo. Respecto de la Alta California decía que no dependía tanto del abasto de origen exterior, pues tenía “ricas producciones de mar y tierra”, pero que eso precisamente provocaba “la ambición de negociantes de distintas naciones”.329


    El rasgo que el informante destacaba en cuanto a la situación política regional era el de la tranquilidad. Teniendo la encomienda de dejar asegurada la adhesión de las autoridades locales al nuevo régimen, y siendo así que desde el mes de mayo de 1822 Agustín de Iturbide había sido exaltado al trono imperial, aseguraba Fernández de San Vicente que en ambas Californias había dejado “ya conocido y proclamado con general aplauso de aquellos habitantes a nuestro digno emperador”. Aun cuando no hubiera percibido inquietudes políticas en los territorios visitados, el comisionado sugería el pronto envío de un comandante militar bien dotado de facultades y adicto al nuevo régimen.330


    En un documento ulterior de la Secretaría de Guerra se dice que Fernández de San Vicente recomendó que para gobernar las Californias se nombrara a un nativo de aquellas tierras, el que, según el prebendado, sería “menos accesible a las grandes promesas con que los rusos, tan interesados en echarse sobre aquel territorio, podrían corromper la fidelidad de cualquier... [no californiano] a quien se le encomendase su custodia”.331 Ésta parece haber sido una justificación a posteriori, pues durante la estancia del comisionado en la Alta California sucedió que el gobernador en funciones de las Californias, Pablo Vicente de Solá, tuvo que dejar el cargo por haber sido nombrado diputado al Congreso General y tener necesidad de trasladarse a la ciudad de México.332 Ante esta situación, Fernández de San Vicente influyó para que la Diputación Provincial, recientemente constituida, nombrara como gobernador interino a Luis Antonio Argüello,333 militar que había nacido en el puerto de San Francisco, Alta California.334


    Aun siendo interino, Argüello ejercería el cargo durante poco más de tres años debido a las dificultades que hubo para proveer el puesto. Francisco de Paula Tamariz, que en el nuevo régimen había pasado a ser comisario general de guerra, aseguró que en ese tiempo el emperador Agustín de Iturbide le propuso nombrarlo gobernador e intendente de las Californias, pero que él rehusó aceptar en virtud de que no quería dar pie a que se pensase que abogaba por aquellos territorios con la mira de aumentar su fortuna o su prestigio.335 Sabemos que en 1823 Iturbide dio nombramiento de jefe político de las Californias a Bonifacio Tosta, que nunca llegó a hacerse presente en la provincia que debía gobernar,336 como también sucedió en 1824 con otro receptor del mismo nombramiento, el general de brigada Juan José Miñón,337 que, como veremos, estuvo en un principio manifiestamente interesado en servir el puesto que se le asignaba.


    Mientras así estaban las cosas en las Californias, en el centro del país acaecían cambios importantes. Caído el emperador Iturbide se dieron radicales reacomodos de las fuerzas políticas y pronto los republicanos, y entre éstos los partidarios del régimen federal, dominaron los espacios de decisión. En cuanto a las Californias es de recordarse aquí que su situación político-administrativa quedó definida desde el mes de enero de 1824, cuando el Soberano Congreso Mexicano expidió la llamada Acta Constitutiva de la Federación, en cuyo artículo séptimo se establecía que las Californias serían “territorios de la Federación sujetos inmediatamente a los supremos poderes de ella”.338


    Publicada el Acta Constitutiva de la Federación, pero antes de que se formulara y promulgara la Constitución General del país, que formalizó el establecimiento del régimen federal, los integrantes del órgano llamado Supremo Poder Ejecutivo nombraron al que debería fungir como comandante y jefe político de las Californias. Recayó el nombramiento en el general de brigada Juan José Miñón, a quien ya mencionamos y de quien dijimos que no llegó a trasladarse a suelo californiano ni, por consiguiente, a tomar posesión de su cargo.


    Bancroft dice que, después de ser nombrado, Miñón rechazó el puesto.339 Parece ser que así fue, pero no hay duda de que en un principio se mostró dispuesto a partir hacia los lejanos territorios noroccidentales y a tratar de hacer en ellos una adecuada gestión de gobierno. Esto se desprende de varias comunicaciones suyas, interesantes por lo que su autor manifestaba en ellas respecto de la entidad que habría de quedar bajo su mando y por una propuesta que el mismo hizo para que se pudieran fijar con mayor acierto las políticas de desarrollo y defensa de las Californias.


    Hemos de mencionar el antecedente de que, en el mes de abril de 1823, Francisco de Paula Tamariz hizo entrega al secretario de Relaciones Interiores y Exteriores de dos notas en las que cabe presumir que reiteraba lo que desde hacía una década o más venía diciendo acerca de las Californias. Desconocemos el texto de dichas notas, pero tenemos cierta idea de su contenido por referencias del general Miñón, que no sólo las tuvo en sus manos sino que las tomó como una posible guía para el cumplimiento de sus funciones gubernativas.340


    Miñón se mostró persuadido de la veracidad de todo lo que decía Tamariz, con quien muy probablemente había tenido y mantenía comunicación personal. En carta dirigida al ministro de Guerra y Marina se decía convencido por las notas de Tamariz de que la Alta California no sólo era autosuficiente, sino que habría de ser la entidad “más productiva y rica de las que forman la Federación”, siempre que se atendiera a su fomento. Señalaba las ventajas que para el comercio con el Asia tendría su localización geográfica y aseguraba que la benignidad de su temperamento y la riqueza de sus producciones la hacían “ser deseada de todas las naciones europeas”, que sin duda tenían respecto de ella más conocimientos que los que había tenido el gobierno español.341


    Lo que más llama la atención no es que Miñón se informara sobre la situación de las Californias —o más específicamente, sobre la situación de la Alta California— basándose tan sólo en las notas de Tamariz, sino que de buenas a primeras asumiera los puntos de vista de éste acerca de los problemas de la colonización regional y sus posibles soluciones. La coincidencia de ambos personajes en cuanto a la necesidad de aplicar en la región políticas tendientes a modificar el sistema de poblamiento hace pensar en un posible ascendiente del comisario general de guerra sobre el general de brigada o acaso en un acuerdo de los dos para actuar de consuno una vez que el gobernador nombrado tomara posesión de su cargo. Refiriéndose a Tamariz afirmaba Miñón: “Las reformas que propone en el sistema de gobierno que hoy... [existe en las Californias], los abusos que hay que corregir y las ideas de que se vale para hacer productivo aquel país merecen todas ellas las consideraciones más favorables a persuadirse de la necesidad que hay de tales reformas”.342 Como se verá más adelante, esas reformas estaban orientadas a minar la posición dominante de misiones y misioneros y a ampliar en consecuencia los espacios de acción de los colonos.


    Miñón concluía su escrito con la propuesta de que “se procediese a la formación de una junta de individuos prácticos en la materia” que pudieran recomendar las políticas más indicadas para fomentar y defender el territorio californiano.343 Es de pensarse que esta propuesta fue acordada con Tamariz o sugerida por él, pues, en carta posterior dirigida al Supremo Poder Ejecutivo, Miñón, al insistir en que se formara la junta, ofreció una lista de los individuos que podrían ser sus integrantes, entre los cuales figuraba por supuesto Francisco de Paula Tamariz.344


    El Supremo Poder Ejecutivo admitió la propuesta y así se le comunicó al general Miñón el 5 de mayo de 1824.345 En atención a la sugerencia hecha por él quedaron integrados a la junta el coronel Pablo Vicente de Solá, el también coronel José Ignacio Ormaechea, el capitán de fragata Gonzalo López de Haro, el comerciante Manuel Cortina y el comisario general de guerra Francisco de Paula Tamariz, todos ellos familiarizados desde hacía tiempo con los asuntos californianos, ya por haber estado en la región, ya por tener vínculos con gente de allá. Además, Ormaechea, López de Haro y Cortina habían formado parte de la Junta de Californias establecida en tiempos del gobierno español. Aun así, la presidencia de la nueva junta, que debería recibir el nombre de Junta de Fomento de las Californias, no fue encomendada a ninguno de los propuestos por Miñón sino al general de brigada Mariano Díez de Bonilla, el que seguramente tenía una vinculación directa con el ministro de Guerra y Marina o con el de Relaciones Interiores y Exteriores.


    Por decisión gubernamental, desde un principio también pasaron a formar parte de la junta el juez de Hacienda Tomás Salgado, el promotor fiscal José Mariano Domínguez, el abogado Juan José Espinosa de los Monteros, el comerciante Joaquín Cortina González, el contador Manuel González de Ibarra, de la Dirección de Correos; el también contador Tomás de Suria, de la Contaduría de Cuentas, e Ignacio Cubas, encargado del Archivo General del Gobierno Nacional. Los tres últimos fungieron sucesivamente como secretarios.


    En el curso de los tres años que duraron los trabajos de la junta se integraron a ella otros individuos, varios de ellos gente de indudable peso político. Por lo menos por algún tiempo, la nómina de los que fueron vocales de la junta incluyó a personas como José Mariano Almanza, Francisco Fagoaga, Alejo García Conde, Diego García Conde, Carlos María de Bustamante, Isidro Ignacio Icaza, Ildefonso González del Castillo, Juan Francisco Azcárate, Pedro Dionisio Cárdenas y Servando Teresa de Mier. En la secretaría de la junta llegó a colaborar como oficial auxiliar Crecencio Suárez.346


    El número y la prestancia social y política de quienes compusieron la junta dan una idea de la importancia concedida a esta agrupación y a sus tareas, pero es de aclararse que no todos los individuos que hemos nombrado actuaron en el organismo a un mismo tiempo. La incorporación de nuevos miembros fue paulatina, siempre en la medida en que se fue haciendo necesario para el oportuno desahogo de los asuntos que los comisionados debieron atender. Respecto de las bajas ha de decirse que entre 1824 y 1827 fallecieron, hasta donde podemos asegurar por ahora, cuatro miembros de la junta (los hermanos García Conde, Manuel González Cortina y José Mariano Almanza). Hubo también retiros temporales, casi siempre por causa de enfermedad, y aun retiros definitivos, como fueron los casos de Juan José Espinosa de los Monteros, que en 1826 tuvo que dejar la junta por haber sido nombrado ministro de Relaciones Interiores y Exteriores, y del propio Francisco de Paula Tamariz, que, estando ya por ser disuelta la junta, decidió retirarse de aquel cuerpo por ser español de origen y estar sujeto a lo dispuesto en la ley de expulsión de españoles del 10 de mayo de 1827.


    Es de tenerse en cuenta que, aunque los nombramientos de los miembros de la junta eran oficiales, el encargo de los que obraban como vocales fue en todo caso honorario; sólo los secretarios fueron burócratas comisionados que durante su gestión siguieron percibiendo sus correspondientes sueldos.


    Pese a que en un principio el Supremo Poder Ejecutivo nombró al presidente de la junta, los comisionados propusieron, y así fue aceptado, que quien ocupara esa posición fuera amovible y que cada dos meses los vocales eligieran entre ellos mismos al presidente en turno, siempre con la posibilidad de que una misma persona fuera reelecta varias veces. Llegaron a ocupar así la presidencia Espinosa de los Monteros, Salgado, Domínguez, Tamariz y Azcárate.


    Para realizar sus trabajos, los integrantes de la junta se organizaron en tres comisiones. Cada uno de los vocales debió estar adscrito a alguna de ellas, sin perjuicio de que el que estuviera interesado pudiera participar en dos a la vez. Un documento en el que se detallan los asuntos sobre los que debía dictaminar cada comisión da idea de los alcances que se esperaba que tuvieran los trabajos de la junta: la primera, llamada Comisión de Gobierno, trataría sobre a) los negocios políticos (con los rubros de milicia nacional, ayuntamientos, costumbres, obras públicas, policía, seguridad pública, defensa interior y exterior y administración civil), y b) los negocios económicos (con los rubros de contribuciones, censos, cosechas, división de territorios, ejidos y baldíos, estadística, límites, montes comunes, propios y arbitrios y correos); la segunda, llamada Comisión de Beneficencia, trataría de los problemas de a) sanidad (con los rubros de aguas potables, cañerías, cementerios, desecación de pantanos, epidemias, epizootias, juntas de sanidad, lazaretos, limpieza de los pueblos, mercados, salubridad y vacunas), y b) caridad (con los rubros de casas de amparo, cárceles, cofradías, expósitos y hospitales); y la tercera, llamada Comisión de Fomento, trataría de lo relacionado con a) la instrucción (con los rubros de escuelas, colegios y jardín botánico), y b) la industria (con los rubros de agricultura, artes e inventos, caminos, puentes, canales, comercio, consulados, ferias, fábricas y manufacturas, minería, canteras, repartimientos de tierras y sociedades económicas).347


    Las reiteraciones y falta de sistematicidad que se advierten en el cuadro anterior sugieren que hubo precipitación o descuido al elaborarlo, aunque de todas formas la vasta aunque deshilvanada comprensión del mismo hace ver que se pretendía definir desde la capital de la República no sólo las políticas generales que deberían seguir los gobiernos locales sino también las acciones específicas con que pretendieran concretarlas. Por impertinente que parezca, este propósito se compadecía con el obvio principio de que los territorios federales habrían de depender totalmente de la Federación.


    La Junta de Fomento de las Californias operó como un órgano técnico del gobierno federal. Sus miembros fueron en todo caso nombrados por los titulares del poder ejecutivo de la Federación y a la autoridad de éste debió subordinarse la junta, que operativamente quedó adscrita al Ministerio de Relaciones Interiores y Exteriores. En los diversos expedientes del Archivo General de la Nación que, gracias a las fotocopias existentes en la Universidad Autónoma de Baja California, pudimos examinar con miras a la elaboración de este artículo se constata que la comunicación entre los presidentes de la junta y los señores Juan Guzmán, Lucas Alamán y Juan José Espinosa de los Monteros, que de manera sucesiva actuaron entonces como titulares del referido ministerio, era puntual y constante.


    Los presidentes de la junta estaban obligados a rendir informes semanales a la autoridad gubernativa superior para mantenerla enterada de los trabajos que realizaban los comisionados, pero esa periodicidad resultó excesiva porque no siempre hubo novedades que comunicar y porque, tras los meses iniciales, las sesiones de la junta empezaron a espaciarse. Aun cuando los comisionados tenían la obligación de asistir regularmente a las sesiones a las que se les convocara, no todos concurrían a ellas con la debida asiduidad, al grado de que algunas sesiones tuvieron que ser suspendidas por falta de quórum. En general, la asistencia a las sesiones de la junta, realizadas en la sede oficial de ésta, que se localizaba en dos piezas del Palacio Nacional habilitadas para el efecto, parece haber sido más bien escasa. Según puede verse en las actas que se conservan, a las sesiones plenarias asistían por lo común entre seis y diez miembros.348


    Tanto por el ausentismo de los comisionados como por un cierto desorden que hubo en el manejo secretarial, que llegó al extremo de que se extraviaran papeles importantes, la junta no cumplió su cometido con la eficiencia y la rapidez que esperaban los funcionarios gubernamentales. El propio ministro de Relaciones Interiores y Exteriores tuvo a veces que hacer exhortos a los comisionados para que activaran sus trabajos.349 Si finalmente aquel cuerpo logró preparar y entregar los documentos instructivos que el gobierno federal le demandó fue sin duda por la celosa aplicación de unos cuantos individuos, particularmente Francisco de Paula Tamariz, que no sólo fue el principal impulsor de los trabajos de la junta sino que la proveyó de los documentos de base que hubieron de ser discutidos, revisados y entregados a las autoridades competentes. Tanto fue así que Tamariz insistió en que no se iniciara la discusión de las proposiciones concretas que se harían al gobierno federal sin que cada uno de los comisionados tuviera en sus manos y tomara en cuenta la memoria en que él había expuesto “sus ideas acerca de las misiones y los planes de colonización, industria y comercio de las Californias”.350 Quizá no sea exagerado decir que la Junta de Fomento de las Californias fue solamente un órgano mediador que hizo posible que las propuestas de Tamariz se elevaran, debidamente avaladas, hasta los altos círculos de gobierno. Ese carácter personal fue sin duda una de las deficiencias de origen de las propuestas de la junta.


    Respecto de los problemas de la defensa de los territorios californianos hubo una temprana propuesta de la junta, bastante simple por cuanto que se reducía a proponer un corto aumento del personal militar y el envío de cierta dotación de armamento.351 Sin embargo, la idea que prevaleció entre los comisionados fue la de que la mejor defensa de aquella región sería su desarrollo económico y el adecuado bienestar de sus habitantes.


    Aunque las distintas comisiones trabajaron simultáneamente en sus respectivos campos de competencia, por recomendación hecha por el Ministerio de Relaciones Interiores y Exteriores, la cuestión a la que hubo que darle preferencia fue la relativa al arreglo de las misiones y de sus temporalidades. El asunto era delicado ya que se tocarían intereses de las órdenes religiosas franciscana y dominica, cuya presencia era todavía imprescindible en el territorio californiano, y quizá por ello fue que antes de presentar al gobierno federal la propuesta correspondiente se hizo entrega al ministro de Relaciones Interiores y Exteriores de un memorial en el que Tamariz exponía en lo esencial sus puntos de vista sobre el tema.352 Seguramente se dio el visto bueno a las proposiciones del comisionado, pues poco después se hizo ya la presentación del documento definitivo, aprobado por la junta el 6 de abril de 1825.


    No parece que sea pertinente hacer aquí un examen minucioso del Plan para el arreglo de las misiones de los territorios de la Alta y la Baja California, como fue titulado el documento de referencia,353 así que me concretaré a decir que lo que en él se proponía era, en síntesis, que los misioneros quedaran reducidos prácticamente al papel de párrocos, que dejaran de tener injerencia en el manejo de las temporalidades y que no pudieran impedir que los colonos se relacionaran con los indios ni que éstos pudieran desplazarse libremente para buscar sus intereses.


    Se trataba, por supuesto, de liberar tierras, mano de obra y mercados locales, motivación que también tuvieron las políticas antimisionales que se fueron implantando paulatinamente en todo el norte del país desde mediados del siglo XVIII. Del mismo modo que bajo el régimen borbónico, la libertad, la integración social y el beneficio de los indios venían a ser los argumentos en que se pretendía fundar esta política. Se decía en el documento que comentamos: “Los misioneros han logrado someter a una multitud de aquellos gentiles a sus hábitos monásticos y a un sistema de pupilaje y de comunidad que los aleja de la vida activa y laboriosa y los hace tan extraños entre las demás clases de la sociedad como lo son las mismas instituciones con que se les educa”.354 O sea, pues, que la vida en comunidad auspiciada por las instituciones misionales marginaba a los indios respecto del resto de la sociedad y los alejaba de la vida productiva.


    Conviene tener claro que lo que se proponía en relación con las misiones no se reducía a disolver los amparos institucionales de la vida comunitaria de los indígenas sino que suponía un reordenamiento de las relaciones de todos los sectores de la población regional, indios, mestizos y criollos de origen español, nativos de la región o llegados a ella como inmigrantes. Por ello era obligado que, al lado de esta propuesta de acotamiento de la acción de los misioneros y de reconversión institucional de las misiones, los miembros de la junta se hicieran cargo de otras dos cuestiones por resolver: la de las temporalidades, o sea de las tierras y demás bienes materiales de las comunidades misionales, y la de la necesaria atracción y asentamiento de nuevos colonos. En el mismo Plan para el arreglo de las misiones... se propuso que las temporalidades quedaran en manos del poder civil para su administración, cosa que ya se había puesto en práctica en todo el noroeste en tiempos de la visita de José de Gálvez, con resultados desastrosos según los misioneros. Por lo que respecta a la colonización, lo que se creyó indicado fue ocuparse de ella en dos documentos instructivos específicos: un plan para la colonización extranjera y otro para la colonización con nacionales.


    Así, en efecto, apenas dos semanas después de la aprobación del Plan para el arreglo de las misiones..., la junta tuvo listo su Plan de colonización extranjera para los territorios de la Alta y de la Baja California y poco más de un mes más tarde el Plan de colonización de nacionales para los territorios de la Alta y la Baja California.355 En uno y otro se especificaban los requisitos y procedimientos para que los inmigrantes recibieran tierras de cultivo y solares urbanos, siempre de conformidad con las disposiciones generales de la Ley de Colonización del 18 de agosto de 1824. A los colonos se les repartirían lotes rurales de una milla cuadrada, sin que en ningún caso quedaran afectadas las tierras de cultivo de las comunidades indígenas. En el caso de los colonos nacionales, el documento respectivo preveía el otorgamiento de una serie de subsidios que, se suponía, deberían estimular la inmigración. De la importancia de este esperado flujo de nuevos pobladores dependía el que la reforma de las misiones no derivara en un abatimiento de la producción agropecuaria.


    El otro tema que se eslabonaba con los anteriores era el del desarrollo económico regional, sobre el que la junta hizo una única propuesta: la creación de una compañía comercial que vinculara las Californias con el Asia. Los documentos respectivos, preparados por Francisco de Paula Tamariz y Pedro Dionisio Cárdenas, fueron aprobados por la junta en diciembre de 1825. Uno se tituló Proyecto para el establecimiento de una compañía de comercio directo con el Asia y Mar Pacífico, cuyo punto céntrico debe ser Monterrey, capital de la Alta California y el otro fue el Reglamento que normaría la operación de dicha compañía.356


    Lo que es notorio en el primero de los documentos mencionados es su desbordamiento en lo tocante a las supuestas bondades del proyecto. Allí se exaltaban desmesuradamente las riquezas potenciales de las Californias y se dejaba volar la imaginación en cuanto a los pretendidos buenos efectos del comercio con el Asia. Tan sólo como un ejemplo de esto último citaremos aquí el siguiente párrafo:


    Éste es apenas un bosquejo de los tesoros que encierran las Californias. ¿Y quién podrá extraerlos sino la poderosa mano del comercio? Satisfecho el labrador del pronto y buen despacho de las cosechas se empeñará por su interés individual, que es el mayor estímulo para que adelante y mejore: cultivará las tierras y usará de las aguas por medio de presas en los ríos y otras máquinas, con progresos de la hidráulica; fomentará los ramos de azúcar, café, cacao, seda, cera, grana, añil y otros tintes, drogas medicinales y demás artículos nobles para los que hay terrenos muy a propósito; especulará sobre las especierías, cuyo descubrimiento sería portentoso, como que hasta ahora [las especias] han sido indígenas de la India [sic]; multiplicará los ganados para su servicio y expendio y no descuidará de formar casa en que vivir ni de facilitarse las oficinas necesarias, caminos y canales oportunos.357


    Podemos pensar que la exageración de las potencialidades económicas de las Californias y de los beneficios de la apertura de éstas al comercio con Asia no era sino un recurso de persuasión, pero habría que preguntarse entonces si realmente tenía posibilidades de buen éxito un tráfico comercial como el que se quería instaurar. Es claro que los comisionados estuvieron convencidos de que su proyecto sería viable a condición de que el gobierno otorgara una serie de concesiones que se precisaron en el Reglamento propuesto para el funcionamiento de la compañía, que en verdad estaba pensada en grande.


    Preveía este Reglamento que la compañía contara con un fondo de cuatro millones de pesos, que se formaría con la venta de dos mil acciones de dos mil pesos cada una, lo que de haberse llevado efecto habría hecho de ésta la compañía mejor dotada de fondos en el país entero. Siendo, pues, una compañía de capital privado, estaría bajo la inmediata protección del gobierno de la Federación por un periodo de veinte años, protección que implicaría un trato privilegiado. Su sede sería el puerto de Monterrey, Alta California, que tendría el carácter de puerto franco, o sea que no pagarían derechos las mercancías que se traficaran en él. Se comerciaría obligadamente con las producciones de las Californias, pero como éstas serían insuficientes, se preveía que también se extrajeran por el puerto de Monterrey mercancías procedentes de Sonora, Sinaloa, Nuevo México, Chihuahua, Durango y Jalisco, a más de otros puntos del océano Pacífico no especificados. Si las mercancías de exportación no fueren suficientes para mantener el intercambio podría la compañía exportar numerario —vale decir, moneda de oro y plata— sin pago alguno de derechos. Además de las operaciones comerciales, la compañía podría dedicarse a la pesca de peces, ballenas, lobos marinos, nutrias y perlas, siempre en calidad de compañía privilegiada, es decir, con derechos de exclusividad. Los productos de estas explotaciones estarían exentos del pago de todo derecho. Se confiaba que en el otro punto terminal del circuito estuvieran los países asiáticos con sus ricas y variadas producciones, tan demandadas en el país en tiempos del gobierno español.


    Es posible que, en principio, se haya concebido esta compañía en la idea de emular el lucrativo comercio entre la Nueva España y las Filipinas, suspendido por cierto apenas unos años atrás, pero el proyecto que ahora se trataba de impulsar rebasó en mucho lo que en tiempos del gobierno español había sido el comercio transpacífico. El establecimiento de la compañía propuesta habría implicado poner en franquía respecto del comercio exterior el más lejano frente marítimo del país, tan extenso como desprotegido, y ello en un tiempo en que se dejaban sentir de manera constante las presiones de las grandes potencias para obtener para sí ventajas comerciales. Por eso nada buenas para el interés nacional eran las expectativas que podía despertar este proyecto y quizá por ello se le habría de ver con desconfianza.


    Lo relativo al gobierno interior de las Californias, que debió haber sido prioritario en las atenciones de la junta, fue en realidad lo último sobre lo que ésta se pronunció. En el mes de mayo de 1827 los comisionados terminaron de preparar el documento respectivo, al que, en el ánimo de que pasara tal cual al Soberano Congreso de la Nación, pusieron el siguiente encabezado: Iniciativa de ley que propone el Presidente de los Estados Unidos Mexicanos que componen la República Federal, para el mejor gobierno del distrito federal de las Californias. Era una especie de estatuto orgánico que normaría, en su caso, el ejercicio del poder político, militar y aun eclesiástico en el más extenso de los territorios dependientes de la Federación. Contenía capítulos sobre atribuciones de los gobernadores, de los tenientes de gobernador y de los ayuntamientos, sobre administración de la justicia civil y criminal, sobre la organización eclesiástica, que supondría la extinción de las misiones; sobre el gobierno militar, la marina y la hacienda pública. El documento preveía la creación de dos consejos de gobierno, uno general formado por cuatro personas, dos de las cuales deberían ser oriundas de la región, y otro para la Baja California, formado por tres personas, de las que una debería ser natural del territorio peninsular.358


    Con la formulación y entrega de este documento, los miembros de la junta consideraron que quedaba concluida la parte meramente proyectiva de la política que habría de propiciar el fomento y asegurar la defensa de las Californias. No quedaba, según ellos, sino aplicar lo proyectado y a ese efecto sugirieron que Francisco de Paula Tamariz “pasase a las Californias a plantear las disposiciones que se sirva dictar el Soberano Congreso”.359 En la carta de remisión del documento, dirigida al presidente de la República, Juan José Azcárate decía que, en caso de ser aprobada, la ley propuesta promovería sin duda “la felicidad de aquellos hermosísimos territorios”. Pedía el comisionado que se reconociera el mérito que en todo había tenido Francisco de Paula Tamariz y avisaba que, con la entrega del susodicho documento, los miembros de la junta daban por terminados sus trabajos y que, siendo así, sólo esperaban las órdenes superiores “para disolverse”.360


    La junta quedó disuelta de hecho en mayo de 1827, aunque la disposición oficial se produjo en alguna fecha ulterior. No estamos en posibilidad de hacer aquí una evaluación puntual de los efectos que a mediano plazo tuvieron las propuestas hechas por la junta, pero cabe decir que los viejos problemas de integración económica y defensa de las Californias no se resolvieron en aquellos primeros tiempos de la vida independiente del país.. La secularización de las misiones se realizó poco a poco en la década 1830-1840, pero no como resultado de la propuesta de la junta, que por cierto fue duramente impugnada por los misioneros franciscanos,361 sino porque el proceso se aceleró por la presión conjunta de autoridades civiles, autoridades diocesanas y pobladores no indígenas de la región. Los planes de colonización no se hicieron efectivos y la población regional siguió siendo relativamente escasa, sobre todo en la California peninsular. No se formó la compañía comercial propuesta para hacerse cargo del comercio de las Californias con el Asia y sucedió que, más que el desarrollo del comercio exterior, lo que se dio en los años que siguieron fue el aprovechamiento cada vez mayor por parte de extranjeros de algunos de los recursos naturales de la región, como la nutria o la ballena. La ley para el gobierno interno no llegó a ser aprobada por el Soberano Congreso de la Nación ni por consiguiente pudo ponerse a prueba para ver si con ella se conseguía “la felicidad de aquellos hermosísimos territorios”, como había prometido el comisionado Azcárate. En tales condiciones ya no habría tenido razón de ser el paso de Tamariz a las Californias para poner en práctica las reformas ni esa situación hubiera podido darse luego que, como dijimos, la permanencia de dicho personaje en el país quedó en entredicho por la ley de expulsión de españoles de 1827.


    Ya sólo como una aseveración conclusiva podemos decir que aun cuando no se hayan resuelto entonces los complejos problemas de integración social, económica y política de los territorios californianos al naciente estado-nación mexicano, los trabajos de la Junta de Fomento de las Californias, realizados por decisión y bajo el amparo del gobierno federal, deben haber servido al menos para que en los círculos oficiales se tomara conciencia de que podía haber amenazas externas a la integridad territorial del país, pero que tanto o más graves que ellas resultaban otras de origen interno, como era la de la marginación.


    

  


  
    TEXTOS AL MARGEN


    I. LA NARRACIÓN COMO RECURSO OBLIGADO DEL HISTORIADOR (Entrevista)


    En un reportaje incluido en el número 432 de la revista Proceso (11 de febrero de 1985), el escritor Federico Campbell recogió las opiniones expresadas por tres historiadores (Luis González y González, Guillermo Tovar e Ignacio del Río) y tres novelistas (Fernando del Paso, Jesús Gardea y Jorge Aguilar Mora) a propósito de las posibles relaciones entre el relato histórico y la novela. El texto completo de la entrevista que, con motivo de dicho reportaje, Federico Campbell le hizo a Ignacio del Río fue publicado en el periódico cultural Rodaballo, de la ciudad de La Paz, Baja California Sur (año 1, n. 4, enero-febrero 1986, p. 3). De allí tomamos esta versión.


    


    


    F. C. —¿El problema de la exposición narrativa del historiador cómo se presenta?


    I. d. R. —Empiezo por decir que se trata de un problema fundamental en el trabajo de todo historiador, puesto que todos los que practicamos este antiguo oficio somos irremediablemente narradores. De hecho, la historia escrita nace como arte narrativa y aún hoy, a más de dos milenios de los tiempos de Herodoto y Tucídides, la narración sigue siendo un recurso formal del que ningún historiador puede prescindir totalmente. Yo no concibo una obra en la que nada se narre y que, sin embargo, pueda ser definida como historiográfica.


    Al formular su exposición narrativa, el historiador enfrenta problemas de muy diversa índole. Supongo que algunos, sobre todo los de carácter técnico, son comunes a todos los narradores. Pero hay dificultades que tal vez sean específicas, propias de la narración histórica. No voy a referirme al problema de los ingredientes, de los datos a partir de los cuales se construye una narración de este tipo, sino a una preocupación que surge cuando se procede a diseñar y elaborar un relato histórico: el historiador narra para explicar —o sea, para dar razón de la necesidad histórica de un proceso humano dado— y este cometido compromete su escrito con una finalidad, que puede o no alcanzarse, pero que está allí presente como propósito. Si hay congruencia con el objetivo, ni los elementos componentes ni el orden de una narración histórica serán gratuitos. Las formas expositivas, la estructura de la narración en su conjunto, así como la de cada una de sus partes, deben ser idóneas no sólo para transmitir información sobre el proceso fáctico estudiado sino también —y esto es lo que hace que el problema de la exposición narrativa sea fundamental en los trabajos de investigación histórica— para poner en evidencia el método. Puede decirse que allí, en la narración, en sus elementos constitutivos, en su estructura, en su integración lógica, en la forma en que dicha narración queda finalmente construida, es donde el método se muestra y su posible eficacia se demuestra.


    Un relato puede construirse de múltiples maneras, así que, al formarlo, todo narrador cumple una continua tarea de elección. El historiador elige también sus recursos escriturales; pero, como cualquier otro narrador, tiene que hacerlo a sabiendas de que toda variación en la forma implica una concomitante variación en el contenido. Frente a una infinidad de opciones, y sin dejar de apoyarse en los datos que extrae de sus múltiples y no siempre unívocas fuentes de información, el historiador decide qué decir, cómo decirlo y cuándo decirlo. Por lo menos en el caso ideal, tales decisiones las toma en función de instancias teóricas y metodológicas a las que las distintas formas escriturales y las distintas ordenaciones posibles responden con mayor, menor o ninguna eficacia. Yo diría, por todo esto, que el de la construcción del relato es un momento crucial dentro del proceso de una investigación histórica.


    


    F. C. —¿Sabes que hay algunos novelistas que trabajan como historiadores, metiéndose en los archivos, buscando la precisión histórica?


    I. d. R. —No lo sé de cierto, pero lo creo perfectamente factible. Los historiadores no tenemos el monopolio de la consulta en archivos.


    


    F. C. —¿Qué matices diferenciales encuentras entre las expresiones “novela histórica” e “historia novelada”?


    I. d. R. —Se me ocurre decir, sin pensarlo mucho, que la primera alude a un relato dominado por el elemento ficticio y la segunda a uno que, ante todo, supone el aval del documento. Éstas serían en todo caso características dominantes, pero no mutuamente excluyentes: ni la “novela histórica” podría, sin que se desvirtuara su calificación, ser el resultado de una invención enteramente caprichosa, ni la “historia novelada” —o cualquier otra historia, novelada o no— puede dejar de ser en buena parte producto de la imaginación. Tu pregunta me lleva a plantearme yo mismo otra: ¿cuál sería la diferencia entre una “historia novelada” y una simple narración histórica o sea una “historia a secas”? Dejando aparte esta cuestión te diré que es de desearse que los libros de historia se puedan leer como si fueran novelas.


    


    F. C. —¿Historia analítica o historia narrativa?, ¿cuál es su diferencia?


    I. d. R. —Considero que no se justifica la oposición. He de insistir en que la historia es narrativa y en que el historiador explica a través de la narración. Que la explicación propuesta en cada caso sea o no plausible es otro problema. Yo estoy persuadido de que aun la narración más anodina propone alguna suerte de explicación de aquello que refiere.


    Por otra parte no me imagino cómo pueda darse una historia que analice y explique, pero que no narre. ¿Qué sería entonces lo que se estaría analizando?, ¿una realidad presupuesta, pero no descrita? Es cierto que hay textos puramente teóricos, que nada tienen de narración fáctica, y que algunos, los buenos, pueden ser de utilidad para la investigación histórica; pero es obvio que la pura lucubración teórica no es en sí desarrollo historiográfico. Hay también textos que pasan por ser explicativos de un proceso histórico aun cuando en ellos no se haga referencia concreta y documentada a dicho proceso o que se la haga de un modo deficiente. Esos textos, en realidad, sólo se explican a sí mismos. Hay en el otro extremo ciertas historias que no son más que meras acumulaciones de datos empíricos, voluntaria o involuntariamente ajenas a toda pretensión explicativa. Estas son, creo yo, las que hacían decir a un burlón maestro universitario que había historiadores que se dedicaban a exhumar datos de la tumba de los archivos para enterrarlos luego en la tumba de las bibliotecas.


    


    F. C. —¿Queda implícito en la “relación de los hechos” el punto de vista del autor?


    I. d. R. —La descripción no es en modo alguno una operación no problemática de la investigación histórica. Es simplista suponer que los hechos históricos están de suyo establecidos por ser hechos consumados y que, siendo así, el historiador no puede sino describirlos con un mayor o menor grado de exactitud. Lo que interesa al historiador es la significación de los hechos y ésta es siempre postulada, no inmanente. Además, los que por costumbre o por simple facilidad llamamos “hechos del pasado” no son, en el discurso del historiador, sino construcciones lógicas, construcciones que se hacen a partir de las evidencias que ha dejado el devenir histórico y que requieren siempre ser interpretadas.


    Ahora bien, si de un sucedido se pueden predicar muchas cosas, tal posibilidad se multiplica cuando se habla de conjuntos de sucedidos, de secuencias fácticas. La misma expresión “relación de los hechos” es sugerente: relatar es referir hechos puestos en relación. A un hecho dado se le puede conceder relevancia o ignorarlo, puede relacionárselo de distintos modos con otros hechos o también disociarlo de ellos. Creo que ayuda a entender este problema el pensar que el historiador se aplica al estudio de procesos, no de hechos aislados o aislables. En una narración histórica los hechos hablan por sí mismos sólo en tanto que son aludidos y por supuesto que dirán cosas distintas según se los describa y relacione entre sí.


    


    F. C. —No hay relato inocente, se dice.


    I. d. R. —No; lo que puede haber más bien son relatores inocentes.

  


  
    II. DE LOS HÉROES Y LOS DEMÁS MITOS EN GENERAL362


    No parece que la capacidad de crear o de vivir los mitos haya sido sustituida por la capacidad de explicarlos.


    Roger Caillois, ca. 1938


    Hace algún tiempo participé en la ciudad de México en el acto público de presentación de un libro colectivo que lleva el título de El héroe entre el mito y la historia,363 título que es un claro reconocimiento de ese carácter ambiguo que tienen las figuras heroicas con las que todos los hombres convivimos de algún modo y con las que, en un terreno más particular, los historiadores y los antropólogos nos las tenemos que haber constantemente, querámoslo o no. Del texto que preparé para cumplir mi parte en dicha presentación extraigo, para ofrecerlas aquí, algunas reflexiones que pienso que pueden ser del interés de los lectores de Litorales. Verán quienes se decidan a leer las notas que siguen que eso de los héroes y los mitos tiene que ver con las vidas de todos nosotros más de lo que comúnmente imaginamos.


    Para empezar a adentrarnos en el tema del héroe resulta primordial que nos hagamos cargo de una cuestión básica que llamaremos la cuestión ontológica: ¿qué clase de entes son los héroes?, ¿qué rasgos los definen en lo general?


    Sin ánimo alguno de ponerme a teorizar sobre estos puntos, sino haciendo más bien acopio de algunos lugares comunes, yo quiero recordar aquí que los héroes son ciertamente figuras míticas, esto es, figuras construidas y animadas por los hombres y que, al igual que los hombres que las crean, tienen una existencia histórica. No hay contradicción en esto: siendo, como digo, entidades imaginarias, intangibles, los héroes no existen en el Empíreo o en alguna otra especie de ultramundo, sino en un ámbito enteramente terrenal: en las mentalidades colectivas, en los imaginarios vivos y actuantes de sociedades concretas.


    Enraizados así en la realidad histórica, los héroes cumplen sus respectivos ciclos de vida: tienen su tiempo de institución o nacimiento, su tiempo de vigencia, acaso su tiempo de inercia y, finalmente, su tiempo de desmitificación, o sea de fenecimiento. Tienen también su espacio, su ámbito de significación, su ámbito social de significación. Construcciones de la imaginación humana, los héroes se transforman, se hibridizan, se escinden, transitan a veces hacia la deificación, siempre en la medida de las necesidades de los hombres que los forjan y los asumen como guías, como ejemplos, como modelos o paradigmas, como legitimadores de la transgresión, como reinvindicadores, como generadores de esperanza. Los héroes no están por encima de las contradicciones o, incluso, las confrontaciones sociales, sino que juegan en ellas, surgen de ellas a veces, las expresan siempre.


    El héroe es una figura ideal cuya gestación arranca por lo común de la trayectoria vital de alguna de esas individualidades históricas descollantes de las que hablaba Thomas Carlyle en su clasiquísimo libro y de las que el escritor británico decía que constituían “el alma de la historia del mundo entero”. Pero cuando hablamos de héroes ya constituidos, de héroes ya operantes como mitos, es obvio que no nos estamos refiriendo a hombres vivos o, por mejor decirlo, a hombres en vida, sino a hombres que tuvieron una existencia histórica real o atribuida, pero que en todo caso se transfiguraron al ocurrir su propia muerte, tenida invariablemente como un momento de culminación de una trayectoria excepcional. Es cierto que muchas veces ocurre que a un hombre vivo se le llega a atribuir una dimensión heroica, vale decir, mítica; pero si hemos de hablar del héroe como una entidad puramente imaginaria es claro que esta condición no podrá ser adquirida por ningún individuo sino post mortem, porque es entonces cuando la imagen del hombre devenido héroe queda libre ya de todas las ataduras y las contingencias de una biografía inacabada y, por ello mismo, incierta. A las insistentes preguntas del poderoso Creso sobre si él figuraba entre los hombres más felices del mundo, Solón, el sabio, replicaba que de eso no se podría decir nada definitivo hasta que el inquisitivo rey hubiera muerto.


    A los héroes se los concibe siempre como originaria y esencialmente antropomorfos, aunque puedan desdoblarse en animales o en monstruos fabulosos. Y quiero pensar que en esa condición formal que evoca su origen y preserva su identidad con el hombre de carne y hueso es donde radica ciertamente la virtud de su eficacia simbólica. Pero a los héroes, si antropomorfos, también se los tiene que suponer dotados de cualidades de un orden superior que los constituyen en seres suprahumanos. No son como nosotros ni sus atributos más específicos nos son dables, por más virtuosos, impolutos, sabios, magnánimos, visionarios, arrojados, valientes o fuertes que seamos. Figuras ideales, los héroes son, en último análisis, la expresión de la imposible quintaesencia de las cualidades humanas, la representación de lo humano ideal, es decir, lo humano que nos resulta inalcanzable; y, sin embargo —oh, paradoja—, su ser y su destino dependen de nuestra historia, de nuestra pequeña y pedestre historia. Para que un héroe se derrumbe basta con que dejemos de creer en él, basta con que deje de sernos necesario.


    Sobre los héroes, entendidos así como lo venimos explicando, y sobre los mitos en general, sobre el modo como éstos se conforman y operan socialmente, se han realizado y se siguen realizando numerosos estudios críticos, hechos por profesionales de la historia o la antropología. Esos estudios nos hacen ver en general que el mito se puede analizar, se puede examinar desde fuera, puede ser objeto de una reflexión de segundo grado, pero siempre a partir del supuesto de que el mito también se vive simplemente, se vive como cosa “natural”, y que si no fuera así quizá no valdría la pena reparar en él. En otras palabras, nos interesa estudiar los mitos precisamente porque son componentes activos de los procesos sociales.


    Pero, ojo con esto: erraríamos si dijéramos que los mitos son cosa de sociedades pretéritas o sociedades contemporáneas rezagadas. Estaríamos también equivocados si pensáramos que, por efecto de su desarrollo histórico, las sociedades humanas se han ido despojando de sus lastres míticos para dar lugar a la ciencia más rigurosa, a la siempre certera racionalidad, al pensamiento tenido por objetivo. Sólo por pura soberbia podríamos decir que, por virtud de la ciencia y la razón, para nosotros los mitos ya no pueden ser sino meros objetos de estudio.


    Más justo sería decir que hay mitos que podemos estudiar porque nos son ajenos y otros que, como decía Ortega y Gasset respecto de las creencias que nos resultan radicalmente vitales, no podemos reconocer como mitos simplemente porque estamos inmersos en ellos y se nos confunden con la realidad. Creo que nos será más fácil admitir que no somos hombres postmíticos si, lejos de concebir el mito como un error o, peor aún, como un autoengaño, lo pensamos como un recurso que los hombres de todos los tiempos hemos tenido a mano y hemos utilizado compulsivamente para —uso palabras de Mircea Eliade— “conferir significación y valor a la existencia”. Tal vez seamos hoy por hoy hombres postmodernos, aunque nunca hayamos entrado de lleno en la Modernidad; pero es seguro que no somos hombres postmíticos.


    Quiero hacer una última precisión sobre este punto. Los mitos vivos son siempre hijos de su tiempo, y los tiempos cambian. Aunque su función sea esencialmente conservadora, el mito no puede permanecer inmutable ni en cuanto a su contenido simbólico ni en cuanto a su representación formal; para conservar su vigencia tiene que ser actualizado continuamente, tiene que ir ajustándose siempre a las nuevas experiencias históricas de la sociedad o las sociedades que lo portan y se sirven de él, como lo admitía el viejo Jehová en aquella célebre novela de Enrique Jardiel Poncela, La tournée de Dios, cuando, durante su visita a la Tierra, le preguntó un periodista: “Señor, ¿si volviera usted a crear el mundo lo haría igual?”, a lo que el Supremo Hacedor respondió: “No, por supuesto que no; con los avances tecnológicos de ahora seguramente que lo haría mejor”. No nos extrañemos, pues, si un día descubrimos que los mitos que nos ha tocado vivir a nosotros son virtuales. O doblemente virtuales, puesto que el mito siempre ha sido eso: realidad aparente.


    Quizá recurrimos a los mitos porque, en el fondo, nos sabemos frágiles, nos sabemos irremediablemente necesitados. Yo no dejo de preguntarme qué hubiera sido del hombre si no hubiera desarrollado la capacidad de inventar todo aquello en lo que ha tenido necesidad de creer para poder seguir viviendo.

  


  
    III. ORIGEN Y RAZÓN DE MI INTERÉS POR LOS ESTUDIOS DE HISTORIA REGIONAL364


    Hace treinta años justamente, en el mes de septiembre de 1969, recibí mi primer nombramiento como investigador en la Universidad Nacional Autónoma de México. No quiero decir que desde entonces me convertí en investigador, pues ésta es una condición que no adquirí sino al paso del tiempo, de manera lenta e insensible, en la medida en que fui entendiendo en qué consiste ser historiador y cuáles son los requisitos epistemológicos y éticos —éticos, déjenme insistir en ello— que es necesario satisfacer para que la investigación realizada sea auténticamente original, rigurosa, significativa y pertinente.


    Tuve la suerte de trabajar en el principio de mi carrera en el Instituto de Investigaciones Bibliográficas de la UNAM, dirigido entonces por el maestro Ernesto de la Torre Villar, y de que se me encargara elaborar un catálogo o guía del Archivo Franciscano, que se custodia en la Biblioteca Nacional. Fui afortunado porque la responsabilidad que se me asignó me permitió entrar desde luego en contacto con una copiosa y heterogénea documentación referida a la historia del norte de México en la época colonial, campo sobre el que yo ignoraba prácticamente todo. Debo decir que, a la postre, alcancé a catalogar solamente los materiales contenidos en las cajas 1 a 50 del Archivo, que son precisamente los que se refieren a las provincias septentrionales de la Nueva España.


    Pasé tres años leyendo papeles que decían muchas cosas acerca del viejo norte de México, cosas que ciertamente resultaban novedosas para mí y que hacían que me interesara cada vez más vivamente en las tareas de catalogación que se me habían encomendado. Pero algo que me desconcertaba era ver que buena parte de aquella información que yo recogía de los papeles no se compadecía enteramente con lo que me habían enseñado en la escuela, en la Facultad de Filosofía y Letras; no se compadecía del todo con lo que yo creía saber acerca de la historia de México: los hombres, los hechos, las instituciones, los tiempos y los espacios de que me hablaban los documentos del Franciscano eran otros distintos de los que figuraban entonces en mi visión escolástica de la historia del país.


    Afortunadamente no caí en el simplismo de ver en esto dos historias cerradas que resultaban mutua e irremediablemente excluyentes; lo que concebí más bien fue que se trataba de una misma historia, a la vez unitaria y plural, que pedía ser estudiada y entendida integralmente. Ya en el prefacio de mi tesis de licenciatura —defendida en 1971— señalaba yo que en la historia que llamábamos “nacional” prevalecían, como en el mismísimo terreno de lo político, las visiones centralistas, las que hacían suponer que el país tenía un núcleo central ordenador y definitorio, fuera del cual ningún desarrollo histórico regional llegaba a adquirir sino una entidad y un sentido subordinados. Hablé desde entonces de un centralismo historiográfico dominante que llevaba a soslayar, a minimizar o a ignorar de plano la historia de las regiones periféricas o simplemente marginales, y llamé la atención sobre el hecho de que el arbitrario olvido de los diversos procesos formativos regionales hacía inviable el cabal entendimiento de la dinámica histórica del país entero.


    Un doble interés motivaría mis sucesivos trabajos de investigación: el interés por la historia del norte de México, que se me revelaba como fuertemente marcada por los fenómenos de frontera, y el interés por la historia regional, entendida como una opción metodológica llamada a abrir nuevas posibilidades de abordaje y comprensión de lo que podríamos denominar, con todas las reservas que queramos, la “historia nacional”. Desde un principio me mantuve en lo conceptual tan lejos de los que se tenían por hacedores de una historia nacional supuestamente definida por puras homogeneidades y paralelismos, como de los que rompían sus lanzas por una historia regional que más bien habría merecido el nombre de historia insular.


    La línea de trabajo con la que me comprometí desde hace ya tres décadas resultó fecunda y, para mí, apasionante. Tengo que decir, sin embargo, que, aunque a lo largo de los años he hecho y promovido una historia que puede ser justamente calificada de regional, mi aspiración más sentida ha sido la de merecer el título de historiador sin más, que eso es lo que todos los del gremio deberíamos tratar de ser, por encima de nuestras reales o supuestas especialidades. En alguno de mis trabajos he dicho que podemos nombrar como nos apetezca el tipo de historia que hacemos, pero que, a la postre, lo que verdaderamente importa es que cada una de nuestras investigaciones sea de buena calidad, de la mejor calidad posible, aunque no es a los autores a los que nos corresponde determinar en última instancia si de veras cumplimos o no con esta exigencia en cada uno de nuestros trabajos.


    En la obra propia, en la obra escrita, es donde queda plasmado lo que uno logra o malogra como investigador; allí, y no en las referencias generales que yo pudiera hacer en este mensaje, es donde habrá de verse lo que, al cabo de los años, ha resultado de mi trabajo de investigación. Pero no quisiera dejar de mencionar que quienes nos hemos dedicado ya largamente a esta profesión sabemos que lo que no se manifiesta en los textos que producimos, ni mucho menos en la mera formalidad del curriculum vitae, son los imponderables de la investigación, los costos de nuestra nunca superada novatez, las inevitables divagaciones, las búsquedas a veces estériles, los frustrantes momentos de desconcierto, los esfuerzos que a la postre resultaron vanos, las sensaciones de angustia por no poder encontrar una respuesta, las obsesiones que fue necesario padecer y hacer padecer a nuestros colegas de confianza antes de llegar a darle forma a alguna hipótesis de trabajo inciertamente prometedora, las dudas que siempre superaron en número y peso a las certezas, las innumerables páginas que escribimos tan sólo para ser luego desechadas, el tiempo que otros considerarían perdido pero que es en realidad de siembra y de gestación. Creo que la vocación de uno se pone a prueba no en los escasos momentos en que llegamos a convencernos de que la vamos haciendo en alguna medida, sino en las muchas ocasiones en que las dificultades de la investigación nos agobian y nos llevan a poner en franca duda nuestra capacidad de escribir siquiera una página que se salve. Cosas son éstas incomprensibles para los productivistas que se han propuesto someter el trabajo académico a las fuerzas del mercado, e impracticables por parte de esos colegas de nuevo cuño que podríamos llamar, como sugiere Juan Domingo Vidargas, historiadores “yuppies”.


    Dije al principio que el trabajo nuestro como investigadores tiene también una dimensión ética: una investigación sólo puede ser en algún grado valedera si se realiza con plena honestidad intelectual. Se trata de no engañarnos a nosotros mismos por pura soberbia ni mucho menos incurrir en falsía tratando de engañar a los demás. El error o la insuficiencia no son moralmente reprobables; lo es, en cambio, la simulación, que, obviamente, jamás podrá ser una vía para enriquecer el conocimiento. La honestidad pide también ser congruentes con nuestras más altas responsabilidades sociales: ser profesionales de la investigación nos obliga a no quedarnos cortos en el esfuerzo, a emplear siempre al máximo nuestras mejores capacidades, a ser en todo caso nuestros propios y más severos críticos, a nunca dar gato por liebre, a no olvidar que, como historiadores, nos debemos a la sociedad que nos legitima y para la que escribimos, a la sociedad de hoy y a la de la posteridad.


    Ya para concluir este sencillo mensaje de autopresentación y saludo quiero expresar mi agradecimiento a los organizadores de esta reunión y a todos los que habrán de participar en ella. Me satisface y halaga que vayan a ser consideradas conjuntamente la obra de Sergio Ortega y la mía, entre las que ha habido a lo largo de los años múltiples vasos comunicantes. Admito desde ahora los señalamientos críticos que se hagan a mis trabajos y advierto que nada agradecería menos que los juicios enteramente complacientes, aunque sean hijos de la amistad, ésta sí agradecible siempre. Deseo, en fin, que los textos que se comenten y discutan en la reunión sean, más que otra cosa, un punto de partida para ir adelante en las reflexiones sobre el quehacer de los historiadores y en los propósitos de trabajo de los colegas participantes. A la distancia, yo hago mis mejores votos por que ésta sea una jornada cordial, amena y, sobre todo, provechosa.


    


    

  


  
    IV. REFLEXIONES EN TORNO DE LA IDEA Y LA PRÁCTICA DE LA HISTORIA REGIONAL365


    En esta recensión colectiva de los trabajos y las producciones historiográficas que se han hecho hasta ahora en nuestro ya sexagenario Instituto de Investigaciones Históricas a mí me correspondió hablar de la historia regional, de la medida y las formas en que, en este Instituto, nos hemos ocupado de hacer o promover una historia tal, una historia que deba o pueda legítimamente ser calificada de regional. Pero tengo que decir que, como preparé esta exposición lejos de la sede del Instituto, en la ciudad de La Paz, Baja California Sur, donde no tuve a mano la colección completa de las obras que han aparecido con nuestro sello editorial, no estuve en posibilidad de hacer un conveniente seguimiento de lo que, a lo largo de estas seis décadas, han sido nuestras contribuciones al estudio de la historia regional mexicana. Por eso pensé que más que de nuestros libros podría ocuparme aquí de reflexionar, junto con ustedes, acerca de las razones que pueden justificar los trabajos de historia regional y de lo que puede significar el que éstos se realicen hoy en día.


    Independientemente de esta situación, debo admitir que no hubiera podido cumplir mi compromiso procediendo sin más ni más a hacer un recuento de autores, obras y empeños, entre otras razones porque, contrariamente a lo que mucha gente suele pensar, el empleo de un enfoque histórico regional no es algo que en todo caso resulte evidente, no es algo que se desprenda del solo título de una obra de historia o del mero enunciado de su temática. De ponerse uno alegremente a meter en el saco de la historia regional todo aquel libro o artículo que incluya en su título la referencia a algún espacio histórico geográficamente delimitado e identificable, que sea de menor extensión que el todo nacional, se correría el riesgo de que se cuestionara la adjudicación bajo el argumento de que algunas de esas obras no serían estrictamente de historia regional. Y de seguro habría razón para ese señalamiento.


    Sé que no faltaría el crítico radical que dijera que ninguna de tales u otras parecidas obras podía ser considerada como de historia regional, simplemente porque la historia regional no existe, pues, aunque se hable de ella y algunos historiadores vivamos en la ilusión de que la cultivamos, es, diría nuestro crítico, “una disciplina poco menos que fantasma[l]”, ya que no se la ha llegado a sustentar teórica y metodológicamente.


    Déjenme aclarar que esto último que he dicho es, en síntesis, la idea que sostiene mi estimado amigo y distinguido colega Manuel Miño Grijalva en un artículo suyo que tiene como título la interrogante “¿Existe la historia regional?”, artículo que ha sido publicado recientemente en la revista Historia Mexicana y premiado luego por el Comité Mexicano de Ciencias Históricas.366 No podré dejar de controvertir varios puntos de ese escrito —lo haré un poco más adelante— porque no hacerlo sería como aceptar sin réplica lo que allí se dice —el que calla otorga— y, si resultara que el doctor Miño tiene razón en lo que afirma, yo habría venido a hablar aquí ni más ni menos que de una quimera.


    En realidad yo pienso que por varias válidas razones sí podemos hablar con toda legitimidad de una historia que admita la calificación de regional, aunque sé que el tema pide siempre ser considerado con una prudente reserva y ánimo crítico porque se presta mucho a confusión. Es más: debemos hablar siempre con una prudente reserva y ánimo crítico de todas y cada una de las que llamaré “historias calificadas”, que son aquellas expresiones del hacer historiográfico cuya larga y siempre abierta nómina incluiría especímenes como el de la historia económica, la historia cuantitativa, la historia serial, la historia de las mentalidades, la historia cultural, la microhistoria, la historia regional, la historia urbana, la geohistoria, la ecohistoria, la etnohistoria, la historia conceptualizante, la historia social, la historia de la sociedad —que sería distinta de la anterior, según sostenía Hobsbawm—, la historia rural, la historia demográfica, la historia de la vida cotidiana, la historia política, la historia diplomática, la historia de las ideas, la historia de las civilizaciones, la historia prosopográfica... Creo que tengo que cortar aquí esta lista, que podría crecer más todavía, sobre todo si agregáramos variantes como las de clásica, decimonónica hecha hoy en día (vale decir, atrasada), nueva, novísima, futura (o, por lo menos, del siglo XXI entero, que ya hay quien hable de esa modalidad), con enfoque de género, comparada, italiana (subespecie vanguardista de la microhistoria, se diría), y no sé qué otras más.


    Pero antes de discutir si la calificación de regional aplicada a estudios históricos puede estar justificada, o en qué casos y con qué salvedades puede estarlo, conviene que nos preguntemos por la materia misma que se está calificando, por la historia en general, la historia sin calificaciones, sin adjetivos.


    Comúnmente aceptamos los historiadores —y por supuesto que no sólo nosotros— que todo lo que hace, dice, piensa, experimenta, padece, goza, emprende, logra, malogra, vive, pues, el hombre es historiable, esto es, puede ser objeto de una reconstrucción discursiva y un análisis histórico. Tenemos además por cierto que todos los distintos aspectos de la vida humana, de la vida social del hombre, de la vida del hombre en sociedad, están relacionados entre sí en alguna forma y grado, que se influyen y condicionan unos a otros, de allí que ninguno de ellos pueda ser cabalmente comprendido en su desarrollo si, con fines de estudio, se decide examinarlo abstrayéndolo por entero de su contexto histórico.


    El hombre unidimensional no existe, o, vamos, no es el que interesa al historiador. Decía Marc Bloch: “cuidémonos de no considerar al Homo religiosus, al Homo economicus, al Homo politicus... como otra cosa de lo que en realidad son: cómodos fantasmas... El único ser de carne y hueso es el hombre sin más, quien a su vez reúne todo aquello”.367


    Podemos los historiadores estudiar al hombre que produce bienes, que los hace circular o que los consume, pero no lo concebimos sino actuando en ámbitos sociales dados, nunca exentos de contradicciones; no lo podemos ver sino estrechado por marcos normativos e institucionales, respondiendo de alguna manera a su condición de animal político, portador siempre de una cultura establecida y, no obstante ello, dinámica; constreñido por factores del orden natural, pero también enfrentado a ellos, resistiéndolos o modificándolos; capaz de ser movido por resortes ideológicos y de obrar a veces aun en contra de sus propias conveniencias económicas, creador y destructor al mismo tiempo.


    Estas certezas hacen que el historiador, aun cuando se encuentre estudiando un proceso histórico particular —económico, social, político, ideológico o de la índole que sea—, tenga que lanzar su mirada indagatoria en todas las direcciones que su inteligencia y su malicia de investigador le indiquen. Los problemas de investigación que el historiador se plantea pueden y deben estar apoyados en formulaciones teóricas extraídas de las ciencias sociales; las soluciones que propone, en cambio, no son —o no deben ser— autocontenidas, esto es, acotadas por alguna disciplina científica particular. El historiador que, por ejemplo, tratara de explicar los procesos económicos como si su curso y desarrollo obedeciera tan sólo a lo que pudiéramos llamar una “racionalidad económica” —que sería la racionalidad propuesta por la ciencia económica, o, más bien, por alguna de las expresiones de la ciencia económica— correría el riesgo de ofrecer explicaciones equívocas o insuficientes. No suelen bastarle al historiador las nociones de una sola de las ciencias sociales; necesita ver el conjunto de éstas como una reserva teórica disponible y, además, susceptible de ser enriquecida por la misma investigación histórica. Por eso bien podemos decir que los procedimientos del historiador son por definición multidisciplinarios y que, si en cierta medida son tributarios de las ciencias sociales, hay en ellos también un considerable grado de autonomía.


    Por lo demás, es de decirse que, cualesquiera que sean los problemas de investigación que el historiador pretenda resolver en cada uno de sus trabajos, lo que él ha de contribuir a explicar es, en última instancia, el complejísimo y abigarrado proceso histórico global, tarea que tenemos que admitir que también han reclamado como suya algunas de las ciencias sociales, como la sociología o la antropología.


    Muchos son los caminos por los que transitan los historiadores para abordar la abrumadoramente complicada, vasta y fluente materia que estudian. Muchos y muy variados son también los aspectos de la vida de las sociedades humanas que suelen ser tomados por los historiadores como temas de estudio. Muchos, en fin, son los recursos teóricos, metodológicos o puramente técnicos que la gente de este oficio o profesión utiliza para tratar de avanzar en la comprensión de los procesos históricos específicos que pretende desentrañar en cada una de sus investigaciones. Y es precisamente esa pluralidad de direcciones, objetivos y procederes la que nos ha llevado a calificar algunas de las modalidades del hacer historiográfico, a calificarlas con fines meramente de identificación, sin más propósito, digo yo, que el de señalar la común presencia de ciertos rasgos pretendidamente ejemplares en algunos conjuntos de estudios históricos.


    Hace ya un buen tiempo decía yo en una ponencia que presenté en un congreso dedicado a discutir el tema de la historia regional (ojalá que se alcance a percibir el sesgo irónico del texto):


    Muy en boga anda eso de calificar la historia. Lo hemos venido haciendo en un intento de anunciar especificidades no tanto de la materia histórica, que no puede desarticularse a capricho, cuanto de nuestro hacer como historiadores. Así hablamos, por ejemplo, de historia cuantitativa, en la idea de hacer explícita la orientación metodológica que nos seduce, o de historia económica, con lo que queremos indicar el tipo de fenómenos que decidimos estudiar justamente porque los consideramos de la mayor importancia.


    A los del gremio, las calificaciones nos han resultado provechosas sin duda alguna, pues gracias a ellas hemos podido ostentarnos como historiadores especializados y, a veces, hasta especializados en algo que reclamamos como territorio de puritita avanzada. Tienen las dichas calificaciones el inconveniente de que fomentan la idea de que en la investigación histórica existen compartimientos estancos, pero no podríamos decir que son de suyo nocivas. Tampoco sería justo afirmar que son irremediablemente superfluas. Puede esa práctica calificatoria hacerse pertinente y tener sus ventajas siempre que, además de trabajar con seriedad en lo nuestro, convirtamos la historia calificada en un motivo para la continua reflexión sobre la historia genérica, la historia a secas.368


    Por supuesto que las calificaciones con las que tratamos de distinguir los haceres historiográficos de nuestro tiempo no constituyen una clasificación sistemática de éstos. En unos casos se ha calificado la historia para indicar de qué índole son los fenómenos tomados como objeto central de estudio, en otros para señalar el tipo de fuentes utilizadas, en otros para dar cuenta del uso de ciertas técnicas, en otros más para destacar el empleo de algún recurso metodológico particular. Si se reconoce su carácter meramente indicativo, la calificación de la disciplina de la historia no es de suyo nociva, como decía yo, ni enteramente superflua. El título Sevilla y el Atlántico (1550-1650) nos sugiere, aunque vagamente, el gran asunto de una investigación histórica, pero si se dice que se trata de una obra apoyada en fuentes seriales y en la que se hace historia cuantitativa se estará proporcionando un dato interesante acerca de la forma en que esa obra fue producida y es presentada.


    Elementos meramente descriptivos, pues las calificaciones no suponen en modo alguno una valoración de los estudios históricos a los que se aplican. Tampoco puede haber entre las historias calificadas una relación jerárquica, ni hay entre ellas alguna que contenga o subsuma a todas las demás, ni siquiera la llamada “historia total”, que no es una historia plenamente factible sino algo así como la estrella polar hacia la que apuntan todas las historias calificadas, cada una de ellas con sus sesgos particulares. Casi al final de la ponencia que cité hace un momento hacía yo la siguiente consideración: “Todas las historias calificadas han de ser entendidas como parciales y complementarias o no explicarán nunca nada. En todo caso, la calificación más definitiva es a la postre, como alguna vez le oí decir a mi colega Virginia Guedea, la que se refiere a la buena o la mala calidad de los estudios históricos.”369


    No es obligatorio para el historiador establecer de manera explícita el tipo de historia que se propone hacer con la investigación que tenga en curso. Sabe uno qué fenómenos está empeñado en estudiar, qué procedimientos tiene que emplear para tratar de resolver los problemas de investigación que se haya planteado, qué tipo de fuentes le proporcionan la información que requiere y qué técnicas especiales le es conveniente utilizar, pero no tiene uno por qué sentirse obligado a someterse a los cánones consagrados, si los hubiera, de alguna historia calificada.


    Suele suceder que el investigador ni siquiera sepa cómo catalogar cada uno de los estudios que realiza y publica. Se pueden tener dudas a ese respecto, por ejemplo, cuando en el estudio de marras concurren de manera simultánea elementos de los que se consideran definitorios de varias de las historias calificadas o bien cuando esos elementos no se presentan en el estudio en un grado significativo. Puede ser también que falten todos esos elementos, de modo que el estudio no pueda ser puesto bajo el rubro de alguna de las historias calificadas que tengan ya entre nosotros carta de naturalización. Se da, en fin, el caso, y con mucha frecuencia ciertamente, de que el menos interesado en calificar su trabajo sea el propio historiador, entre otras posibles razones porque esté convencido de que la calificación es una mera etiqueta identitaria que no tiene nada que ver con la solidez ni con la posible trascendencia de la obra historiográfica resultante.


    La historia calificada que Manuel Miño dice que no existe como una disciplina con fundamento teórico-metodológico propio es, como ya lo dije, la historia regional. Y yo estoy enteramente de acuerdo con él: la historia regional no es ni puede ser una disciplina historiográfica discreta y autónoma, que encuentre su fundamento teórico-metodológico en alguna de las ciencias sociales en particular. Ninguna de las historias calificadas, tan numerosas y heterogéneas como hemos visto, es una disciplina de ese tipo, ninguna podría satisfacer la exigencia de poseer ese fundamento teórico-metodológico propio y exclusivo —subrayo este término: exclusivo—, que nos autorizara a tenerla como una disciplina historiográfica particular con estatuto científico incuestionable. Si reclamáramos esto mismo respecto de historias como la serial, la cuantitativa, la conceptualizante y algunas otras de igual jaez no nos quedaría más remedio que declararlas fantasmales. Tampoco podríamos decir que historias como las que llamamos económica, política o social, por ejemplo, cobran, ellas sí, una existencia real tan sólo porque los cientistas sociales nos han hecho el favor de formular y poner en circulación diversas teorías económicas, políticas o sociológicas, teorías que, por más que mantengan su vigencia en un momento dado, son siempre cambiantes, dinámicas, y en algunos casos divergentes e incluso contradictorias entre sí, aun cuando figuren dentro de un mismo corpus científico.


    Es enteramente cierto que hasta ahora no se ha conformado una ciencia de lo regional —tal vez porque resulte innecesaria—, pero no convence el argumento de que la falta de esa ciencia anula definitivamente la legitimidad teórica y la posible plausibilidad de todo trabajo de historia regional. Tampoco podemos aceptar la prejuiciada opinión, expresada por Manuel Miño, de que los investigadores que hemos pretendido hacer historia regional trabajamos siempre de manera empirista, sin plantearnos problemas de investigación ni proponer hipótesis para resolverlos, y, por consiguiente, sin poder explicar plausiblemente proceso histórico alguno.370 Por más que yo entienda —o crea entender— a qué se deben los equívocos de Manuel Miño, no puedo dejar de sorprenderme cuando leo que en su artículo dice que “es [...] claro el hecho de que ‘el historiador regional’ parece más bien un eslabón en la transición entre el cronista y el historiador profesional”.371 Haciendo a un lado lo del título de “historiador regional”, que es como llamar a algún colega “historiador económico” o “historiador prosopográfico”, es obvio que no puede uno agradecer el que se diga que los que hacemos historia regional somos más que meros registradores de hechos, aunque no llegamos a ser historiadores con toda la barba. Según esto, a causa de nuestra malhadada vocación quedamos excluidos del sector selecto del gremio.


    Manuel Miño descalifica toda la historia regional sin distingo alguno, porque ve que no se ha logrado dotarla de un sustento teórico-metodológico propio. Yo, por mi parte, considero más bien que la historia regional comparte teorías y métodos con las otras historias calificadas y que puede ser una opción tan válida como cualquiera de éstas, siempre que sea historia de buena factura. Pienso también que la historia regional de buena calidad no es la que simplemente informa, sino la que explica, la que formula y resuelve plausiblemente una problemática de investigación, la que se sustenta en planteamientos teóricos y se construye con rigor metodológico, según lo exige Miño. Reconozco que no toda la historia que corre con el título de regional tiene estas cualidades, pero eso pasa hasta con las historias calificadas de más distinguida prosapia.


    Por supuesto que no todos los que tratamos de encontrarle un sentido válido a la historia regional pensamos igual ni partimos de los mismos supuestos. Diré, por ejemplo, que yo tomo mi distancia respecto de ciertas concepciones que llamaré esencialistas, según las cuales las regiones —las de México, por ejemplo— son una especie de entidades históricas unitarias, más integradas en sí mismas que con su entorno, claramente distinguibles por cualquier observador del pasado o del presente, y que, no obstante que se han ido transformando a lo largo del tiempo, poseen en su naturaleza algo inefable que tiende a perdurar largamente y que es lo que nos permite seguir identificando a cada una de ellas como una misma región. No es la mera e incontenida realidad histórica la que se supone que se prolonga en el tiempo, sino la realidad histórica configurada como región, el espacio parcializado por el propio desarrollo histórico. El supuesto no explícito que subyace aquí es el de que el territorio es el elemento que da permanencia a la región. Para quienes asumen que la realidad histórica está organizada regionalmente, el problema no es definir la región, sino simplemente identificarla.


    Dentro de esta línea de pensamiento hay posiciones extremas tan insensatas que no merecerían ser tomadas en cuenta si no fuera porque Miño las exhibe como si se tratara de una prueba de los absurdos en que supone él que incurrimos los que tratamos de hacer historia regional. Totalmente desatinada es la posición de ciertos colegas que Miño cita y critica, que conciben la región como una especie de bloque histórico, como una totalidad constituida cuyo desarrollo histórico sólo puede ser esclarecido mediante estudios totalizadores. Para quienes proclaman estas ideas, la historia regional es la historia de las regiones estudiadas como totalidades, cosa que, en verdad, nadie ha conseguido hacer hasta ahora, que se sepa. Estos colegas, a los que Miño llama “todólogos”, además de declarar que los que hacemos historia regional estamos obligados a tratar simultáneamente y a cabalidad todo lo que ha sucedido a lo largo del tiempo en la región estudiada, ya que de lo contrario no estaríamos haciendo historia regional, pretenden ilustrar su propuesta dizque metodológica ofreciendo listas de temas o rubros a estudiar, las que no pueden ser sino enteramente arbitrarias y ociosas.372 Lo peor es que esas listas de ocurrencias sean presentadas por quienes las formulan como los “lineamientos metodológicos” que tienen que seguirse por fuerza para hacer una historia regional “digna de ese nombre”.373


    Si son acertadas las consideraciones críticas que Manuel Miño hace respecto de este tipo de pronunciamientos, yerra al pensar que sus autores son exponentes de las inquietudes que nos mueven a todos los que en nuestro país hacemos historia regional. No; las de estos colegas son expresiones personales que sólo los comprometen a ellos. Creo que la manera más prudente y razonable de proceder cuando se pretende conocer y valorar lo que se hace en México a título de historia regional es someter a examen una muestra significativa de obras historiográficas que tengan esta orientación y que, además, sean de la mejor calidad. No se vale limitarse en esto a la sola consideración de algunos exabruptos que, además de serlo, resultan inexplicablemente pretenciosos.


    Se aplica una lógica alrevesada cuando se sostiene que, puesto que se ha hecho dictamen de que la historia regional carece de sustento teórico-metodológico, todos los trabajos que se elaboran en la pretensión de hacer historia regional tienen que ser meras acumulaciones de datos, mientras que los trabajos que tienen algún mérito como propuestas explicativas no pueden, por esto mismo, ser considerados como de historia regional, aunque estén dedicados al estudio de regiones, como, según el dicho de Miño, pasa, entre otras, con las obras de Claude Morin, Carlos Martínez Assad, John Womack, Héctor Aguilar Camín, Mario Cerutti o Eric van Young.374 Yo no sé si estos colegas admitirán que en sus respectivas investigaciones utilizaron la regionalización como recurso metodológico, pero es evidente que, en mayor o menor medida, con sus obras han logrado lo que perseguimos por lo menos algunos de los que cultivamos la historia regional.


    Hace tiempo me atreví a afirmar que si no lográbamos definir las regiones era seguramente porque no existían. Y me preguntaba: “Si no hay regiones que lo sean de suyo, ¿qué hay entonces, puesto que hemos de suponer que la realidad histórica existe?” Mi respuesta era y sigue siendo la siguiente:


    Lo que hay evidentemente es una realidad diversificada, una realidad que se diversifica de muchas maneras; pero como se trata de una realidad, la histórica, domiciliada en el espacio, podemos decir que el espacio es también un dato y un factor de esa diversificación. Esa realidad se encuentra articulada —bien que sus articulaciones puedan ser muchas, también diversas, de distinta extensión, de distinta profundidad—, pero no está en sí misma organizada regionalmente y menos de un modo que pudiéramos describir como de tipo insular.


    En el espacio —sigo citándome—, la realidad histórica registra continuidades y rupturas, como también ocurre en otra de sus dimensiones básicas: la del tiempo. Imaginar que un país es en sí un racimo de regiones creo que es un error, aunque se hable de una regionalidad dinámica. Nosotros somos los que lo regionalizamos, y lo hacemos como un recurso metodológico, como un modo de delimitar posibles universos de análisis [...] Yo diría con Eric van Young que en un estudio histórico como los que nosotros hacemos la región es siempre una hipótesis a demostrar. No es cosa, pues, de puro capricho, sino de justificación metodológica.375


    Las regiones que refiere la expresión “historia regional” son virtuales, son acotamientos del espacio histórico que utilizamos como recursos metodológicos para el efecto de “delimitar posibles universos de análisis”, siempre en función de una problemática específica de investigación. No pensemos que toda posible delimitación del espacio hace una región, pues entonces tendríamos que aceptar que también son regionalizaciones metodológicas las que hacen los que consideran que las regiones son como las uvas de un racimo, que están allí a la vista y se pueden ir separando y desprendiendo una por una para comerse —o sea, para estudiarse— o las de los que suponen que las regiones son esas mismas uvas, pero constituidas en bloques históricos cerrados de los que en todo caso deben hacerse estudios totalizadores porque, dicen, estudiar un solo aspecto de ellos puede ser historia, pero no historia regional. Tengamos claro que la regionalización es metodológica si la hace el historiador en función de problemas de investigación, no cuando, por suponer que la realidad histórica está de suyo regionalizada, no se hace sino dar el nombre de regiones a espacios que desde algún punto de vista, ya geográfico, ya histórico, nos parecen unitarios.


    Región es una noción relativa que sólo cobra sentido en la medida en que se la relaciona y contrasta con la noción de totalidad suprarregional. En historia, en la buena historia regional, se estudia la región no con el objeto de desprenderla de su contexto y aislarla, sino con el de examinarla sin perder de vista el todo que la contiene, pues de lo que se trata precisamente es de hacerse de elementos que permitan entender a la vez los procesos históricos que se dan en el espacio acotado por efecto de la regionalización y los que se han conjugado para formar el todo del que la región es parte.


    Hace mucho tiempo que vengo diciendo que hacer historia regional no es hacer historia de lo chiquito, lo menor, lo meramente periférico, sino que es un modo de estudiar las realidades históricas suprarregionales, como sería, por ejemplo, la que suele verse o proponerse como la —llamémosla así— historia nacional, la historia de la totalidad nacional. Si aceptamos como premisa que nuestro país “es el resultado de una pluralidad de procesos formativos interrelacionados, no inconexos”, entonces será fácil entender por qué el de la historia regional no es nada más un enfoque posible para estudiar la historia del país, sino que es también un enfoque necesario. La divisa de esta historia podría ser: hay que tratar de entender y explicar el proceso histórico nacional “en su variedad y en sus múltiples formas de articulación”.376


    Déjenme decir de paso que esta divisa le convendría palmariamente a un libro de Manuel Miño que se llama El mundo novohispano. Población, ciudades y economía. Siglos XVII y XVIII, que tiene un extenso capítulo titulado “Las ciudades y las regiones...”, en el que se incluyen apartados en los que el autor estudia “La ciudad de México y el centro de la Nueva España...”, “Puebla y su región...”, “Antequera y Mérida...”, “El Bajío...”, “Guadalajara y su región...” y “El norte minero y ganadero”.377 Me persuado de que esas aproximaciones a los espacios regionales se hicieron para dar cuenta de la diversidad de una realidad histórica, la de la Nueva España, y, al mismo tiempo, para poner en evidencia algunas de las formas en que esa realidad diversificada se articulaba.


    Después de todo creo que, de ponernos a discutir sobre los puntos que he tratado aquí, Manuel Miño y yo seguramente llegaríamos a la conclusión de que en todo esto tenemos en realidad importantes coincidencias.


    Ya sólo quiero decir para poner término a estas reflexiones que los buenos libros de historia regional aparecidos en los últimos años han contribuido, si no a neutralizar del todo, por lo menos a atemperar el centralismo historiográfico que, en nuestro país, ha sido un lamentable reflejo del centralismo político. No puedo ocuparme ahora de esta situación, así que me conformaré con decir que cada vez es más improcedente hacer historia de México sin tomar en cuenta los estudios de historia regional. Qué bueno que ésta se cultive ya con una gran profusión tanto aquí en la ciudad de México como en la mayoría de los estados de la República, pero cabe desear que la historia regional que se haga sea siempre buena, muy buena, excelente de ser posible, pues, de otra suerte, hacerla será irremediablemente un esfuerzo perdido.
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Resumen

El libro contiene cinco estudios histdricos: tres que habian sido publicados
y dos que aqui se presentan por primera vez. En ellos se examinan distintos
aspectos de los procesos formativos de la vasta regién que reconocemos
como el norte de México, muy diversificada internamente desde el punto
de vista histérico, pero contrastante con las realidades sociales, econdmicas
einstitucionales desarrolladas desde el siglo Xvi en los espacios del antiguo
mundo mesoamericano. También se incluyen cuatro textos en los que se
reflexiona sobre ciertos topicos relacionados con el pensary el hacerde los
historiadores.

Abstract

This book contains five historic studies: three have been previously pub-
lished, while two are presented here for the first time. These studies exam-
ine various aspects of formative processes in the vast region identified as
northern Mexico. This region is highly diversified internally from a histori-
cal point of view, while at the same time it contrasts with social, economic
and institutional realities occurring in the ancient Mesoamerican world
since the 16th century. Also included are four texts with reflections on spe-
cific topics associated with historians’ thought and work processes.
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